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Los  Departamentos  del  Poder  Político 
Su  necesaria  independencia 


La  independencia  de  los  poderes  políticos  es  tema 
qne  calza  perfectamente  en  el  molde  propio  de  nuestra 
sección  jurídica.  Siendo  el  Poder  Judicial  una  de  las 
divisiones  que  admite  la  soberanía  nacional  en  los  go¬ 
biernos  representativos,  se  advierte  al  momento  la  ne¬ 
cesidad  de  tener  fresco  el  deslinde  de  la  independencia 
de  cada  uno  de  los  departamentos  en  que  la  suprema 
unidad  del  Poder  Político  se  descompone,  para  el  mejor 
acierto  en  el  cumplimiento  de  sus  fines.  , 

Los  legisladores  de  Massachussetts  escribieron  en 
su  Constitución  estas  sabias  palabras,  que  se  fian  becbo 
célebres:  “Queremos  que  los  poderes  estén  separados, 
porque  queremos  qne  reinen  las  leyes  y  no  los  hom¬ 
bres.”  Que  sea,  pues,  esta  la  portada  y  el  tema  prin¬ 
cipal  que  registre  el  presente  artículo.  ' 


274 


EL  FORO  GUATEMALTECO 


Desde  luego  que  el  Poder  Político  admite  una  divi¬ 
sión,  consecuencia  inmediata  es  que  se  determine  la 
órbita  funcional  de  cada  una  de  las  partes  componentes 
de  la  entidad  total  que  las  origina.  De  lo  contrario, 
la  división  no  sería  más  que  de  nombre.  Por  consi¬ 
guiente,  no  trascendería  de  un  plano  simplemente 
ilusorio. 

El  objeto  de  dividir  el  mando  político  tiene  por 
móvil  evitar  la  centralización.  'Centralización,  en  este 
caso,  vale  tanto  como  decir  despotismo.,  ffambién  hay- 
despotismo  cuando  se  usurpan  funciones,  mezclándose 
alguna  de  las  ramas  del  Poder  en  los  actos  de  cualquiera 
de  las  otras,  o  bien  imponiendo  arbitrariamente  su  vo¬ 
luntad.  No  habrá  para  qué  declarar  con  palabras  el 
acto  violatorio  de  la  representación:  bastará  que  se  ma¬ 
nifieste  el  fenómeno  para  que  el  despotismo  exista.  Los 
hechos  son  las  verdades  reales,  tangibles,  positivas.  Las 
palabras  que  no  van  acompañadas  de  hechos  se  desva¬ 
necen  como  los  celajes  de  la  tarde,  se  deshacen  como  la 
es]3mna  de  los  mares. 

No  hay  sustancia  vivificadora  sino  en  el  hecho.  En 
la  consonancia  perfecta  de  éste  con  las  expresiones 
consiste  la  uniformidad  de  la  lógica.  Para  los  que  aún 
no  podemos  ver  fuera  de  los  sentidos  vulgares,  para 
los  que  no  hemos  podido  conocer  sino  la  parte  grosera 
de  la  sustancia,  las  palabras,  como  simples  palabras,  no 
nos  llevan  a  un  terreno  práctico,  de  seguro  convenci¬ 
miento.  Quédase  para  los  planos  superiores  de  la 
Ciencia  Metafísica  todo  aquello  que  no  caiga  bajo  la 
acción  burda  de  nuestra  sensibilidad  material. 

La  división  del  Poder  Político  fué  trasmitida  de 
los  ingleses  a  los  norteamericanos.  Ouillermo  Blacks- 
tone  en  Inglaterra  y  el  barón  de  Montesquieu  en  Fran¬ 
cia,  la  constituyeron  en  doctrina  filosófica.  'Es  una 
doctrina  que  va  contra  el  despotismo.  De  ahí  que  las 
constituciones  más  avanzadas  la  hayan  adoptado,  para 
difundirla  y  practicarla.  La  síntesis  consiste  en  la  des¬ 
centralización,  unida  a  la  responsabilidad  a  que  se 
hallan  sujetos  los  actos  de  los  funcionarios. 
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La  palabra  división  no  implica  separación  absoluta 
de  las  ramas  del  Poder.  Ese  radicalismo  establecería 
un  desacuerdo  nocivo.  Toda  desavenencia  engendra 
lucha.  El  deseo  de  preponderancia  de  cualquiera  de  los 
departamentos  del  Poder  denuncia  el  desacuerdo,  sem¬ 
brado  por  atentatorias  ambiciones  que  bastardean  el 
procedimiento.  Juan  Jacobo  Rousseau  presintió  el 
desastre  que  sobreviene  en  semejantes  circunstancias. 
Toda  supremacía  antojadiza  en  el  Poder  busca  el  de¬ 
rrotero  del  despotismo. 

El  Poder  Político  es  uno  en  su  origen,  uno  en  sus 
fines;  aunque  su  acción  sea  múltiple.  La  diferencia 
estriba  únicamente  en  sus  funciones,  por  más  que  todas 
tiendan  a  desarrollar  en  su  seno  los  atributos  del 
Derecho. 

El  fin  supremo  que  engloba  todos  los  deberes  del 
Estado  se  realiza  aplicando  fielmente  las  leyes  sinteti¬ 
zadas  en  las  constituciones.  Es  también  deber  insepa¬ 
rable  procurar  su  estricto  cumplimiento.  De  nada 
serviría  aplicar  las  leyes  con  equidad  y  acierto,  si  efec¬ 
tivamente  no  se  cumplieran  sus  disposiciones.  En  ese 
sintetismo,  pues,  que  en  la  práctica  adquiere  la  plenitud 
de  su  máximo  desarrollo,  está  la  clave  del  bienestar 
público. 

Uno  solo  de  los  departamentos  del  Poder  no  conse¬ 
guiría,  dentro  de  un  orden  rigurosamente  lógico,  hacer¬ 
lo  todo  bien.  Erraría  quien  quisiera  encerrar  la  com¬ 
pleja  totalidad  de  los  fines  constitucionales,  dentro  de 
un  funcionamiento  determinado  por  la  acción  particu¬ 
lar  de  una  individualidad  cualquiera  o  de  una  colectivi¬ 
dad  única.  Por  ese  camino  se  llegaría  fácilmente  al 
despotismo. 

En  la  obra  encomendada  a  los  departamentos  del 
Poder  se  requiere  el  mutuo  auxilio,  que,  sin  afectar  la 
independencia  de  las  atribuciones,  cabe  perfectamente 
en  la  división.  La  armonía  es  el  gran  elemento  conci¬ 
liador  dentro  de  la  división.  Sin  ella,  el  equilibrio  con¬ 
servador  del  orden  se  rompería,  desquiciando  por  su 
base  el  edificio  poKtico  del  Estado. 
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Si  siempre,  para  ir  seguro  y  respaldado,  conviene 
escucliar  los  razonamientos  de  los  tratadistas  eminentes, 
nunca  se  impondrá  tanto  esa  necesidad  como  al  tratarse 
de  estas  materias.  Queremos  fundarnos  en  la  auto¬ 
ridad  del  talento,  que  recomiendan  las  cuestiones  de 
esta  índole.  Oigamos,  pues,  el  parecer  de  Lastarria, 
que,  en  su  Política  Positiva,  fulmina  justos  reproches 
contra  la  usurpación  de  los  poderes.  Cuyo  es  el  párra¬ 
fo  siguiente: 

“El  principio  de  la  división  no  es  siempre  bien 
aplicado.  Se  olvida  su  objeto,  y  en  vez  de  organizar 
las  funciones  del  Poder  de  manera  que  las  tres  cooperen 
a  la  realización  del  fin  político  en  armonía,  mantenién¬ 
dose  independiente  cada  una  en  su  esfera  particular, 
sin  usurpaciones  mutuas  y  sin  confundir  su  acción,  se 
suelen  dar  al  Ejecutivo  vastas  atribuciones  hasta  para 
organizar  el  Judicial  e  infiuir  en.  la  organización  del 
Legislativo ;  llegando  por  este  medio  a  concentrar  en  sus 
manos  toda  la  autoridad  y  a  dejar  la  división  reducida 
a  una  mera  fórmula.” 

La  franca,  lisa  y  llana  independencia  de  los  poderes 
políticos,  es,  a  la  faz  del  Dferecho  Constitucional,  la  con¬ 
dición  suprema,  la  propia  y  neta  condición — en  el  genui¬ 
no  significado  del  término — de  los  gobiernos  representa¬ 
tivos.  De  ahí  que,  entre  éstos  y  los  gobiernos  absolutos, 
se  palpe  a  la  simple  vista  una  disonancia  extraordinaria 
de  caracteres:  ambos  siguen  rutas  contrarias,  tenden¬ 
cias  distintas  y  fines  opuestos. 

Los  gobiernos  representativos  distribuyen  conve¬ 
nientemente  la  acción  del  Estado,  descentralizando  la 
dirección  y  el  mando  dentro  de  un  sistema  de  escuela, 
científico.  ‘'Descentralizando  metódicamente  la  acción 
oficial  es  como  adquiere  ella  el  tinte  de  una  eficacia  re¬ 
paradora  en  sus  manifestaciones.  La  importancia  ca¬ 
pital  del  gobierno  representativo  descansa  en  la  parti¬ 
cipación  que  se  les  brinda  a  los  intereses  colectivos  de 
la  sociedad. 
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Los  gobiernos  absolutos  se  caracterizan  por  ofrecer 
el  extremo  oiDuesto:  estimulan  la  centralización.  .Así 
queda  el  mando  bajo  el  dominio  de  un  solo  hombre ;  o 
de  cierto  número  de  hombres,  como  en  las  oligarquías. 
En  uno  u  otro  de  estos  dos  últimos  casos,  el  Poder  se 
halla  literalmente  monopolizado. 

Abundan  en  la  Historia  los  ejemplos  del  tipo  abso¬ 
lutista.  Limitándonos  en  primer  lugar  a  la  América 
Hispana,  observamos  que  sobresalen :  Juan  Manuel  Ro¬ 
sas,  en  la  Argentina;  José  Gaspar  Rodríguez  Francia, 
en  el  Paraguay;  en  Chile,  José  Manuel  Balmaceda,  que 
violó  la  Constitución,  rebelándose  contra  el  Congreso 
Nacional;  e  Ignacio  Veintemilla,  en  el  Ecuador;  hom¬ 
bres  todos  que  se  levantaron  para  asesinar,  destruir  y 
caer  después  con  el  estruendo  de  las  tempestades;  En 
la  antigüedad  figuraron  los  Treinta  Tiranos,  de  Atenas, 
y  todos  los  Césares  que  llenaron  al  mundo  de  consterna¬ 
ción  y  pavor.  En  la  Edad  Media  el  poder  clerical  es¬ 
cribió  la  época  tenebrosa  del  feudalismo.  En  los  tiem¬ 
pos  modernos  realza  la  Convención  en  Francia. 

Dentro  del  gobierno  representativo,  los  tres  depar¬ 
tamentos  en  que  la  soberanía  se  divide,  se  desenvuelven, 
cada  cual,  en  la  esfera  determinada  por  la  Ley.  No 
deben  confundirse  sus  atribuciones,  ni  menos  extralimi¬ 
tarse,  a  riesgo  de  incurrir  en  tiranía. 

La  Constitución  establece  los  límites  de  cada  de¬ 
partamento  del  Poder.  Así  el  Legislativo,  el  Ejecutivo 
y  el  Judicial  no  deben  salirse  de  sus  órbitas  caracterís¬ 
ticas.  Los  tres  pueden  ligarse  en  un  vínculo  de  armo¬ 
nía  que  les  permita  auxiliarse  recíprocamente,  a  efecto 
de  imprimir  mayor  eficacia  al  cumplimiento  de  sus 
fines.  Pero,  de  esto  a  la  ingerencia  que  puedan  gratui¬ 
tamente  apropiarse  y  tienda  en  alguna  f  orn^  a  usurpar 
funciones,  hay  mucha  diferencia. 

El  armónico  vínculo  que  debe  prevalecer  lo  hacen 
degenerar  los  gobiernos  despóticos,  como  el  de  Juan 
Vicente  Gómez,  en  Venezuela,  que  ha  excedido  los  fu¬ 
rores  de  toda  baja  ambición,  para  constituir  en  su  país 
un  padrón  de  ignominia  y  ser,  como  autoritario,  un 
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Luis  XIV ;  un  Luis  XIV  a  la  rústica,  menos  aún :  de 
corte  y  figura  salvaje,  sin  los  relieves  que  realzaran  los 
perfiles  del  soberano  francés,  y  que,  si  bien  éste,  en  ver¬ 
dad,  reunía  en  su  persona  todos  los  poderes  del  Estado, 
no  es  menos  cierto  también  que,  así  y  todo,  sus  setenti- 
dós  años  de  reinado  lian  merecido,  desde  otro  punto  de 
vista,  la  calificación  de  ser  unos  de  los  más  prósperos  en 
la  cultura  e  ilustración  de  su  Patria.  Sin  embargo, 
hacemos  la  cita,  porque  las  tiranías,  ilustradas  o  bár¬ 
baras,  siempre  han  sido  acreedoras  del  reproche  en  los 
tiempos  civilizados. 

La  armonía  de  los  poderes  públicos  no  debe  lasti¬ 
mar  ¡jamás!  el  sagrado  principio  de  independencia, 
que  permite  a  cada  entidad,  en  lo  particular,  el  asis- 
timiento  del  Estado,  sin  limitaciones  ni  obstáculos  que 
le  impidan  en  su  marcha  el  desarrollo  de  sus  altas  fina¬ 
lidades.  Así  el  Poder,  dentro  de  sus  respectivas  divi¬ 
siones,  ha  de  moverse  libremente,  conscientemente, 
útilmente.  Vale  decir,  sin  inmiscuirse  ninguna  de  sus 
ramas  en  los  ajenos  dominios,  sin  usurpar  cargos  in¬ 
compatibles  ni  atribuciones  vedadas.  ' 

Otra  cosa  será,  muy  distinta  por  cierto,  si  se  tra¬ 
tase  del  equilibrio  armonizador,  para  cumplir  cada 
departamento  sus  respectivos  deberes  en  la  línea  de 
acción  trazada  por  la  ley  fundamental. 

Signo  evidente  de  tiranía  en  un  país  es  la  supedi¬ 
tación  de  un  departamento  del  Poder  sobre  los  otros, 
constriñéndolos  a  doblegarse.  Dentro  de  la  fórmula 
constitucional  representativa,  el  Jefe  del  Estado  deja 
de  ser  soberano.  Todo  en  él  se  reduce  a  ejercer  la 
Soberanía  por  delegación  expresa  que  se  le  confiere,  con 
la  obligación  de  dar  cuenta  de  sus  actos  y  responder 
legalmente  por  ellos.  La  soberanía  radica  únicamente 
en  el  Pueblo,  que  es  árbitro  de  sus  propios  destinos. 
De  aquí,  por  consecuencia,  que  la  fórmula  representati¬ 
va  sea  en  el  día  la  síntesis  de  gobierno  más  adelantada 
que  ofrece  el  Derecho  Constitucional,  cimentado  por  los 
nuevos  ideales. 
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Esta  fórmula  aun  no  puede  decirse  que  sea  una 
legítima  garantía  en  todos  los  pueblos.  Aparte  de  los 
que  no  la  ban  adoptado  por  falta  de  preparación,  es  de 
notarse,  entre  algunos  de  los  que  la  tienen,  que  no  sacan 
de  ella  el  provecho  indispensable  para  darle  vida  al 
principio  democrático  que  la  encarna.  Ora  por  falta 
de  suficiente  estudio  y  a  las  veces  de  amplia  compren¬ 
sibilidad  ;  ora  por  la  ausencia  de  buena  fe  en  la  palabra 
empeñada  de  los  gobernantes,  o  ya,  en  fin,  por  la  falta 
de  firmeza  en  el  celo  de  los  ciudadanos  para  despojar 
de  las  prácticas  nocivas  la  farsa  que  torna  paradógica 
y  bufa  la  esencia  del  precepto,  ello  es  que  los  contrasen¬ 
tidos  serpentean  de  trecho  en  trecho  en  los  anales  polí¬ 
ticos  de  las  nacionalidades  hispanoamericanas.  Es  de 
desear  que,  al  conjuro  de  las  protestas  que  empiezan 
a  lanzarse  en  todas  partes,  como  grito  de  queja  y  de 
furor  a  la  vez  para  aterrar  a  los  déspotas,  no  esté  lejos 
el  día  en  que  los  núcleos  directivos  de  los  conglomerados 
oficiales  entren  por  el  cauce  moderno  que  la  Ciencia 
Política  presenta  a  las  miradas  de  los  hombres  de 
Estado.  . 

Los  gobiernos  representativos  surgen  sin  violen¬ 
cias,  a  impulsos  del  voto  popular,  para  dar  vida  a  las 
libertades  ciudadanas.  La  representación  así,  consti¬ 
tuye  el  lazo  que  liga  los  actos  de  los  gobernantes  a  la 
responsabilidad,  pedestal  ésta  sobre  la  cual  descansan 
las  garantías  del  Pueblo.  Cuando  ese  lazo  se  rompe, 
la  representación  deja  de  existir:  el  principio  que  esa 
fórmula  sustenta  se  convierte  en  puro  espejismo,  o  en 
insultante  mentira,  escrita,  para  baldón  e  ignominia, 
en  gruesos  caracteres  de  imprenta,  y  que,  no  obstante, 
valen  tanto  como  la  estopa  desabrida  del  papel  mojado. 

Harto  se  critica  a  muchos  países  de  ia  América 
Hispana,  porque  sus  legislaciones,  chapadas  por  una 
mixtura  que  se  calca  en  el  lustre  de  la  francesa  y  en 
la  inflexible  rigidez  de  la  norteamericana — con  ribetes 
de  las  normas  impresas  por  la  España  del  siglo  XIII, — 
no  han  procurado  mantener  la  eficiencia  de  los  precep¬ 
tos  constitucionales. 


280 


EL  FORO  GUATEMALTECO 


Esa  crítica,  constante  y  a  las  veces  acerba,  repite 
a  diario  que  la  frase  gobierno  representativo,  tan  ma¬ 
noseada  por  lo  muy  llevada  y  traída  en  discursos  y 
manifiestos  oficiales,  ampulosamente  pregonada  y  lujo¬ 
samente  escrita,  es  frase  hasta  cierto  punto  hueca,  va¬ 
cía  de  toda  importancia  positiva  y  de  todo  objetivo  ver¬ 
dadero  en  el  fondo  de  las  cosas  reales. 

Inútil,  y  más  que  todo  ridículo,  es  que  se  pacte  la 
descentralización,  cuando  en  el  hecho  los  actos  de  los 
gobiernos  atestiguan  lo  contrario.  Esas  calculadas  pan¬ 
tomimas  no  cuelan  ya  en  el  depurado  tecnicismo  del 
espíritu  democrático,  que  se  nutre  en  las  más  avan¬ 
zadas  enseñanzas.  Todo  Poder  centralizador  hace 
naufragar  las  libertades.  Montesquieu,  en  El  Espíritu 
de  las  Leyes,  puntualiza  con  claridad  el  conflicto  que  se 
opera  en  los  gobiernos  que  se  titulan  representativos  y 
sin  embargo  se  contradicen  en  el  campo  de  la  vida  prác¬ 
tica.  Para  ver  lo  que  el  sabio  jurista  dice  al  respecto, 
copiamos  literalmente  lo  que  sigue : 

‘‘Cuando  la  potestad  legislativa  está  reunida  a  la 
ejecutiva  en  una  misma  persona  o  cuerpo  de  magistra¬ 
tura,  entonces  no  hay  libertad ;  porque  se  puede  temer 
que  el  mismo  monarca  o  el  mismo  senado  haga  leyes  ti¬ 
ránicas,  para  cumplirlas  tiránicamente. 

“Tampoco  hay  libertad,  si  la  potestad  de  juzgar  no 
está  separada  de  la  legislativa  y  de  la  ejecutiva.  Si 
estuviese  anexa  a  la  potestad  legislativa,  sería  arbitra¬ 
ria  la  facultad  de  disponer  de  la  vida  y  libertad  de  los 
ciudadanos,  puesto  que  el  juez  sería  legislador.  Si  es¬ 
tuviese  unida  a  la  potestad  ejecutiva,  podría  el  juez 
tener  la  fuerza  de  un  opresor. 

“Todcf  estaría  perdido,  si  un  mismo  hombre  o  un 
mismo  cuerpo  de  los  principales,  de  los  nobles  o  del 
pueblo,  tuviese  el  ejercicio  de  las  tres  potestades:  la  de 
hacer  las  leyes,  la  de  ejecutar  las  resoluciones  públicas  y 
la  de  juzgar  los  delitos  o  las  diferencias  de  los  par¬ 
ticulares.” 
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Es  indudable  que  los  tres  departamentos  del  Po¬ 
der  Político  tienen  por  objeto  garantizar  los  derechos 
que  le  son  propios  al  hombre ;  pero  el  Judicial,  princi¬ 
palmente,  es  el  llamado  a  estabilizar  esos  derechos,  apli¬ 
cando  las  leyes  y  decidiendo  en  definitiva.  Ora  se  le 
ve  determinando  los  límites  de  cada  individuo  como 
factor  social,  ora  castigando  los  actos  punibles  engen- 
dradores  del  desorden,  ya,  en  suma,  protegiendo  sin  ce¬ 
sar  la  vida,  la  honra  y  la  hacienda ;  e  imponiendo  siem¬ 
pre  el  Derecho  que,  como  dice  Kant,  ^‘es  la  coacción 
universal  que  protege  la  libertad  de  todos.” 

La  independencia  del  Poder  Judicial  ha  sido  y  no 
ha  pasado  de  ser,  en  casi  toda  la  América  Hispana,  un 
ideal.  Hasta  hoy  no  podría  decirse  que  haya  pasado 
de  eso.  Debemos  aspirar  a  que  llegue  algún  día  a  ser 
una  hermosa  realidad.  iLas  usurpaciones  de  las  otras 
ramas  de  Poder  no  han  faltado  al  través  de  los  tiempos, 
especialmente  en  los  períodos  de  turbulencia,  durante 
los  cambios  repentinos  o  en  las  inesperadas  transiciones. 
Pero  ha  sido  de  notarse  que,  aun  durante  esos  casos  ex¬ 
traordinarios,  se  ha  convenido,  de  momento  en  momen¬ 
to,  en  darle  al  Poder  Judicial  suficiente  apoyo  para 
obrar  con  alguna  relativa  libertad  en  la  aplicación  de 
las  leyes. 

Por  desgracia  no  ha  faltado,  en  algunas  de  las  cons¬ 
tituciones  de  Hispano-América,  obscuridad,  falta  de 
previsión  y  demasiada  prodigalidad  en  el  otorgamiento 
de  facultades  al  detallarse  en  ellas  los  principios  sacra¬ 
mentales  que  regulan  las  atribuciones  de  cada  rama  del 
Poder,  especialmente  al  tratarse  del  Ejecutivo.  Eso 
ha  contribuido  a  que  los  principios  sufran  violaciones, 
que  los  expositores  nunca  se  cansan  de  lamentar. 

Las  leyes  reglamentarias  han  dado  también  margen 
para  estropear  las  constituciones.  Muchas  veces  son  las 
legislaturas  las  que,  de  intención  o  por  falta  de  celo, 
dejan  pasar  tales  descuidos,  con  deplorable  gravamen 
para  las  instituciones.  Si  la  dificultad  apuntada  se  pre¬ 
senta  en  todas  partes  como  un  síntoma  alarmante,  con 
mayor  razón  en  algunos  países  de  la  América  Hispana, 
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en  donde  las  pasiones  partidaristas  ofuscan  las  inteli¬ 
gencias  y  conducen  a  las  masas  a  la  asonada  y  al  des¬ 
orden,  frustrando  todo  empeño  de  mejoramiento  lauda¬ 
ble  y  toda  aspiración  cimentadora  del  patriotismo. 

Inglaterra  es  un  modelo  de  corrección  a  este  respec¬ 
to.  Los  Estados  Unidos  de  Norteamérica  han  tratado 
de  imitarla,  acogiendo  aquellas  normas  de  política  para 
hacerlas  suyas.  El  éxito  no  ha  podido  ser  mejor  en 
ambos  países:  el  engrandecimiento  de  que  disfrutan 
corrobora  el  aserto.  Ya  es  un  aforismo  aceptado  que 
país  en  donde  las  leyes  se  cumplen  el  progreso  se 
afianza. 

Los  conflictos  ocurridos  entre  las  constituciones  y 
las  leyes  secundarias  se  convertirían  en  semillero  es¬ 
peluznante  de  peligros,  si  a  tiempo  no  los  corrigiera 
la  inteligente  previsión  y  sagacidad  avizora  de  los  hom¬ 
bres  capacitados  en  los  estudios  del  Derecho.  De  ahí 
que  el  cuidado  del  legislador  deba  enfocarse  de  tal  modo 
en  la  meditación  y  arreglo  de  las  leyes,  que  no  vayan 
éstas  mañana  a  producir  los  choques  originados  por  las 
contradicciones  y  las  tendencias  opuestas  que  desorien¬ 
tan  el  mantenimiento  del  ideal  representativo  en  los 
elementos  del  Poder. 

El  Poder  Judicial,  moviéndose  con  entera  inde¬ 
pendencia,  es  una  entidad  reguladora,  que  marcha  en 
el  camino  de  la  Ley,  respetuosa  y  justiciera  de  continuo.. 
Norteamérica  ha  dado  un  paso  formidable  en  este  sen¬ 
tido,  concadiendo  amplia  libertad  al  Poder  Judicial; 
de  tal  suerte  que  éste  se  encuentra  colocado,  a  veces,  en¬ 
tre  la  Constitución  y  las  leyes  dictadas  por  el  Congreso. 
Tal  es  la  pulcritud  de  sus  actos;  tal  la  fe  que  inspira 
su  imparcialidad  y  la  confianza  infundida  por  su  inten¬ 
so  saber. 
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En  las  contenciones,  el  Poder  J udicial  compara  las 
leyes,  dando  siempre  la  preferencia  a  la  Constitución. 
No  es  propiamente  que  el  Poder  Judicial,  al  proceder 
así,  se  proponga  declarar  nula  una  ley,  como  pudiera 
juzgarse  a  primera  vista.  Nada  de  eso :  su  función  se 
limita  a  darle  preferencia  a  la  Constitución,  que  está 
por  encima  de  cualquiera  otra  ley. 

Al  proceder  del  modo  indicado,  el  Poder  Judicial 
juega  un  papel  de  primer  orden.  Antes  de  ser  una 
amenaza  y  un  trastorno,  se  convierte  en  símbolo  de 
paz  y  de  concordia. 

Nada  tan  pavoroso  como  la  existencia  de  leyes  que 
se  prestan  a  la  elasticidad  o  dualidad  de  pareceres,  pu- 
diendo  servir  unas  veces  para  condenar  y  otras  para 
absolver  acerca  de  un  mismo  punto.  Es  entonces  cuan¬ 
do  prevalecen  las  simpatías  o  antipatías  de  los  jueces, 
dando  entrada  a  las  más  estupendas  arbitrariedades.  Si 
se  les  acusa,  muy  campantes  se  salen  éstos  por  las  cono¬ 
cidas  tangentes  del  embrollo,  o  se  lavan  las  manos  como 
Pondo  Pilatos,  eludiendo  las  responsabilidades.  Con 
leyes  así,  la  vida,  el  honor  y  la  hacienda  se  hallan  cons¬ 
tantemente  amenazadas  por  la  famosa  espada  de  Damo- 
cles,  que  simboliza  los  caprichos  y  extravagancias  de  la 
Tiranía.  Por  eso  se  ha  dicho  que  las  malas  leyes  son 
las  llaves  con  que  se  abren  las  puertas  a  toda  ar¬ 
bitrariedad. 

Una  ley  dúctil,  plegadiza  al  antojo  de  los  jueces, 
o  que  de  algún  modo  se  manifiesta  en  diametral  des¬ 
acuerdo  con  la  Constitución,  no  debe,  por  su  carácter 
atentatorio,  de  prevalecer  en  vigor.  Si  los  jueces  y  las 
salas,  a  su  turno,  apechugaren  con  errores  de  tal  natu¬ 
raleza,  o,  por  otras  causas,  los  pasaren  inadvertidos,  la 
Corte  Suprema  de  Justicia  estará  en  cualquier  instante 
obligada  a  declarar  la  supremacía  de  la  Constitución 
sobre  cualquiera  otra  ley  de  índole  secundaria. 
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Con  todo,  en  el  campo  de  la  jurisprudencia,  la  deci¬ 
sión  de  un  punto  no  abarca  a  otros  parecidos.  (Nada  es 
tan  difícil,  al  par  que  peligroso,  como  querer  establecer 
jurisprudencia  juzgando  por  casos  análogos  o  considera¬ 
dos  como  idénticos.  Es  por  eso  que  la  Corte  Suprema  se 
ciñe,  al  externar  sus  juicios,  únicamente  a  determinada 
contención,  esto  es,  a  la  materia  objeto  del  debate; 
cuestión,  se  entiende,  entre  personas  también  determi¬ 
nadas.  Y  sólo  para  eso  han  de  tener  fuerza  decisiva 
sus  sentencias.  Si  la  generalidad  dentro  de  la  ley  pue¬ 
de  abarcar  los  casos  particulares,  aparecería  absurdo 
el  querer  reducir  la  generalidad  a  conceptos  concretos 
de  casos  particulares. 

Se  ba  considerado  por  los  expositores  como  una 
atentatoria  extralimitación  el  que  las  cortes  supremas 
dicten  disposiciones  con  carácter  de  leyes  o  que  en  su 
aplicación  adquieran  esa  fuerza,  porque  no  se  puede 
legislar  por  simples  acuerdos,  ni  por  un  organismo  ex¬ 
traño  e  incompetente.  No  pocas  veces  se  ba  visto  que¬ 
brantado  el  precepto  a  que  esta  objeción  se  refiere,  so 
pretexto,  por  supuesto,  de  reglamentar  algo.  Con  todo, 
ya  se  sabe  cual  es  el  Poder  a  que  esa  función  corres¬ 
ponde.  Hacer  leyes  en  el  seno  de  las  cortes  supremas, 
o  dictar  disposiciones  que  contradigan  en  parte  alguna 
lo  prescrito  en  los  códigos,  y  que  eso  se  baga  bajo  la 
capa  de  una  propalada  reglamentación,  equivale,  en  la 
esencia  del  resultado,  a  usurpar  funciones.  La  tira¬ 
nía  se  manifiesta  igualmente  en  esta  forma. 

Precffeo  es,  por  tanto,  encarecer  mucbo  la  claridad 
de  las  constituciones  políticas,  al  tratarse,  especialmen¬ 
te,  de  la  independencia  de  los  departamentos  del  Poder. 

Al  tenor  de  las  muchas  apreciaciones  que  acerca 
de  este  importante  tema  se  ban  publicado  por  eminen¬ 
tes  tratadistas,  cabe  reconocer  que  el  departamento 
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Judicial  es,  en  la  esfera  del  Poder  Político,  el  más 
débil  de  los  tres  que  la  componen.  Es  también — ^habrá 
que  decirlo  en  su  honor — el  que  menos  se  presta  a  los 
abusos,  cuando  se  le  deja  actuar  con  libertad.  Si  se 
corrompe  a  veces,  o  se  sale  de  cuando  en  cuando  del 
sendero  que  le  corresponde,  es  más  bien  impelido  por 
el  departamento  Ejecutivo,  que,  de  ordinario — ^como 
regla  o  por  excepción — asume  en  casi  todas  partes  irre¬ 
sistible  preponderancia,  so  pretexto  de  tomar  por  su 
cuenta  la  supervigilancia  en  lo  general,  y,  las  más  de  las 
veces,  con  el  ánimo  de  colmar  antojadizos  móviles,  que 
pueden  ser  propios  o  extraños. 

Examinando  atentamente  el  tópico,  se  comprende 
que,  cuando  el  Poder  Judicial  tiraniza,  es  en  virtud  de 
males  funestos,  que  le  minan  el  imperio  de  su  normali¬ 
dad  ;  males  fomentados  por  las  épocas  de  atraso,  en  que 
la  tolerancia  insensata  de  los  pueblos  halla  raigambre 
en  la  ignorancia  de  las  masas;  o  bien  es  por  efectos 
de  calculadas  sugestiones  que  se  confabulan  por  cual¬ 
quiera  de  los  otros  departamentos  del  Poder.  Pe  don¬ 
de  igualmente  se  sigue  que,  las  arbitrariedades  e  injus¬ 
ticias  perpetradas  en  el  seno  del  departamento  Judicial, 
obra  exclusiva  son,  con  harta  frecuencia,  de  las  imposi¬ 
ciones  que  lo  obligan  a  quebrantar  la  Ley  y  a  doblegar¬ 
se,  de  grado  o  por  fuerza,  ante  la  insinuación  oficial. 
Tal  es  el  criterio  de  la  Historia,  cristalizado  por  el 
examen  concienzudo  de  los  acontecimientos. 

Es  así  cómo  se  originan  gravísimos  ma^es  que,  al 
correr  del  tiempo,  se  convierten  en  terribles  amenazas, 
sustentadas  por  la  abyección  que  amamantan  los  temo¬ 
res,  y  que  luego  rebotan  esos  males  sobre  las  garantías 
comunes,  como  espadas  de  dos  filos  en  las  manos  pecami¬ 
nosas  de  los  malandrines. 
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Los  tres  departamentos  son  iguales  en  poder,  en  el 
radio,  se  entiende,  de  sus  atribuciones  y  deberes.  Decir 
lo  contrario  sería  negar  la  independencia  que  la  Ley  les 
confiere.  Desde  el  momento  que  un  Poder  sobresale  en 
fuerza  y  predominio,  la  independencia  que  les  concierne 
se  destruye  por  su  base.  Tal  viene  a  ser,  por  lo  menos, 
la  mente  de  la  doctrina  semecrática,  síntesis  social  y 
política  que,  sin  prescindir  de  la  armonía,  ni  menos 
confundirla  con  algunas  fórmulas  extravagantes  de 
usurpación,  se  declara  por  el  correcto  y  libre  ejercicio 
movilizador  de  las  actividades  anejas  a  cada  departa¬ 
mento  del  Poder. 

La  Constitución  norteamericana  da  al  Ejecutivo 
dos  grandes  puntos  de  apoyo,  que,  al  mismo  tiempo,  son 
garantía  suprema  para  el  Pueblo:  por  el  primero,  se 
le  concede  energía  para  el  ejercicio  de  sus  funciones; 
por  el  segundo,  se  estatuye  la  seguridad  contra  los  abu¬ 
sos.  Con  la  energía  se  logra  imprimir  el  sello  de  la 
unidad,  y  queda  previsto  que  la  duración  del  Ejecutivo 
es  temporal.  La  seguridad  contra  los  deslices,  le  hace 
recordar  al  Ejecutivo  que  su  poder  depende  del  Pue¬ 
blo  y  que  sus  actos  entrañan  responsabilidad.  En  suma, 
tiene  todas  las  facutades  para  hacer  el  bien  y  todas  las 
prohibiciones  para  cimentar  el  mal. 

Se  ha  dicho  y  repetido  sin  cesar  que  las  buenas  leyes 
no  han  bastado  en  parte  alguna  de  la  tierra  para  llenar 
las  exigencias  de  una  buena  administración  de  justicia. 
Ha  sido  y  continúa  siendo  punto  de  vista  indispensable 
que  los  encargados  de  aplicarlas  sean  hombres  probos 
e  idóneos^por  sus  cuatro  costados.  Para  llegar  a  tan 
hermosa  y  útil  finalidad,  se  impone  la  rígida  indepen¬ 
dencia  de  los  departamentos  del  Poder.  Moviéndose 
cada  uno  dentro  de  su  órbita  característica,  el  peligro 
de  la  arbitrariedad  desaparece  por  completo,  o  se  halla 
distanciado  de  los  móviles  bastardos  del  personalismo. 
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La  experiencia,  muy  dolorosa  por  cierto,  se  ha  en¬ 
cargado  de  probar  que  la  intromisión  de  cualquiera 
rama  del  Poder  en  las  atribuciones  que,  por  su  natura¬ 
leza,  le  son  ajenas  a  su  incumbencia,  es  de  todo  punto 
ruinosa  para  la  estabilidad  de  las  libertades. 

Cuando  los  miembros  de  una  de  las  divisiones  del 
Poder  se  hallan  pendientes  de  las  simpatías  o  antipa¬ 
tías  de  los  componentes  que  integran  los  otros  departa¬ 
mentos  de  la  Soberanía,  la  independencia  se  destruye 
por  la  terrible  y  legendaria  espada  que  hiere  todas  las 
garantías.  Es  entonces  cuando  la  eficiencia  de  los  dere¬ 
chos  no  pasa  de  ser  una  expresión  vaga  y  sin  sentido, 
que  apenas  sirve  para  dar  la  medida  de  los  trastumbos 
y  señalar  el  paso  incierto  de  los  gobiernos  que,  por  una 
irrisión  del  destino  o  un  antojo  de  la  fantasía,  se  llaman 
republicanos  o  democráticos. 

No  hay  libertad  cuando  se  oprime,  ni  cuando  para 
obtenerla  se  exige  recompensa  o  se  lastima  a  un  tercero. 
Libertad  y  J usticia  son  términos  inseparables.  El  uno 
no  puede  existir  sin  el  otro,  por  más  que  en  el  fondo 
y  en  sus  efectos  se  manifiesten  de  maneras  distintas. 

Si  por  libertad  entendemos  la  libre  acción  del  hom¬ 
bre  en  el  desenvolvimiento  de  sus  destinos,  justicia  tie¬ 
ne  que  ser  el  regulador  elemento  que  dirige  esa  manera 
singular  de  proceder,  para  evitar  que  el  orden  de  las 
cosas  se  trastorne  o  se  rompa  el  hilo  simbólico  de  la 
equidad.  Sólo  así  se  cumple  el  viejo  aforismo  de  que 
“allí  donde  la  Justicia  reina  la  Libertad  impera.” 

Cuando  el  mecanismo  político  de  un  país  asegura 
la  independencia  del  Poder  Judicial,  los  derechos  se  sal¬ 
van  y  la  libertad  florece.  La  razón  es  obvia,  concluyen- 
te:  las  leyes  se  hacen  sentir  con  todos  si»s  efectos. 
Sólo  entonces  pueden  aplicarse  las  leyes  y  ser  su  influjo 
saludable,  sin  el  riesgo  de  provocar  la  cólera  de  los  jefes 
que  se  hallan  al  frente  de  los  otros  departamentos  del 
Poder. 


Juan  M.  Mendoza. 
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CONFERENCIA 


leída  por  el  Licdo.  don  José  González  Campo  en  la  Junta 
General  de  la  Asociación  de  Abogados  el  6  de  septiembre 
de  1925,  acerca  de  las 

INSTITUCIONES  POLITICAS  DE  CENTRO-AMERICA 


El  ansia  de  innovaiciones  y  de  inquietudes  que  ca¬ 
racteriza  al  espíritu  de  nuestros  días;  la  revisión  de 
valores  y  de  sistemas  que  hombres  de  observación  y  de 
estudio  están  operando  en  casi  todos  los  países ;  el  apa¬ 
recimiento  de  nuevas  condiciones  de  hecho  que  reclaman 
nuevas  declaraciones  de  derecho,  revisten  en  la  hora 
actual  de  particular  importancia  al  estudio  de  nuestras 
instituciones  sociales  y  políticas. 

Se  resiente,  desde  luego,  nuestro  vetusto  edificio 
legislativo  de  la  actitud  de  servil  imitación  en  que  se 
han  colocado  nuestros  legisladores  y  poilíticos,  frente  a 
los  problemas  propios  de  nuestro  medio  y  de  nuestra 
población,  compuesta  en  su  gran  mayoría  de  masas 
analfabetas  y  esclavizadas.  Ellos  parecen  haber  igno¬ 
rado  que  el  alma  de  las  nacionalidades  no  es  artículo 
de  importación  y  que  los  principios  por  buenos  y  sabios 
que  ellos  parezcan,  se  adulteran  y  modifican  al  adap¬ 
tarse  a  medios  y  circunstancias  diferentes. 

El  método  científico,  el  nuevo  proceso  de  adapta¬ 
ción,  requerido  por  las  dificultades  no  vencidas  por  el 
apriorismo  y  por  el  empirismo  imperantes,  exige  para 
proceder  con  acierto  en  el  estudio  de  las  Instituciones 
Políticas,  el  conocimiento  de  las  condiciones  sobre  las 
cuales  deben  aquellar  actuar  y  desarrollarse.  El  Dere¬ 
cho  es  fenómeno  de  energía,  energía  social,  que  no  es  me¬ 
nos  real  que  la  eléctrica,  la  radiante  o  la  magnética.  El 
cuerpo  social,  como  todos  los  cuerpos,  no  es  sino  un 
complejo  de  energías  que  precisan  ser  medidas  para 
que  podamos  encauzarlas. 
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El  derecho  positivo,  por  otra  parte,  despojado  ya 
del  ropaje  de  respetuoso  misterio  'con  que  lo  cubría  el 
pretendido  do'gma  de  la  soberanía,  comienza  ya  a  ser 
criticado,  merced  a  la  pesquisa  metódica  y  segura  de  la 
realidad  social. 

El  gobierno  anticientífico  del  mundo  tiende  a  des¬ 
aparecer.  Todo  criterio  arbitrario  y  despótico,  por 
más  que  surja  de  las  mayorías,  debe  ser  sustituido  por 
la  investigación  deductiva  que,  sin  la  vacilación  y  las 
discordancias  que  caracterizan  al  régimen  metafísico', 
permite  que  ios  errores  sean  sucesiva  y  constantemente 
rectificados.  IComo  afirma  Pontes  de  Miranda,  los  le¬ 
gisladores  de  la  nueva  escuela,  en  vez  de  postular  se 
conforman  con  experimentar. 

El  dogma  de  la  plenitud  del  derecho  está  liquidado, 
y  no  lo  está  menos  el  de  la  infalibilidad  de  la  ley :  ésta  no 
es  imposición  ni  iniciativa  necesaria,  es  apenas  producto 
de  actividad  encaminada  a  la  elaboración  del  derecho. 

No  se  quiere  el  derecho  más  allá  de  lo  positivo.  Lo 
que  se  afirma  es  que  el  derecho  positivo,  el  derecho  vivo 
en  las  realidades,  puede  ser  revelado  por  la  ley ;  pero  no 
siempre  la  ley  lo  revela,  porque  los  métodos  empleados 
son  malos  a  causa  de  la  enorme  probabilidad  de  error  a 
que  están  sujetos  (^). 

Duguit  afirma  que  la  ley  no  puedo  considerarse 
como  la  expresión  de  la  volimtad  nacional,  que  no  exis¬ 
te,  sino  como  la  expresión  de  la  voluntad  de  los  indi¬ 
viduos  que  la  han  elaborado  (^)  ;  habiendo  en  consecuen¬ 
cia,  una  injustificada  opresión  cuando  la  Nación  sufre 
leyes  que  le  parecen  injustasl,  inconvenientes  o  ino¬ 
portunas. 

El  Estado  sufre  actualmente  profundas  y  tras¬ 
cendentales  modificaciones.  No  descansa*  ya  sobre 
dogmas  ni  misticismos.  Su  base  y  su  justificación 
es  la  organización  y  funcionamiento  de  los  servi¬ 
cios  públicos.  Los  gobernantes  ya  no  son  mandatarios 


(1)  Pontes  de  Miranda.— Systema  de  Sciencia  Positiva  do  Direito. 

(2)  Dugnit.— Las  Transformaciones  del  Derecho  Público. 
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investidos  de  poderes  soberanos,  sino  gestores  de  nego¬ 
cios  de  la  colectividad.  Desde  sus  comienzos  hasta  hace 
algunos  años  el  Estado  castigaba,  hoy  organiza.  En 
el  porvenir  hará  cálculos  en  vez  de  edificar  prisiones  ; 
se  preocupará  más  de  los  problemas  sociales  y  económi¬ 
cos,  de  la  producción,  del  trabajo,  de  los  transportes, 
que  de  la  policía  y  de  las  aduanas;  llegando  a  ser  ver¬ 
dadero  órgano  de  solidaridad  social,  instrumento  de 
energía  vivificadora  y  consciente  y  de  lucha  científica 
contra  los  males  sociales. 

Hechas  estas  breves  consideraciones,  pasaremos 
al  estudio  de  las  Instituciones  Políticas  de  Centro- 
América,  que  es  el  tema  que  nos  proponemos  desarro¬ 
llar  en  esta  conferencia. 

El  derecho  constitucional  de  cada  una  de  las  Re¬ 
públicas  centroamericanas,  dice  el  Profesor  Aldolfo  Po¬ 
sada,  no  requiere  una  exposición  completamente  inde¬ 
pendiente;  hay  en  los  documentos  que  lo  contienen, 
como  en  el  sentido  general  a  que  estos  responden, 
muchos  puntos  comunes,  tanto  respecto  de  la  forma 
como  del  fondo,  que  no  requieren  una  consideración 
distinta.  No  en  vano  proceden  estos  cinco  pueblos  de 
un  mismo  núcleo  colonial;  no  en  vano  formaron  una 
federación ;  no  en  vano  se  'consideran  como  secciones  de 
una  patria  común,  y  cuentan  con  unas  mismas  fuentes 
de  inspiración  política.  (^) 

No  abrigamos  el  propósito  de  que  las  cinco  Consti¬ 
tuciones  que  vamos  a  estudiar  se  unifiquen,  porque  cada 
una  de  las  Repúblicas  del  Istmo  cuenta  ya  con  rasgos 
propios  y  condiciones  peculiares.  Esperamos  sí  que  se 
estudien  '^us  Instituciones  para  mejorarlas,  para  inqui¬ 
rir  hasta  donde  el  influjo  de  las  leyes  ha  marcado  su  hue¬ 
lla  en  los  destinos  de  nuestros  pueblos ;  para  que  los  pre¬ 
ceptos  que  hayan  sido  benéficos  en  una  República  se 
adopten  en  las  otras,  recordando  siempre  que,  cuando 


(1)  Adolfo  Posada. — Instituciones  Políticas  de  los  pueblos  Hispano-americanos. 
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no  conozcamos  sufiicientemente  las  relaciones  sociales, 
los  factores  políticos  y  los  requisitos  técnicos,  es  mejor 
camino  dejar  que  siga  regular  o  tumultuoso  el  flujo 
de  las  realidades. 

Las  Constituciones  vigentes  en  las  cinco  Repúblicas 
de  la  América  Central  son  las  siguientes :  en  Guatemala 
la  Ley  Constitutiva  decretada  el  11  de  diciembre  de  1879 
y  reformada  en  5  de  novienibre  de  1887,  30  de  agosto  de 
1897  y  12  de  julio  de  1903 ;  en  El  Salvador,  la  Consti¬ 
tución  de  13  de  agosto  del  1886 ;  en  Honduras,  la  Cons¬ 
titución  de  10  de  septiembre  de  1924;  en  iNicaragua,  la 
Constitución  de  10  de  noviemjbre  de  1911,  y  en  Costa 
Rica,  la  Constitución  de  9  de  dicierübre  de  1871,  refor¬ 
mada  en  1882,  1886,  1887,  1888,  1895,  1897,  1898,  1903, 
1906,  1908,  1909,  1910  y  1913. 

La  soberanía. 

Se  ofrece  el  derecho  constitucional  de  las  cinco 
Repúblicas  con  idénticos  caracteres  en  cuanto  a  los 
principios  fundamentales  que  informan  sus  constitucio¬ 
nes,  inspiradas  todas  ellas  en  el  tipo  francés.  La  doc¬ 
trina  de  la  soberanía  que  tiene  sus  orígenes  en  el  impe- 
rium  romano  y  en  la  teoría  a  la  vez  romana  y  feudal  del 
dominium,  alcanzó  su  completo  desarrollo  en  1789,  evo¬ 
lucionando  y  transformándose  hasta  nuestros  días  en 
que  es  brillantemente  rebatida  por  escritores  de  la  talla 
de  Duguit,  Jeze  y  Giraud.  No  es  nuestro  propósito 
entrar  al  estudio  de  la  noción  de  soberanía,  que  por  sí 
sola  sería  motivo  de  una  larga  conferencia ;  pero  sí  indi¬ 
caremos  de  paso  que  la  soberanía,  considerada  como 
una  voluntad  que  no  se  determina  jamás  que  por  ella 
misma ;  considerada  como  voluntad  única,  indivisible  e 
ilimitada,  que  reside  en  todos  y  en  ninguno,  es  una  con¬ 
cepción  metafísica  y  anti-científica,  hábilmente  construi¬ 
da  conforme  a  los  cánones  de  la  escolástica,  pero  sobre 
base  deleznable.  La  Revolución,  inspirada  en  las  doctri¬ 
nas  de  Rousseau,  no  hizo  más  que  sustituir  la  teoría  del 
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dereclio  divino  de  los  reyes  por  la  del  dereclio  divino 
de  los  pueblos,  creando  el  dogma  de  la  soberanía  nacio¬ 
nal,  que  induce  a  creer  en  la  infalibilidad  del  pueblo. 

El  Estado  moderno  no  descansa  sobre  fraseologías 
y  abstracciones,  sino  sobre  becbos  y  experiencias.  Su 
fundamento  en  lo  interior  es  la  interdependencia  social, 
ya  sea  mecánica  u  orgánica,  y  en  lo  exterior  la  solida¬ 
ridad  internacional,  que  si  bien  encuentra  todavía  fuer¬ 
tes  obstáculos  en  las  viejas  doctrinas  y  en  el  choque  de 
intereses,  tiende  cada  día  a  su  definitivo  afianzamiento. 
Desde  que  reconocemos  al  derecho  un  aspecto  mecánico, 
un  aspecto  sociológico  y  un  aspecto  técnico,  es  decir, 
desde  que  reconocemos  al  derecho  como  función  de  equi¬ 
librio,  como  fenómeno  de  determinación  y  utilidad  so¬ 
cial  y  como  existencia  objetiva,  susceptible  de  análisis, 
no  podemos  admitir  voluntades  soberanas,  ni  leyes 
impuestas  por  el  entero  arbitrio  de  los  legisladores. 

Las  Constituciones  de  Centro-América  consagran 
todas  el  principio  de  la  soberanía  nacional.  Las  de 
Honduras  y  El  Salvador  la  hacen  residir  en  la  univer¬ 
salidad  de  sus  habitantes,  la  de  Nicaragua  en  el  pueblo, 
y  la  de  Costa  Rica  en  la  Nación,  lo  mismo  que  la  de 
Guatemala,  aunque  no  de  manera  expresa.  Esta  últi¬ 
ma  delega  el  ejercicio  de  la  soberanía  en  las  autoridades 
que  establece  la  Constitución.  La  de  El  Salvador  de¬ 
termina  que  los  funcionarios  del  Estado,  como  delega¬ 
dos  del  pueblo,  no  tienen  más  facultades  que  las  que 
expresamente  les  da  la  ley,  y  es  de  notar  que  en  esta 
República  ya  se  consignó  el  principio  de  la  soberanía 
inalienable  e  imprescriptible,  pero  limitada  a  lo  honesto, 
justo  y  conveniente  a  la  sociedad.  La  reciente  Consti¬ 
tución  de  Honduras  considera  como  un  atentado  a  su 
soberanía  la  intromisión  de  un  Gobierno  extraño  en  sus 
asuntos  interiores,  declaración  patriótica ;  pero  que  con¬ 
sideramos  más  bien  como  un  lamento  de  debilidad  que 
como  una  protesta  de  energía,  e  insuficiente  por  sí  sola 
para  garantizar  el  respeto  hacia  nuestras  raquíticas 
nacionalidades.  La  honradez  y  la  dignidad  son  las 
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Únicas  murallas  que  pueden  defendernos  de  aventureras 
codicias,  como  con  tanto  acierto  lo  sintetiza  Márquez 
Sterling  en  el  título  de  una  de  sus  dbras:  ‘‘Contra  la 
ingerencia  extraña  la  virtud  doméstica.” 

La  Unión  de  Centro -América. 

El  sentimiento  nacionalista  se  refleja  más  o  menos 
en  las  Constituciones  del  Istmo.  La  de  Honduras  es  la 
más  explícita  en  ese  sentido,  pues  declara  que  dicha  Re¬ 
pública  es  un  Estado  disgregado  de  Centro-Aimérica  y 
que,  en  consecuencia,  reconoce  como  una  necesidad 
primordial  volver  a  la  unión  con  las  demás  secciones  de 
la  República  disuelta.  A  este  efecto,  faculta  al  Poder 
Legislativo  para  ratificar  definitivamente  los  tratados 
que  tiendan  a  realizarla  con  uno  o  más  estados  de  la 
antigua  Federación.  La  de  El  Salvador  contiene  un 
artículo  semejante,  pero  a  condición  de  que  así  conven¬ 
ga  a  sus  intereses.  La  de  Guatemala,  dice  que  manten¬ 
drá  y  cultivará  con  las  demás  repúblicas  de  Centro- 
América,  íntimas  relaciones  de  familia  y  reciprocidad, 
y  que  siempre  que  se  proponga  la  nacionalidad  centro¬ 
americana  de  una  manera  estable,  justa,  popular  y  con¬ 
veniente,  la  República  de  Guatemala  estará  pronta  a 
reincorporarse  a  ella.  Y  las  de  Mcaragua  y  Costa 
Rica  al  prohibir  la  celebración  de  tratados  que  se  opon¬ 
gan  a  la  independencia  e  integridad  de  la  nación,  o 
que  afecten  de  algún  modo  su  soberanía,  exceptúan 
aquellos  que  tiendan  a  la  unión  con  una  o  más  de  las 
Repúblicas  de  la  América  Central. 

Como  se  ve,  el  problema  de  la  unión,  del  que  se  ha 
dicho  que  es  la  única  gran  causa  por  la  que  se  debe  lu¬ 
char  y  morir  en  Centro-América,  también^emos  pre¬ 
tendido  resolverlo  por  medio  de  declaraciones  platóni¬ 
cas,  carentes  de  sentido  práctico.  Desgraciadamente, 
equivocamos  el  camino  y  persistimos  en  ello.  En  vez 
de  palabras  más  o  menos  sinceras,  habrían  tenido  una 
verdadera  eficacia,  medidas  concretas  de  carácter  econó¬ 
mico,  tendientes  a  promover  y  desarrollar  el  intercam- 
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bio  intelectual  y  comercial  entre  los  diversos  pueblos 
del  Istmo,  que  tanto  durante  la  época  de  la  colonia 
como  durante  la  primera  centuria  de  vida  independien¬ 
te,  han  permanecido  en  el  más  lamentable  aislamiento, 
no  obstante  la  pretendida  fraternidad  de  la  familia 
centroamericana. 

Es  oportuno  hacer  notar  aquí  que  la  Constitución 
de  Guatemala  permite  a  los  naturales  de  las  otras  Repú¬ 
blicas  de  la  América  Central,  desempeñar  el  cargo  de 
Presidente  del  Poder  Ejecutivo,  liberal  disposición  que 
no  admiten  las  otras  Constituciones  que  estudiamos. 

La  nacionalidad. 

El  Doctor  José  Matos,  dice  al  respecto  lo  siguiente : 
'‘Llama  la  atención  que  las  Constituciones  de  las  Re¬ 
públicas  de  la  América  Central  establezcan  los  más 
opuestos  sistemas  en  materia  de  nacionalidad.  Así,  la 
de  Guatemala  dice  que  son  guatemaltecos:  todas  las 
personas  nacidas  o  que  nazcan  en  el  territorio  de  la 
República,  cualquiera  que  sea  la  nacionalidad  del  padre. 
La  de  El  Salvador:  que  son  ^Ivadoreños  por  naci¬ 
miento  los  nacidos  en  territorio  de  El  Salvador,  excepto 
los  hijos  de  extranjeros  no  naturalizados.  Las  de  Hon¬ 
duras  y  Nicaragua :  que  son  hondurenos  y  nicaragüen¬ 
ses,  respectivamente,  los  nacidos  en  Honduras  de  pa¬ 
dres  hondureños  y  en  Nlicaragua  de  padres  nicaragüen¬ 
ses,  y  los  hijos  de  extranjeros  domiciliados;  y  la  de 
Costa  Rica,  que  son  costarricenses  los  nacidos  en  el 
territorio  de  la  República,  excepto  aquellos  que,  hijos 
de  padre  o  madre  extranjera,  debieran  seguir  esta  con¬ 
dición  confirme  a  la  ley.  Como  se  ve,  Guatemala  acep¬ 
ta  lisa  y  llanamente  el  jus  solí;  el  Salvador  y  Costa 
Rica  el  ^us  sanguinis,  con  un  derecho  de  opción  a  la 
mayoría  de  edad  y  Honduras  y  Nicaragua  el  jus  soli, 
sujeto  a  la  condición  del  domicilio.”  (^) 


(1)  José  Matos. — Curso  de  Derecho  Internacional  Privado. 
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Las  Constituciones  de  Honduras  y  de  Gruatemala 
consideran  como  hondureños  y  guatemaltecos,  respecti¬ 
vamente,  a  los  originarios  de  las  otras  Repúblicas  de 
Centro  América,  con  la  siguiente  diferencia:  Hondu¬ 
ras  los  considera  sin  que  llenen  ningún  requisito,  salvo 
que  manifiesten  el  deseo  de  conservar  su  nacionalidad 
y  Guatemala  requiere  que  manifiesten  el  deseo  de  ser 
guatemaltecos.  Las  Constituciones  de  El  Salvador  y 
Nicaragua  consideran  como  salvadoreños  y  nicaragüen¬ 
ses  naturalizados,  respectivamente,  a  los  centroamerica¬ 
nos  que  hagan  la  respectiva  manifestación  ante  la  auto¬ 
ridad  competente.  La  Constitución  de  Costa  Rica 
contiene  al  respecto  las  siguientes  disposiciones: 

El  natural  de  Cualquiera  de  las  Repúblicas  de  Gua¬ 
temala,  Honduras,  El  Salvador  y  Nicaragua  será  tenido 
como  de  origen  costarricense  si  se  reúnen  las  dos  con¬ 
diciones  siguientes: 

1. ^ — Si  expresamente,  por  declaración  escrita,  ante 
la  autoridad  política  del  lugar  de  su  residencia,  o  táci¬ 
tamente  por  la  aceptación  de  un  cargo  público,  mani¬ 
fiesta  la  intención  de  hacerse  costarricense ;  y 

2. ® — Si  la  nación  a  que  él  pertenece  concede  a  los 
costarricenses  las  mismas  facilidades  para  la  natura¬ 
lización. 

Los  extranjeros  pueden  naturalizarse  en  las  cinco 
Repúblicas,  llenando  los  requisitos  que  fija  la  ley. 

La  ciudadanía. 

Según  la  Constitución  de  Guatemala  son  ciudada¬ 
nos:  Los  guatemaltecos  mayores  de  21  años  «que  sepan 
leer  y  escribir;  o  que  tengan  renta,  industria,  oficio  o 
profesión  que  les  proporcione  medios  de  subsistencia ;  y 
los  que  siendo  mayores  de  18  años,  pertenezcan  al 
Ejército  o  tengan  un  grado  o  título  literario,  obtenido 
en  los  establecimientos  nacionales. 
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En  Honduras  y  Nicaragua  son  ciudadanos  todos 
los  liondureños  y  nicaragüenses,  respectivamente,  ma¬ 
yores  de  21  años  y  los  mayores  de  18  que  sean  casados  o 
sepan  leer  y  escribir. 

En  El  Salvador  son  ciudadanos  todos  los  salvado¬ 
reños  mayores  de  18  años,  los  casados  y  los  que  bayan 
obtenido  algún  título  literario,  aunque  no  hubiesen  lle¬ 
gado  a  esa  edad. 

Y  en  Costa  Elica  son  ciudadanos  todos  los  natura¬ 
les  de  la  República,  o  naturalizados  en  ella  que  tengan 
20  años  cumplidos  o  18  si  fuesen  casados  o  profesores 
de  alguna  ciencia,  siempre  que  unos  y  otros  posean  ade¬ 
más  alguna  propiedad  u  oficio  honesto  cuyos  frutos  o 
ganancias  sean  sufi'cientes  para  mantenerlos  en  propor¬ 
ción  a  su  estado. 

Las  Constituciones  de  Honduras  y  Nicaragua  reco¬ 
nocen  como  derechos  de  los  ciudadanos:  ejercer  el  su¬ 
fragio,  optar  a  los  cargos  públicos  y  tener  y  portar  ar¬ 
mas,  todo  con  arreglo  a  la  ley.  La  de  Guatemala  re¬ 
conoce  solo  los  dos  primeros  de  los  referidos  derechos 
y  las  de  El  Salvador  y  Costa  Rica  solamente  el  primero 
por  más  que  el  segundo  se  desprende  claramente  de 
otras  disposiciones  de  las  correspondientes  leyes  cons¬ 
titutivas. 

La  Constitución  de  Honduras,  con  honrado  acierto, 
prohibe  ser  electores  a  los  nülitares  que  se  hallen  pres¬ 
tando  servicio  activo  en  el  Ejército  o  en  la  Policía;  pero 
sí  podrán  ser  elegibles  en  los  casos  no  prohibidos  por 
la  ley. 

La  Constitución  de  El  Salvador  establece  que  nin¬ 
gún  Ministro  de  cualquier  culto  religioso  podrá  obtener 
cargo  de  étección  popular. 

La  importancia  de  las  disposiciones  que  hemos  enu¬ 
merado  nos  obligan  a  hacer  un  comentario  detenido,  ya 
que  ellas  se  refieren  a  la  organización  del  Cuerpo  Elec¬ 
toral  que  debe  considerarse  como  el  órgano  supremo 
del  Estado. 
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El  sufragio  es  una  función  pública,  mediante  la 
cual  se  da  una  intervención  directa,  reflexiva  y  expresa 
a  una  amplia  representación  del  todo  sc^cial  en  las  ta¬ 
reas  políticas  oflciales.  (^)  En  tal  supuesto  el  sufragio 
entraña  en  el  sujeto  que  ba  de  ejercerlo  capacidad  sufi¬ 
ciente  que  se  determina  por  las  leyes,  según  criterios 
históricos  variables. 

En  Centro-Aanérica,  como  se  ha  visto,  solamente 
dos  Repúblicas,  Honduras  y  'Nicaragua,  aceptan  el 
mismo  criterio  para  el  reconocimiento  de  la  Ciudadanía. 
Entraremos  a  examinar  las  disposiciones  de  la  Consti¬ 
tución  de  Guatemala,  acerca  de  esta  materia,  cuyas  con¬ 
secuencias  son  las  que  con  mejor  conocimiento  de  causa 
hemos  podido  comprobar. 

Es  indudable  que  los  Representantes  que  elabora¬ 
ron  la  Constitución  de  1879  juzgaron  que  las  institucio¬ 
nes  democráticas  tenían  una  virtud  misteriosa  que  las 
hacía  excelentes  en  todos  los  tiempos  y  lugares,  y  no 
tomaron  en  cuenta  las  condiciones  sociales  y  políticas 
de  nuestros  pueblos,  formados  casi  en  su  totalidad 
por  masas  de  hombres  analfabetos,  desprovistos,  en 
cuanto  a  la  cosa  pública,  de  opinión,  de  voluntad  y  de 
aspiraciones.  La  adopción  de  medidas  buenas  desde  un 
punto  de  vista  ético-teórico  y  lógicas,  consideradas  con 
un  criterio  racionalista,  puede  ser  de  pésimos  resulta¬ 
dos  en  ciertos  momentos  y  en  determinadas  latitudes. 
Tal  ha  sido  el  sufragio  en  manos  de  nuestros  indios  de¬ 
generados  y  sumisos,  obedientes  al  mandato  del  patrón 
o  del  cacique. 

Emilio  Giraud  dice  a  este  respecto  que  el  sufragio 
restringido  a  los  que  poseen  cierto  grado  de  instrucción 
es  evidentemente  preferible  en  los  países  dopde  la  igno¬ 
rancia  profunda  de  las  masas  las  hace  incapaces  de 
tener  una  opinión  política  y  de  discernir  sobre  la  per¬ 
sonalidad  de  un  candidato.  O 


(1)  Posada.— Derecho  Político. 

(2)  Emlle  Giraud.— La  Crlse  de  la  Démocratle.  1925. 
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Y  esta  es  i3recisaniente  uiia  de  las  reformas  básicas 
para  la  selección  en  el  futuro  de  buenos  funcionarios  y 
gobernantes.  El  empirismo  y  racionalismo  despóticos 
que  cierran  los  ojos  ante  las  realidades  y  se  empeñan  en 
administrar  al  cuerpo  social,  como  singular  medicina, 
lo  que  les  parece  bueno,  conveniente  y  avanzado,  por 
más  que  sea  inadaptable  a  las  condiciones  peculiares  de 
nuestro  medio,  piden  en  nombre  de  la  Democracia  la 
conservación  del  voto  del  indio  analfabeto,  ignorando 
que  las  democracias  no  pueden  desarrollar  donde  solo 
existen  aglomeraciones  de  siervos.  Reclaman  para  las 
masas  inconscientes  el  derecho  de  sufragio  que  práctica¬ 
mente  no  representa  para  ellas  sino  un  instrumento  más 
de  ignominia  y  de  explotación.  Dentro  de  la  relatividad 
de  los  fines  del  Estado,  cada  Estado  cumple  su  derecho 
y  el  derecho  que  preferentemente  debemos  reconocer  y 
garantizar  a  nuestros  indios  es  el  derecho  a  la  vida  de 
la  civilización. 

Solamente  cuando  contemos  con  un  Cuerpo  electo¬ 
ral  organizado,  libre  y  'consciente,  podremos  erradicar 
la  enfermedad  que  está  minando  a  nuestros  organismos 
políticos,  y  evitar  así  que,  como  afirma  Letelier,  mien¬ 
tras  el  derecho  escrito  nos  halaga  con  la  ilusión  de  que 
vivimos  en  una  perfecta  democracia,  el  derecho  real,  el 
derecho  que  la  exégesis  ignora,  nos  tiene  sujetos  a  una 
oligarquía  tan  corruptora  como  diminuta.  O 

Las  Constituciones  de  Honduras,  El  Salvador  y 
Nicaragua  señalan  los  casos  en  que  se  pierde  o  se  sus¬ 
pende  el  derecho  de  ciudadanía,  que  son  más  o  menos 
los  mismos  que  enumeran  todas  las  legislaciones.  Ha¬ 
remos  especial  mención  de  uno,  inspirado  en  fines  de 
moral  socif^l,  que  trae  la  Constitución  de  Nicaragua: 
la  ingratitud  con  los  padres  o  injusto  abandono  de  la 
mujer  e  hijos  legítimos  menores;  y  de  otro,  inspirado 
en  razones  de  moral  política,  que  establece  la  'Consti¬ 
tución  de  El  'Salvador:  pierden  la  ciudadanía  los  que 


(1)  Valentín  Letelier.— Génesis  del  Estado. 
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suscribieren  actas  o  proclamas  o  emplearen  otros  me¬ 
dios  directos,  promoviendo  o  apoyando  la  reelección  del 
Presidente  de  la  Eepública  y  los  funcionarios  del  orden 
civil  o  militar  que  coarten  la  libertad  del  sufragio. 

Las  Constituciones  de  Guatemala  y  Costa  Eica  úni¬ 
camente  indican  que  el  ejercicio  de  la  ciudadanía  se 
suspende,  se  pierde  y  se  recobra  por  las  causas  que  de¬ 
termine  la  ley. 

Las  Constituciones  de  Honduras  y  El  Salvador  es¬ 
tablecen  que  el  voto  activo  es  irrenuncia;ble  y  obliga¬ 
torio  para  los  ciudadanos,  siendo  las  únicas  que  recono¬ 
cen  al  sufragio  el  doble  carácter  de  derecho  y  de 
obligación. 

No  obstante  que  concede  el  derecho  electoral  a  los 
que  no  saben  leer  y  escribir,  la  Constitución  de  Honduras 
establece  el  voto  directo  y  secreto.  La  de  Nicaragua  es¬ 
tablece  el  voto  directo  y  público,  y  las  de  los  otros  Es¬ 
tados  lo  dejan  al  arbitrio  de  las  respectivas  legislaciones. 

De  los  extranjeros. 

Las  cinco  Constituciones  del  Istmo  otorgan  a  los 
extranjeros  los  mismos  derechos  civiles  que  a  los  nacio¬ 
nales  y  determinan  la  obligación  que  tienen  de  respetar  a 
las  autoridades  y  observar  las  leyes  del  país,  obteniendo 
en  cambio,  el  derecho  de  ser  protegidos  por  ellas. 
Igualmente,  quedan  sujetos  a  las  cargas  ordinarias  y 
extraordinarias  establecidas  o  que  se  establezcan  para 
los  nacionales. 

Las  Constituciones  de  Honduras,  Nicaragua  y  El 
Salvador  declaran  que  sus  respectivos  territorios  son 
asilos  sagrados  para  toda  persona  que  se  refugie  en 
ellos  y  que  la  extradición  no  podrá  otorgarse  munca  por 
delitos  políticos  aunque  por  consecuencia  de  éstos  resul¬ 
te  un  delito  común.  Las  Constituciones  de  las  dos  pri¬ 
meras  de  dicha  Eepúblicas  establecen,  además,  que  los 
extranjeros  no  podrán  hacer  reclamaciones  ni  exigir  in¬ 
demnización  alguna  del  Estado,  sino  en  los  casos  y  en 
la  forma  en  que  pudieran  hacerlo  los  nacionales,  y  que 
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no  podrán  ocurrir  a  la  vía  diplomática  sino  en  los  casos 
de  denegación  de  justicia,  no  entendiéndose  por  tal  el 
hecho  de  que  un  fallo  ejecutoriado  sea  adverso  al  re¬ 
clamante.  Esta  última  disposición  está  tamibién  con¬ 
tenida  en  la  Ley  Fundamental  de  Guatemala. 

Las  Constituciones  de  Guatemala  y  de  El  Salvador 
establecen  que  ni  los  nacionales  ni  los  extranjeros  po¬ 
drán  en  ningún  caso  reclamar  al  Gobierno  indemniza¬ 
ción  alguna  por  daños  y  perjuicios  que  a  sus  personas 
y  a  SUS  bienes  causen  las  facciones. 

Según  la  Constitución  de  Guatemala  los  extranje¬ 
ros  pueden  desempeñar  funciones  públicas,  aún  cuando 
para  ello  se  requiera  la  calidad  de  ciudadano  guate¬ 
malteco;  quedando  naturalizados  y  ciudadanos  por  el 
hecho  de  su  aceptación.  Análogo  principio  establece  la 
Constitución  de  El  Salvador  respecto  al  desempeño  de 
empleos  públicos  con  goce  de  sueldo,  salvo  en  el  profe¬ 
sorado  y  en  la  milicia.  La  Constitución  de  Honduras 
prohibe  de  manera  terminante  a  los  extranjeros  desem¬ 
peñar  cargos  o  empleos  con  jurisdicción  general,  seccio¬ 
nal  o  departamental,  inclusive  los  de  los  distintos  cul¬ 
tos  establecidos  en  el  país,  bajo  pena  de  expulsión,  ex¬ 
ceptuándose  los  empleos  en  las  artes  y  en  el  ramo  de  la 
enseñanza. 

Declaraciones  de  Derechos  y  G-arantías. 

La  inviolabilidad  de  la  vida  está  consagrada  úni¬ 
camente  en  las  Constituciones  de  Honduras  y  Costa 
Rica.  La  de  Nicaragua  limita  la  aplicación  de  dicha 
pena  al  delito  de  alta  traición  cometida  en  guerra  exte¬ 
rior,  hallándose  el  enemigo  al  frente,  y  a  los  delitos  de 
asesinatoyyparricidio  e  incendio  o  robo  siguiéndose  muer¬ 
te  y  con  circunstancias  graves,  calificadas  por  la  ley. 
La  Constitución  de  El  Salvador  limita  también  la  apli¬ 
cación  de  la  pena  capital  a  delitos  muy  graves,  pura¬ 
mente  militares  y  cometidos  en  campaña  y  a  los  delitos 
de  parricidio,  asesinato,  robo  o  incendio  si  se  siguiere 
muerte.  La  Constitución  de  Guatemala  es  la  única  que 
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guarda  silencio  sobre  la  inviolabilidad  de  la  vida,  que¬ 
dando  por  lo  consiguiente  el  legislador  ordinario  en 
amplia  libertad  para  imponer  la  pena  de  muerte,  sin 
que  basta  la  fecha,  a  pesar  de  varias  y  generosas  ten¬ 
tativas,  haya  podido  lograrse  al  menos  que  se  decrete  la 
abolición  de  esa  bárbara  pena  para  los  delitos  políticos. 

Las  cinco  Constituciones  que  analizamos  contienen 
declaraciones  generales,  garantizando  a  los  habitantes 
de  las  respectivas  Repúblicas  el  goce  de  sus  derechos  que 
son  la  libertad,  la  igualdad  y  la  seguridad  de  la  persona, 
de  la  honra  y  de  los  bienes.  Observemos  de  paso,  una 
vez  más,  que  las  declaraciones  de  derechos  consignadas 
en  nuestras  Constituciones,  están  inspiradas  aún  en  las 
doctrinas  individualistas  que  hizo  triunfar  la  Revolu¬ 
ción  Francesa.  La  concepción  actual  que  domina  ya  en 
las  ideas,  en  las  costumbres  y  en  gran  número  de  leyes 
positivas,  propende  a  la  socialización  del  derecho,  so¬ 
cialización  que  no  tiende  a  igualar,  sino  a  generalizar, 
y  sustituye  el  concepto  de  libertad-derecho  por  el  de 
libertad-deber,  libertad-función,  libertad  fundada  en  la 
solidaridad  social,  (^) 

La  Constitución  de  El  Salvador  adopta  la  siguien¬ 
te  fórmula,  que  expresa  fielmente  lo  que  algunos  exposi¬ 
tores  llaman  el  Estado  ligado  por  el  Derecho :  El  Sal¬ 
vador  reconoce  derechos  y  deberes  anteriores  y  superio¬ 
res  a  las  leyes  positivas. 

Las  Constituciones  de  Guatemala,  Honduras,  Nica¬ 
ragua  y  Costa  Rica  reconocen  la  garantía  del  hateas 
Corpus.  Las  de  Honduras  y  Nicaragua  agregan,  como 
consecuencia,  que  todo  habitante  de  la  República  tiene 
derecho  al  recurso  de  exhibición  de  la  persona.  La  de 
Honduras  establece,  además,  que  la  solicitud  puede  ha¬ 
cerse  verbahnente  o  por  escrito.  De  confoimidad  con 
la  Constitución  de  El  Salvador,  toda  persona  tiene  de¬ 
recho  de  pedir  amparo  cuando  cualquiera  autoridad  o 
individuo  restrinja  la  libertad  personal  o  el  ejercicio  de 
cualquiera  de  los  otros  derechos  individuales. 


(1)  León  Duguit.— Souveraineté  et  liberté. 
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La  inviolabilidad  del  domicilio  es  reconocida  por 
las  Constituciones  de  Guatemala,  El  Salvador  y  Costa 
Rica,  pero  dejan  al  arbitrio  del  legislador  señalar  los 
casos  en  que  ]3uede  procederse  al  allanamiento.  Las 
Constituciones  de  Honduras  y  de  Nicaragua  fijan  taxa¬ 
tivamente  dichos  casos  y  determinan  que  cuando  el 
domicilio  que  deba  allanarse  no  sea  el  del  reo  que  se 
Ijersigue,  se  solicitará  previamente  el  permiso  del  dueño 
o  morador,  lo  mismo  que  cuando  el  allanamiento  deba 
verificarse  en  las  horas  comprendidas  de  las  siete  de  la 
noche  a  las  seis  de  la  mañana. 

Las  Constituciones  de  las  cinco  Repúblicas  garan¬ 
tizan  la  libertad  de  emisión  del  pensamiento  por  la  pa¬ 
labra,  por  escrito  y  también  por  la  prensa  sin  previa 
censura,  siendo  responsables  conforme  la  ley  los  que 
abusen  de  dicha  libertad.  Las  Constituciones  de  Nica¬ 
ragua  y  Costa  Rica  declaran  que  ningunno  puede  ser 
inquietado  ni  perseguido  por  sus  opiniones.  No  obs¬ 
tante,  la  de  esta  última  prohibe  a  los  clérigos  o  segla¬ 
res  hacer  en  ninguna  forma  propaganda  política, 
invocando  motivos  de  religión.  La  Constitución  de 
Hondm*as  establece  que  en  ningún  caso  podrá  secues¬ 
trarse  la  imprenta  y  sus  accesorios  como  instrumento  de 
delito ;  y  las  Constituciones  de  Guatemala  y  El  Salva¬ 
dor  establecen  el  sistema  de  jurados  para  los  delitos  de 
imprenta. 

La  libertad  de  asociación  para  cualquier  objeto  lí¬ 
cito  y  la  de  reunión  pacífica  y  sin  armas  están  garanti¬ 
zadas  por  las  constituciones  de  las  cinco  Repúblicas. 
Las  de  Guatemala,  Honduras  y  El  Salvador  prohíben 
el  establecimiento  de  instituciones  monásticas  o  conven¬ 
tuales.  La  Constitución  de  Costa  Rica  especifica  que  la 
libertad  ^e  reunión  abarca  aún  el  caso  de  que  se  trate 
de  discurrir  asuntos  políticos  y  examinar  la  conducta 
pública  de  los  funcionarios. 

La  Constitución  de  Honduras  establece  que  toda 
persona  o  reunión  de  personas  tiene  derecho  de  dirigir 
sus  peticiones  a  las  autoridades  legalmente  establecidas, 
de  que  se  resuelvan  y  se  le  haga  saber  la  resolución  co- 
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rrespondiente ;  conteniendo  análogas  disposiciones  las 
de  El  Salvador  j  ^Nicaragua.  Las  Constituciones  de 
Costa  Rica  y  de  Guatemala  simplemente  garantizan  el 
derecho  de  petición,  y  agregan  que  la  fuerza  armada  no 
puede  deliberar,  medida  que  también  se  encuentra  en 
las  otras  Constituciones  que  estudiamos. 

La  libertad  de  locomoción  es  garantizada  amplia¬ 
mente  por  las  Constituciones  de  El  Salvador,  Hondu¬ 
ras,  Nicaragua  y  Costa  Rica.  Las  de  las  dos  primeras 
Repúblicas  excluyen  el  requisito  del  pasaporte,  salvo 
las  facultades  atribuidas  a  las  autoridades  en  caso  de 
responsabilidad  civil  o  criminal.  La  Constitución  de 
Guatemala  dice  que  toda  persona  es  libre  para  entrar, 
permanecer  en  el  territorio  de  la  República  y  salir  de 
él;  salvo  los  casos  que  la  ley  determina,  salvedad  tan 
amplia  que  puede  dar  lugar  a  la  anulación  del  precepto 
constitucional. 

Las  cinco  Constituciones  garantizan  la  seguridad 
personal,  en  cuanto  ninguno  puede  ser  detenido  sino 
por  causa  de  delito  o  falta,  sin  que  concurran  motivos 
suficientes  que  hagan  creer  en  la  delincuencia  y  previa 
orden  de  autoridad  competente,  salvo  en  el  caso  de  de¬ 
lito  infraganti.  En  Guatemala  todo  detenido  debe  ser 
interrogado  dentro  de  48  horas;  la  detención  no  podrá 
exceder  de  5  días  y  dentro  de  ese  término,  deberá  mo¬ 
tivarse  el  auto  de  prisión  o  decretarse  la  libertad  del 
detenido.  En  Honduras  la  detención  no  podrá  pasar 
de  seis  días,  en  Nicaragua  de  ocho  días  y  en  El  Salvador 
de  cuarenta  y  ocho  horas.  La  Constitución  de  Costa 
Rica  solamente  fija  el  término  de  veinticuatro  horas 
para  que  el  detenido  sea  puesto  a  disposición  de  Juez 
competente. 

La  Constitución  hondurena  fija  el  plazo  máximo 
de  cuarenta  y  ocho  horas  para  la  incomunicación  de 
los  detenidos  y  la  de  Nicaragua  el  de  tres  días  y  solo 
por  delitos  graves.  La  Constitución  de  Guatemala  es¬ 
tablece  de  manera  vaga  que  a  ninguno  puede  ponerse 
incomunicado,  sino  en  los  casos,  por  el  término  y  con  las 
formalidades  que  la  ley  determina. 
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Las  Constituciones  de  Honduras,  Costa  Rica  y 
Nicaragua  prohiben  la  prisión  por  deudas,  exceptuando 
las  dos  primeras,  el  caso  de  dolo  o  fraude  legalmente 
comprobado. 

Las  cinco  Constituciones  prescriben  que  ninguno 
puede  ser  juzgado  por  comisiones  especiales.  En  Costa 
Rica  no  se  sujeta  a  la  jurisdicción  militar  sino  a  los 
individuos  del  Ejército,  solo  por  los  delitos  de  sedición 
y  rebelión,  por  los  que  se  cometan  estando  en  servicia 
o  requeridos  para  que  lo  presten,  contra  la  disciplina 
y  cualesquiera  otros  en  campaña. 

La  fustigación,  la  aplicación  de  palos,  de  penas  in¬ 
famantes  y  perpetuas  y  toda  especie  de  tormentos  están 
prohibidos  en  las  Constituciones  de  Honduras,  El  Sal¬ 
vador  y  Nicaragua.  La  de  Costa  Rica  probibe  el 
uso  de  tormento  y  declara  que  la  pena  de  infamia 
no  es  trascendental.  La  de  Honduras  establece,  ade¬ 
más,  que  aún  con  auto  de  prisión,  ninguno  puede 
ser  llevado  a  la  'cárcel  ni  detenido  en  ella,  si  presen¬ 
tare  fianza,  cuando  por  el  delito  no  deba  aplicarse  pena 
que  pase  de  tres  años. 

El  derecho  de  defensa  está  garantizado  en  las  cinco 
Constituciones.  Las  de  Gruatemala,  Honduras,  Costa 
Rica  y  Nicaragua  establecen  que  nadie  está  obligado  a 
declarar  contra  sí  mismo.  Y  la  de  esta  última  Repú¬ 
blica  prescribe  que  el  proceso  será  siempre  público. 

La  Constitución  de  Nicaragua  es  la  única  que  es¬ 
tatuye,  entre  los  derechos  y  garantías,  que  por  los  deli¬ 
tos  comunes  no  se  ñnpondrá  ninguna  pena  más  que  co¬ 
rreccional,  sin  que  preceda  declaración  de  un  jurado 
sobre  la  culpabilidad  del  delincuente.  La  Constitución 
de  El  Sálvador,  establece  el  Jurado  de  calificación, 
como  veremos  al  tratar  del  Poder  Judicial.  Observa¬ 
remos  con  la  brevedad  que  nos  lo  permite  la  índole  de 
este  trabajo,  que  el  sistema  de  jurados,  ante  la  evolu¬ 
ción  científica  de  la  criminología,  es  un  instrumento 
inadecuado  para  la  solución  jurisdiccional  de  sus  proble- 
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mas,  por  la  ineptitud  científica  y  jurídica,  por  la  falta 
de  hábito  disciplinador  y  por  la  heterogeneidad  de  sus 
elementos,  la  sugestión  y  el  impresionismo.  (^) 

El  principio  de  la  no  retroactividad  de  la  ley  está 
consagrado  en  todas  las  Constituciones  Políticas  de 
Centro-América,  con  excepción  de  la  de  Guatemala, 
donde  está  incorporado  en  su  legislación  ordinaria. 

La  inviolabilidad  de  la  correspondencia  y  papeles 
privados  es  reconocida  en  las  cinco  Constituciones.  En 
las  de  Honduras,  El  Salvador,  lííicaragua  y  Costa 
Rica  se  establece  que  la  correspondencia  violada  no 
hace  fe  en  juicio.  En  Costa  Rica  no  se  puede  en  nin¬ 
gún  caso  ocupar  ni  menos  examinar  los  papeles  priva¬ 
dos,  no  así  en  las  otras  Repúblicas  donde  puede  hacerse, 
de  orden  de  Juez  competente  y  con  las  formalidades 
que  señala  la  ley. 

La  libertad  religiosa  está  ampliamente  reconocida 
en  las  Constituciones  de  Guatemala,  El  Salvador,  Hon¬ 
duras  y  Nicaragua.  Esta  última  declara  que  la  mayo¬ 
ría  de  los  nicaragüenses  profesa  la  religión  católica. 
Costa  Rica  es  la  única  República  que  tiene  religión 
oficial ;  pero  permite  el  ejercicio  de  otros  cultos  que  no 
se  opongan  a  la  moral  universal  ni  a  las  buenas  cos¬ 
tumbres. 

La  libertad  de  enseñanza  está  igualmente  recono¬ 
cida  en  las  cinco  Repúblicas.  La  enseñanza  primaria 
que  se  imparte  en  los  establecimientos  nacionales  es  gra¬ 
tuita  y  obligatoria  en  todas  ellas.  La  Constitución  de 
Honduras  le  da  también  ese  carácter  a  la  de  Artes  y 
Oficios,  respondiendo  a  la  necesidad  de  orientar  los  sis¬ 
temas  educativos  hacia  finalidades  salvadoras  y  prác¬ 
ticas.  En  Guatemala,  Honduras  y  El  Salvador  la  ense¬ 
ñanza  oficial  es,  además,  laica.  • 

La  Libertad  de  Industria  está  garantizada  por  las 
Constituciones  de  Guatemala,  Honduras  y  El  Salvador. 
Las  de  estas  dos  últimas  Repúblicas  establecen  que 
solo  podrán  estancarse  en  provecho  de  la  Nación  el 


(1)  Antonio  Sagama.— El  Jurado  en  Materia  Criminal.  Buenos  Aires. 
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aguardiente,  el  salitre  y  la  pólvora.  Las  Constitucio¬ 
nes  de  Nicaragua  y  El  Salvador  no  reconocen  monopo¬ 
lios  de  ninguna  clase,  exceptuándose  en  esta  última  Re¬ 
pública,  los  relativos  a  la  acuñación  de  moneda  y  a  los 
privilegios  que  por  tiempo  limitado  concede  la  ley  a  los 
inventores  o  perfeccionadores  de  alguna  industria. 

La  Constitución  de  Guatemala  faculta  al  Ejecutivo 
para  otorgar  concesiones  por  un  término  que  no  pase  de 
diez  años  a  los  que  introduzcan  o  establezcan  industrias 
nuevas.  La  Constitución  de  Honduras  prescribe  que 
los  monopolios  y  privilegios  solo  podrán  establecerse 
basta  por  diez  años  improrrogables;  y  las  concesiones 
para  fomentar  la  introducción  o  perfeccionamiento  de 
nuevas  industrias,  la  colonización  o  inmigración,  la 
apertura  de  vías  de  comunicación  y  las  instituciones  de 
crédito  basta  por  noventa  años,  también  improrroga¬ 
bles.  Vencido  el  término  de  una  concesión  relativa  a 
empresas  de  colonización  o  inmigración,  o  a  las  de  aper¬ 
tura  de  vías  de  comunicación,  ]3asará  la  empresa  con 
todos  sus  accesorios,  al  dominio  del  Estado,  sin  retribu¬ 
ción  alguna. 

Las  Constituciones  de  Guatemala,  Nfcaragua  y  El 
Salvador  establecen  que  todo  servicio  que  no  deba  pres¬ 
tarse  de  un  modo  gratuito  en  virtud  de  la  ley  o  de  sen¬ 
tencia  fundada  en  ley,  debe  ser  remunerado.  La  de  la 
última  de  dichas  Repúblicas  declara  que  la  ley  no  puede 
autorizar  ningún  acto  o  contrato  que  tenga  por  objeto 
la  pérdida  o  el  irrevocable  sacrificio  de  la  libertad  del 
hombre,  ya  sea  por  causa  de  trabajo,  de  educación  o  de 
voto  religioso. 

En  Honduras  se  ha  elevado  a  norma  constitucio¬ 
nal  el  precepto  de  que  es  prohibida  la  acumulación  de 
cargos  o  empleos  remunerados,  aún  con  carácter  de  in¬ 
terinos,  excepto  los  de  enseñanza,  precepto  cuya  prác¬ 
tica  sería  tan  benéfica  entre  nosotros.  También  se  ha 
establecido  en  dicha  República  que  ningún  servicio  per¬ 
sonal  es  exigible  sino  en  virtud  de  ley  o  de  sentencia 
fundada  en  ley. 


Eli  PORO  GUATEMALTECO 


307 


La  propiedad  es  una  de  las  instituciones  que  tien¬ 
de  a  transformarse;  podríamos  decir  que  se  debilita. 
Numerosas  leyes  positivas  recientes  la  limitan.  Citare¬ 
mos,  de  paso,  la  Constitución  alemana  de  1919  que  de¬ 
clara  que,  la  propiedad  implica  deberes,  que  el  ejercicio 
de  su  derecho  debe  servir  al  propio  tiempo  al  bienestar 
general,  y  que  el  propietario  de  tierras  tiene  frente  a 
frente  de  la  comunidad,  la  obligación  de  cultivar  y  de 
explotar  su  suelo.  Las  cinco  Constituciones  de  las 
Bepúblicas  de  Centro-América  reconocen  que  la  propie¬ 
dad  es  inviolable.  La  expropiación  forzosa  solo  puede 
efectuarse  por  causa  de  interés  público  y  mediante  in¬ 
demnización  que  debe  de  ser  previa,  excepto  en  caso 
de  guerra. 

La  libre  disposición  de  los  bienes  y  la  prohibición 
de  vinculaciones  están  consignadas  en  las  Constitucio¬ 
nes  de  Guatemala,  El  Salvador,  Honduras  y  Nicaragua. 
Las  de  las  tres  primeras  comprende  también  la  prohibi¬ 
ción  de  toda  institución  en  favor  de  establecimientos  re¬ 
ligiosos.  La  Constitución  de  Costa  Rica  no  reconoce 
especialmente  la  libre  disposición  de  los  bienes;  pero 
consigna  el  principio  general  de  que  las  acciones  priva¬ 
das  que  no  toquen  con  el  orden  o  la  moralidad  pública, 
o  que  no  producen  daño  o  perjuicio  de  tercero,  están 
fuera  de  la  acción  de  la  ley. 

La  confiscación  está  prohibida  por  las  Constitu¬ 
ciones  de  Honduras,  El  Salvador,  Nicaragua  y  Costa 
Rica.  En  El  Salvador  y  Nicaragua  el  derecho  de  rei¬ 
vindicar  los  bienes  confiscados  es  imprescriptible  y  en 
Honduras  prescribe  en  cincuenta  años. 

Las  Constituciones  de  Honduras  y  Nicaragua  esta¬ 
blecen  que  la  proporcionalidad  será  la  base  de  las  con¬ 
tribuciones  directas,  y  tanto  dichas  Constituciones  como 
las  de  Costa  Rica  y  Él  Salvador  determinan  que  única¬ 
mente  el  Poder  Legislativo  puede  decretar  contribu- 
buciones. 

Señalemos,  por  ser  éste  el  lugar  oportuno,  que  las 
leyes  constitutivas  de  Centro-América,  especialmente  la 
de  Guatemala,  entre  otras  lagunas,  presenta  la  de  ca- 
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recer  de  sentido  económico.  Faltan  en  ella  prescrip¬ 
ciones  que  propendan  a  promover,  desarrollar  y  favore¬ 
cer  la  producción,  el  intercambio,  la  vida  económica  en 
todos  sus  aspectos,  como  las  que  contiene  la  Constitución 
Nacional  de  la  República  Argentina,  y  que  a  no  dudarlo 
han  contribuido  al  florecimiento  de  la  gran  República 
Sudamericana.  Ya  Proudhon  había  dicho :  lo  que  nos¬ 
otros  ponemos  en  lugar  de  los  poderes  políticos  son  las 
fuerzas  económicas.  (^) 

‘  Ra  Constitución  de  El  Salvador  es  la  única  que 
toma  en  cuenta  el  derecho  de  insurrección.  El  artículo 
está  redactado  en  la  forma  siguiente:  El  derecho  de 
insurrección  no  producirá  en  ningún  caso  la  abroga¬ 
ción  de  las  leyes,  quedando  limitado  en  sus  efectos,  a 
separar  en  cuanto  sea  necesario,  a  las  personas  que  des¬ 
empeñen  el  Gobierno,  y  nombrar  interinamente  las  que 
deben  subrogarlas,  entretanto  se  llena  su  falta  en  la 
forma  establecida  por  la  Constitución. 

Es  indudable  que  la  única  forma  jurídica  ideada 
hasta  hoy  para  obtener  el  cambio  de  los  Funcionarios  del 
Estado,  antes  de  la  terminación  de  su  mandato,  cuando 
no  respondan  a  la  confianza  en  ellos  depositada,  es  el 
llamado  derecho  de  recall,  que  no  entramos  a  analizar 
tanto  por  el  corto  espacio  que  nos  permite  esta  confe¬ 
rencia,  como  por  juzgarlo  inadaptable,  por  ahora,  a  las 
condiciones  de  nuestro  medio. 

La  propia  Constitución  de  El  Salvador  trae  el  si¬ 
guiente  artículo,  que  juzgamos  de  importancia  por  su 
liberal  amplitud,  que  implica  el  reconocimiento  de  un 
orden  constitucional,  anterior  al  derecho  legislado :  Los 
derechos  y  garantías  que  enumera  esta  Constitución, 
no  serán  entendidos  como  negación  de  otros  derechos  y 
garantías  no  enumerados ;  pero  que  nacen  del  principio 
de  la  soberanía  del  pueblo  y  de  la  forma  republicana 
de  Gobierno. 


(1)  Proudhon.— Idée  générale  de  la  Révolution  au  XIX  Siécle. 
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Estado  de  sitio  y  suspensión  de  garantías. 

El  Estado  de  Sitio  y  la  suspensión  de  garantías,  que 
Duguit  llama  régimen  de  policía  en  contraposición  al 
régimen  de  derecho,  están  sujetos  a  las  limitaciones  y 
requisitos  que  detallaremos  en  seguida  para  cada  una 
de  las  Repúblicas  de  Oentro-América.  Debemos  ob¬ 
servar  que  en  todas  ellas,  con  excepción  de  la  de  Guate¬ 
mala,  la  respectiva  declaratoria  corresponde  hacerla  al 
Poder  Legislativo,  y  al  Ejecutivo  únicamente  cuando 
aquel  no  estuviere  reunido. 

En  Honduras  solamente  pueden  suspenderse  las 
garantías  siguientes:  las  de  Jiabeas  corpus,  las  que  se 
refieren  a  los  requisitos  para  la  detención  y  arresto,  y 
para  exigir  servicios  personales,  las  de  inviolabilidad 
de  la  propiedad,  el  domicilio  y  la  correspondencia  y  las 
libertades  de  locomoción  y  de  reunión.  La  suspensión 
debe  ser  temporal  y  cuando  lo  exija  la  seguridad  del 
Estado  en  caso  de  invasión  del  territorio,  de  grave  per¬ 
turbación  del  orden,  de  epidemia  o  de  otra  calamidad. 
No  podrá  hacerse  durante  la  suspensión,  declaraciones 
de  nuevos  delitos  ni  imponerse  otras  penas  que  las  ya  es¬ 
tablecidas.  El  Poder  Ejecutivo  no  podrá  decretar  la 
suspensión,  cuando  a  él  le  corresponde,  más  de  una  vez 
durante  el  período  comprendido  entre  dos  legislaturas 
ni  por  tiempo  indefinido,  ni  mayor  de  treinta  días,  sin 
convocar  al  Congreso  en  el  mismo  decreto  de  suspensión. 
En  todo  caso  debe  darle  cuenta  de  los  actos  ejecutados 
durante  la  suspensión. 

En  Costa  Rica  el  Congreso,  por  dos  tercios  de  vo¬ 
tos  presentes,  en  caso  de  hallarse  la  República  en  inmi¬ 
nente  peligro,  por  agresión  extranjera  o  conmoción 
interior,  puede  suspender  las  mismas  o  algunas  de  las 
garantías  que  enumeramos  respecto  de  Hondifras,  y  ade¬ 
más  las  relativas  a  la  libertad  de  imprenta  y  de  mani¬ 
festación  de  opiniones  políticas.  La  suspensión  no 
podrá  exceder  de  sesenta  días,  debiendo  el  Ejecutivo 
dar  cuenta  al  Congreso  en  sus  próximas'  sesiones  de  las 
medidas  tomadas. 
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En  ííicaragua  no  podrán  suspenderse  las  garantías 
siguientes :  la  inviolabilidad  de  la  vida,  las  que  prohíben 
el  juzgamiento  por  jueces  no  designados  por  la  ley,  la 
aplicación  de  penas  infamantes  o  perpetuas  y  toda  es¬ 
pecie  de  tormento  y  las  leyes  retroactivas  o  confiscato- 
rias ;  las  que  determinan  que  solo  el  Congreso  puede  de¬ 
cretar  empréstitos  y  contribuciones  y  la  proporcionali¬ 
dad  de  éstas,  y  las  inmunidades  legales  de  los  funciona¬ 
rios.  La  suspensión  durará  sesenta  días,  a  lo  más,  sien¬ 
do  necesaria  nueva  declaratoria  del  Congreso  para 
prolongarla. 

En  El  Salvador  la  Ley  de  Estado  de  Sitio,  determi¬ 
na  que  podrá  declararse  en  casos  de  guerra  exterior  y 
de  rebelión  y  sedición.  Al  Poder  Ejecutivo  correspon¬ 
de  levantar  el  Estado  de  Sitio,  bajo  su  más  estricta 
responsabilidad,  tan  pronto  como  cesen  las  circunstan¬ 
cias  que  lo  hayan  motivado.  Si  durante  el  estado  de 
sitio  se  reuniere  la  Asamblea  deberá  someterle  los  mo¬ 
tivos  por  los  cuales  se  mantiene  dicho  Estado  para  que,, 
calificándolos  de  nuevo,  decrete  su  continuación  o  lo 
levante.  La  prolongación  indebida  del  estado  de  sitio 
constituye  delito  de  lesa-Nación  y  produce  acción 
popular. 

En  Guatemala  la  suspensión  de  garantías  puede 
decretarse  si  el  territorio  de  la  Nación  fuere  invadido  o 
atacado,  o  estuviese  por  algún  motivo  amenazada  la 
tranquilidad  pública,  sin  más  limitación  que  el  Presi¬ 
dente  de  la  República  debe  hacerlo  de  acuerdo  con  el 
Consejo  df  Ministros.  La  suspensión  de  garantías  se 
considera  generalmente  como  una  consecuencia  del  es¬ 
tado  de  sitio;  pero  respecto  de  éste  no  hay  ninguna 
disposición  en  las  leyes  de  Guatemala,  salvo  los  capí¬ 
tulos  del  Código  militar  que  se  refieren  a  los  Consejos- 
de  Guerra  en  Campaña  y  en  plazas  o  ciudades  sitiadas. 
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La  Observancia  de  la  Constitución  y  la  Responsabilidad 
de  los  Funcionarios  Públicos. 

Son  estas  dos  cuestiones  de  capital  importancia  en 
la  vida  de  las  instituciones  democráticas  y  republicanas, 
respecto  de  las  cuales  la  Constitución  de  Guatemala 
guarda  injustificable  silencio.  El  simple  recuento  de 
las  disposiciones  contenidas  sobre  estas  materias  en  las 
otras  Constituciones  de  Centro-América,  sin  necesidad 
de  comentarios,  hará  resaltar  ese  enorme  vacío. 

La  Constitución  de  Honduras  establece  que  toda 
persona  tiene  derecho  para  requerir  amparo  contra 
cualquier  atentado  o  arbitrariedad  de  que  sea  víctima, 
y  para  hacer  efectivo  el  ejercicio  de  todas  las  garantías 
cuando  sea  indebidamente  coartada  en  el  goce  de  ellas, 
por  leyes  o  por  actos  de  cualquier  autoridad,  agente  o 
fimcionario  público. 

La  Constitución  de  El  Salvador  establece  que  ni  el 
Poder  Legislativo  ni  el  Poder  Ejecutivo,  ni  ningún  tri¬ 
bunal,  autoridad  o  persona  podrá  restringir,  alterar  o 
violar  las  garantías  constitucionales,  sin  quedar  sujeto 
a  las  responsabilidades  establecidas  por  la  ley.  La  per¬ 
sona  ofendida  tiene  derecho  a  pedir  y  obtener  el  ampa¬ 
ro  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia  o  Cámara  de  segun¬ 
da  instancia.  Prescribe  además  que  todos  los  decretos, 
órdenes  o  resoluciones  que  el  Poder  Ejecutivo  emitiere, 
traspasando  las  facultades  que  la  Constitución  estable¬ 
ce,  serán  nulos  y  no  deberán  ser  obedecidos,  aunque  se 
den  a  reserva  de  someterlos  a  la  aprobación  del  Cuerpo 
Legislativo. 

La  Constitución  de  Nicaragua  contiene  las  siguien¬ 
tes  disposiciones ; 

Las  leyes  que  reglamentan  el  ejercicio  ^e  las  ga¬ 
rantías  constitucionales  serán  ineficaces,  en  cuanto  las 
disminuyan,  restrinjan  o  adulteren.  El  funcionario  que 
sin  facultad  legal  restringiere  cualquiera  de  las  garan¬ 
tías  estará  obligado  a  una  indemnización  que  correspon¬ 
da  al  daño  causado,  sin  perjuicio  de  las  demás  respon¬ 
sabilidades  legales.  Los  Tribunales  y  Jueces  de  la 
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República  aplicarán  de  preferencia:  l.°  La  Constitu¬ 
ción  y  leyes  constitutivas.  I2.“,  las  leyes  y  decretos  le¬ 
gislativos;  y  3.°  los  decretos  y  acuerdos  ejecutivos.  En 
ningún  caso  atenderán  a  disposiciones  o  reformas  he¬ 
chas  por  medio  de  oficio. 

La  Constitución  de  Costa  Rica,  ordena  que  el  Con¬ 
greso,  en  sus  primeras  sesiones  ordinarias,  observará  si 
la  Constitución  ha  sido  infringida  y  si  se  ha  hecho  efec¬ 
tiva  la  resiionsabilidad  de  los  infractores,  para  proveer 
en  consecuencia  lo  conveniente.  Además,  entre  las  ga¬ 
rantías  nacionales,  estatuye  que  las  disposiciones  del 
Poder  Legislativo  o  del  Ejecutivo  que  fueren  contrarias 
a  la  Constitución,  son  nulas  y  de  ningún  valor,  cualquie¬ 
ra  que  sea  la  forma  en  que  se  emitan. 

En  materia  de  responsabilidad  las  cuatro  Constitu¬ 
ciones  referidas  establecen  que  todo  funcionario  público 
es  responsable  por  sus  actos,  prestando  juramento,  al  to¬ 
mar  posesión,  de  cumplir  y  hacer  cumplir  la  Constitu¬ 
ción  y  las  leyes.  La  Constitución  de  Guatemala  dice 
que  los  funcionarios  no  son  dueños  sino  depositarios  de 
la  autoridad,  sujetos  y  jamás  superiores  a  la  ley,  y  siem¬ 
pre  responsables  por  su  conducta  oficial.  También  dice 
que  el  Presidente  de  la  República  es  responsable  de  sus 
actos  ante  la  Asamblea  y  que  la  responsabilidad  de  los 
Secretarios  de  Estado  es  solidaria  con  la  del  Presidente 
por  todos  los  actos  de  éste  que  autoricen  con  su  firma ; 
pero  no  establece  los  medios  para  que  esas  responsabi¬ 
lidades  sean  efectivas.  Nuestra  ley  de  Responsabili¬ 
dades,  por  otra  parte,  solamente  se  refiere  a  la  respon¬ 
sabilidad  criminal  y  el  Código  respectivo  no  clasifica 
como  delito  el  de  violación  de  la  Constitución  y  demás 
leyes  de  la  República.  No  tenemos  recurso  de  amparo 
ni  ley  dedo  contencioso  administrativo  para  proteger 
a  los  particulares  contra  los  abusos  de  las  autoridades. 
Entre  nosotros  se  desconoce  ese  admirable  recurso  por 
exceso  de  poder  que  tiene  tan  benéficos  alcances  en  la 
jurisprudencia  del  Consejo  de  Estado  de  la  República 
Prancesa. 


EL  FORO  GUATEMALTECO 


313 


La  Constitución  de  Honduras  determina  que  los 
empleados  y  funcionarios  públicos  que  violaren  cual¬ 
quiera  de  los  derechos  y  garantías,  serán  responsables 
civil  y  criminalmente.  Pueden  ser  acusados  sin  nece¬ 
sidad  de  fianza  de  calunmia.  No  pueden  obtener  indul¬ 
to  ni  conmuta  en  el  período  constitucional  ni  en  el  si¬ 
guiente.  La  prescripción  de  los  delitos  y  penas  en  que 
incurran  no  comenzará  sino  después  de  dichos  períodos. 
La  referida  Constitución  y  la  de  Nicaragua  establecen 
que,  no  obstante  la  aprobación  que  dé  el  Congreso  a  la 
conducta  del  Ejecutivo,  el  Presidente  y  los  Secretarios 
de  Estado,  podrán  ser  acusados  por  delitos  oficiales, 
hasta  cinco  años  después  de  haber  cesado  en  sus 
funciones. 

La  Constitución  salvadoreña  determina  que  la 
prescripción  de  delitos  y  faltas  oficiales  comenzará  a 
contarse  desde  que  el  funcionario  culpable  hubiere  ce¬ 
sado  en  sus  funciones. 

La  Constitución  de  Costa  Rica  enumera  los  siguien¬ 
tes  casos  de  que  es  responsable  el  que  ejerce  el  Poder 
Ejecutivo  por  los  abusos  que  cometa  en  su  conducta 
oficial í 

1° — Cuando  tengan  por  objeto  favorecer  los  inte¬ 
reses  de  una  nación  extraña,  contra  la  independencia, 
integridad  y  libertad  de  Costa  Rica. 

2° — Cúando  tiendan  a  impedir  directa  o  indirecta¬ 
mente  las  elecciones  prevenidas  en  la  Constitución  o 
coartar  la  libertad  electoral. 

3. ° — Cuando  tengan  por  objeto  impedir  que  el  Con¬ 
greso  se  reúna  o  continúe  sus  sesiones,  o  coartar  la 
libertad  e  independencia  de  que  él  debe  gozar  en  todos 
sus  actos  o  deliberaciones. 

4. ° — ^Cuando  se  niegue  a  mandar  publicar  y  ejecutar 
las  leyes  y  actos  legislativos,  en  los  casos  eA  que  según 
la  Constitución  no  puede  rehusarlo. 

5. “ — Cuando  impida  que  los  Tribunales  y  Juzgados 
conozcan  de  los  negocios  que  son  de  la  competencia  del 
Poder  Judicial,  o  les  coarte  la  libertad  con  que  deben 
juzgar ;  y 
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6° — En  todos  los  demás  casos  en  que,  por  un  acto 
u  omisión,  viole  el  Ejecutivo  alguna  ley  expresa. 

La  Constitución  de  ííicaragua  dispone  que  el  Pt*e- 
sidente  de  la  República,  concluido  su  período,  no  podrá 
salir  fuera  del  país,  si  hubiere  juicio  pendiente  contra 
él  por  delitos  oficiales  o  comunes.  El  Presidente  de 
Costa  Rica  no  puede  salir  del  territorio  de  la  República, 
antes  de  un  año  de  haber  dejado  el  mando,  si  no  es  con 
pernfiso  del  Congreso. 

Cooperación  social  y  trabajo. 

La  orientación  y  tendencias  del  Estado  modernOy 
cuyas  atribuciones  son  cada  día  más  numerosas  y  com¬ 
plejas,  como  consecuencia  del  desenvolvimiento  huma¬ 
no,  de  las  conquistas  de  la  civilización  y  de  las  trans¬ 
formaciones  del  derecho  en  sentido  socialista,  han  hecho 
que  en  algunas  Constituciones  Políticas  de  los  últimos 
diez  años  figuren  ciertas  disposiciones,  entre  las  que 
que  podemos  citar  la  de  México,  que  contiene  un  título 
dedicado  al  Trabajo  y  la  Previsión  Social,  y  la  de  Ale¬ 
mania,  que  contiene  capítulos  especiales,  concernientes 
a  la  vida  social  y  a  la  vida  económica. 

En  la  nueva  Constitución  hondureña  figura  un  Tí¬ 
tulo,  dedicado  a  la  Cooperación  social  y  Trabajo,  cuyo 
antecedente  está  indudablemente  en  la  Constitución  de 
la  República  de  Centro-América,  promulgada  el  año  de 
1921.  Sus  principales  disposiciones  son  las  siguientes: 
institución  del  ahorro  obligatorio  en  los  establecimien¬ 
tos  de  enseñanza,  talleres  y  oficinas  públicas,  de  carácter 
civil  o  militar;  y  de  la  jornada  máxima  de  trabajo 
de  ocho  horas  diarias.  Protección  especial  del  tra¬ 
bajo  de  la*  mujeres  y  el  de  los  hombres  de  catorce 
años;  y  establecimiento  de  un  Centro  Técnico  denomi¬ 
nado  Instituto  de  Reformas  Sociales,  cuyas  atribucio- 
y  deberes  son  los  siguientes: 

l-° — Armonizar  las  relaciones  entre  el  Capital  y  el 
Trabajo. 
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2° — Promover  y  estimular  la  fundación  de  socie¬ 
dades  cooperativas  de  producción,  ahorro,  consumo  y 
crédito;  construcción  de  casas  baratas  e  higiénicas;  y 
el  establecimiento  de  seguros  contra  accidentes  y  sobre 
la  vida,  y  creación  de  asilos  para  indigentes. 

3.“ — ^Las  demás  que,  como  las  de  sanidad,  se  esta¬ 
blezcan  en  una  ley  especial. 

Forma  de  Gobierno. 

Las  cinco  Constituciones  adoptan  el  Gobierno  re¬ 
publicano,  democrático  y  representativo.  Las  Consti¬ 
tuciones  de  El  Salvador  y  Costa  Rica  agregan:  alter¬ 
nativo.  Se  ejerce  por  tres  Poderes  independientes: 
Legislativo,  Ejecutivo  y  Judicial.  Las  doctrinas  mo¬ 
dernas  de  derecho  público  sustituyen  el  principio  clásico 
de  la  independencia  de  Poderes,  por  el  de  separación  de 
funciones  y  cooperación  de  poderes,  ya  que  el  Estado 
actual  ha  llegado  a  ser  una  máquina  tan  complicada, 
que  su  fimcionamiento  debe  confiarse  a  diversos  orga¬ 
nismos,  los  cuales  deben  ayudarse  y  ponderarse  mu¬ 
tuamente. 

El  Poder  Legislativo. 

El  Poder  Legislativo  se  ejerce  en  Guatemala  por 
la  Asamblea  Nacional,  la  cual  se  reúne  el  l.°  de  marzo 
de  cada  año,  dura  en  sus  sesiones  ordinarias  dos 
meses,  prorrogables  a  un  mes  más  y  se  compone  de 
un  diputado  por  cada  veinte  mil  habitantes  o  por 
cada  fracción  que  pase  de  diez  mil.  En  El  Sálva- 
dor  se  ejerce  por  una  Asamblea  Nacional  de  Diputados 
que  se  reúne  del  1."  al  15  de  febrero  de  cada  año,  no 
pudiendo  celebrar  más  de  cuarenta  sesiones#ordinarias 
y  se  compone  de  un  Diputado  propietario  y  un  suplente 
por  cada  quince  mil  habitantes.  En  Honduras  se  ejer¬ 
ce  por  un  Congreso  de  Diputados,  que  se  reunirá  en  la 
Capital  el  l.°  de  enero  de  cada  año;  dura  en  sesiones  se¬ 
senta  días,  prorrogables  hasta  por  cuarenta  más,  y  se 
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compone  de  un  Diputado  propietario  y  un  suplente  por 
cada  quince  mil  habitantes  y  un  Diputado  más  por  cada 
fracción  que  exceda  de  la  mitad  de  la  base.  En  Mcara- 
gua  se  ejerce  por  un  Congreso  compuesto  de  dos  Cáma¬ 
ras  :  la  de  Senadores  y  la  de  Diputados,  que  se  reúne  el 
15  de  diciembre  de  cada  año;  celebra  cuarenta  y  cinco 
sesiones  ordinarias,  prorrogables  basta  por  quince  más, 
y  se  compone  de  un  Diputado  propietario  y  un  suplente 
por  cada  Distrito  de  quince  mil  habitantes  o  fracción 
que  pase  de  ocho  mil.  Cada  Departamento  elige  un 
Senador  propietario  y  un  suplente  por  cada  dos  Dipu¬ 
tados.  Si  el  número  de  Diputados  fuere  impar,  se  eli¬ 
girá  otro  Senador  propietario  y  el  suplente  respectivo. 
En  Costa  Rica  se  ejerce  por  un  Congreso  Constitucio¬ 
nal,  que  se  reúne  el  l.°  de  mayo  de  cada  año,  dura  en  sus 
sesiones  ordinarias  sesenta  días,  prorrogables  basta  no¬ 
venta  en  caso  necesario  y  se  compone  de  un  Diputado 
propietario  por  cada  quince  mil  habitantes  y  por  re¬ 
siduo  que  exceda  de  siete  mil  quinientos. 

Nicaragua  es,  pues,  la  única  República  centro¬ 
americana  que  sigue  el  sistema  bicameral.  La  antigua 
discusión  sobre  si  el  Poder  Legislativo  debe  componer¬ 
se  de  uno  o  de  dos  cuerpos,  parecía  estar  ya  resuelta  en 
favor  del  sistema  de  una  sola  Cámara,  por  razones  de 
carácter  doctrinario  y  de  orden  práctico.  En  la  actuali¬ 
dad,  vuelve  a  adquirir  prestigio  el  otro  sistema.  Se  sos¬ 
tiene  que  si  se  desea  que  el  Parlamento  sea  una  exacta 
representación  del  país,  es  necesario  que  se  componga  de 
dos  cámaras,  de  las  cuales  una  representará  al  elemento 
individual  y  la  otra  a  los  grupos  sociales,  en  la  for¬ 
ma  que  el  arte  político  determinará  para  cada  país.  (^) 
La  mejor  organización  del  Poder  Legislativo,  sin  em¬ 
bargo,  es  aquella  que  responda  a  la  necesidad  de  obtener 
la  colaboración  de  las  competencias  técnicas  y  jurídicas 
en  la  elaboración  de  las  leyes ;  es  aquella  que  dote  al  Po¬ 
der  encargado  de  ejecutar  actos  creadores  de  situaciones 
jurídicas  generales,  de  las  cualidades  de  todo  buen  go- 
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bierno,  a  saber :  voluntad  segura,  clara  y  rápida  y  com¬ 
petencia.  Esos  objetivos  creemos  que  se  llenan  mejor 
mediante  la  organización  de  Consejos  técnicos  y  un  Con¬ 
sejo  legislativo  al  lado  de  la  Asamblea,  como  ya  se  ba 
hecho  en  parte  en  la  nueva  Constitución  alemana.  El 
Consejo  legislativo,  por  ejemplo,  se  consagra  a  hacer  un 
estudio  crítico  y  minucioso  de  la  ley,  examina  cada 
artículo  y  cada  disposición  del  artículo,  analiza  si  los 
términos  son  ambiguos,  busca  si  la  ley  no  contiene  con¬ 
tradicciones  internas  u  oposiciones  con  otros  textos  le¬ 
gislativos  vigentes,  suple  las  lagunas  del  texto  votado  y 
después  de  haber  descubierto  todos  los  defectos  de  la 
ley,  propone  las  correcciones  necesarias.  (^)  De  este 
modo  se  evita  que  haya  reformas  indefinidamente  pos¬ 
tergadas,  reformas  realizadas  con  un  gran  retardo  y 
reformas  realizadas  en  forma  defectuosa.  La  segunda 
Cámara  representa  solamente  una  fuerza  de  inhibición. 

Las  cinco  Constituciones  prescriben  que  para  el 
período  de  sesiones  ordinarias  no  hay  necesidad  de 
convocatoria ;  y  que  pueden  celebrarse  sesiones  extraor¬ 
dinarias  cuando  las  Asambleas  sean  convocadas  por  el 
Poder  Ejecutivo  para  tratar  de  los  asuntos  que  hayan 
sido  objeto  de  la  convocatoria. 

Para  ser  electo  Diputado  se  requiere  en  Guatemala 
estar  en  el  ejercicio  de  los  derechos  de  ciudadano  y  te¬ 
ner  más  de  veintiún  años.  En  El  Salvador,  ser  mayor 
de  veinticinco  años,  ciudadano  salvadoreño,  de  notoria 
honradez  e  instrucción,  sin  haber  perdido  la  ciudadanía 
en  los  cinco  años  anteriores  a  la  elección  y  ser  natural 
o  vecino  del  departamento  que  lo  elige.  En  Nicaragua, 
ser  ciudadano  en  ejercicio  de  sus  derechos,  del  estado 
seglar  y  mayor  de  veinticinco  años,  y  para  ser  Senador, 
las  mismas  calidades,  pero  mayor  de  cuarenta  años.  En 
Costa  Rica,  ser  costarricense  por  nacimiento  o  natura¬ 
lizado  con  una  residencia  de  cuatro  años  después  de  ha¬ 
ber  adquirido  la  carta  de  naturalez'a,  ser  ciudadano  en 
ejercicio,  mayor  de  veintiún  años,  saber  leer  y  escribir  y 
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ser  propietario  de  cantidad  que  no  baje  de  quinientos 
colones  o  tener  una  renta  anual  no  menor  de  doscientos 
colones.  En  Honduras,  ser  ciudadano  en  ejercicio,  ma¬ 
yor  de  veinticinco  años  y  natural  o  vecino  del  departa¬ 
mento  en  que  se  baga  la  elección.  Esta  última  calidad 
no  es  preciso  que  concurra  en  los  Diputados  por  las 
mayorías. 

No  pueden  ser  Diputados  en  Guatemala  los  contra¬ 
tistas  de  obras  o  servicios  públicos  de  cualquiera  clase 
que  se  costeen  con  fondos  del  Estado,  y  los  que,  de 
resultas  de  tales  contratas,  tengan  pendientes  reclama- 
■ciones  de  interés  propio;  los  Secretarios  de  Esitado,  y 
por  el  departamento  o  distrito  electoral  en  que  ejercen 
sus  funciones,  los  J ef es  Políticos,  Comandantes  de  Ar¬ 
mas,  Jueces  de  l.“  Instancia,  Administradores  de  Ren¬ 
tas  y  Ministros  de  los  cultos.  En  Honduras,  los  Se¬ 
cretarios  y  Subsecretarios  de  Estado,  los  empleados  del 
Poder  Ejecutivo,  excepto  los  de  enseñanza,  los  Magis¬ 
trados  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia  y  de  las  Cortes 
de  Apelaciones,  los  Jueces  de  Letras,  los  Registradores 
de  la  Propiedad  y  los  Oficiales  del  Ministerio  Público, 
los  miembros  del  Tribunal  Superior  de  Cuentas  y  el 
Fiscal  General  de  Hacienda,  los  Agentes  diplomáticos 
y  consulares,  los  militares  en  servicio,  los  contratistas 
de  obras  o  servicios  públicos  que  se  costeen  con  fondos 
nacionales,  y  los  que  por  tales  contratas  tengan  recla¬ 
maciones  contra  el  Estado,  los  deudores  morosos  a  la 
Hacienda  Pública  y  los  que  tengan  cuentas  pendientes 
por  administración  de  fondos  de  la  misma,  los  parientes 
del  Presidente  de  la  República  y  de  los  'Secretarios  de 
Estado,  dentro  del  cuarto  grado  de  consanguinidad  o 
afinidad.  En  El  Salvador,  los  contratistas  de  obras  o 
servicios  públicos,  los  que  tengan  reclamaciones  pen¬ 
dientes  por  ese  motivo  y  los  empleados  con  goce  de  suel¬ 
do  de  nombramiento  del  Ejecutivo,  antes  de  los  seis 
meses  de  haber  cesado  en  sus  funciones.  En  Nicara¬ 
gua,  los  que  ejercieren  empleo  de  nombramiento  del 
Ejecutivo,  dentro  de  los  dos  meses  anteriores  a  la  elec¬ 
ción,  los  Magistrados  de  las  Cortes  de  Justicia  y  los 
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funcionarios  de  su  dependencia;  los  parientes  del  Pre¬ 
sidente  de  la  República,  dentro  del  segundo  grado  de 
consanguinidad  o  afinidad,  y  los  que  hubieren  adminis¬ 
trado  o  recaudado  fondos  públicos,  mientras  no  se  ha¬ 
llen  solventes. 

La  Constitución  de  Costa  Rica  establece  que  no 
pueden  ser  electos  Diputados  el  Presidente  de  la  Re¬ 
pública,  los  Secretarios  de  Estado,  los  Magistrados  Pro¬ 
pietarios  de  la  Corte  Suprema  y  los  que  ejerzan  juris¬ 
dicción  o  autoridad  extensiva  a  toda  una  provincia. 
Declara,  además,  que  es  incompatible  la  calidad  de 
Diputado  con  la  de  empleado  subalterno  de  los  otros 
Supremos  Poderes. 

Las  Constituciones  de  El  Salvador  y  Costa  Rica 
prohíben  a  los  Diputados  aceptar  empleo  del  Poder 
Ejecutivo,  salvo  que  sé  trate  de  una  Secretaría  de 
Estado  o  de  una  misión  diplomática.  La  de  El  Salva¬ 
dor  exceptúa  también  los  cargos  sin  goce  de  sueldo.  En 
Nicaragua  permite  aceptar  empleos  a  los  miembros  del 
Congreso  durante  el  receso;  pero  durante  las  sesiones 
solamente  los  de  Secretario  de  Estado,  Agente  Diplo¬ 
mático  o  Profesor  de  enseñanza.  La  Constitución  de 
Honduras  dice  que  los  Diputados  no  están  obligados  a 
aceptar  empleos  públicos.  En  las  cuatro  Repúblicas 
por  la  aceptación  de  los  empleos  referidos  se  pierde  la 
calidad  de  Diputado. 

Como  se  ve,  la  independencia  de  los  Poderes  está 
debidamente  garantizada  en  las  Repúblicas  de  Centro- 
América,  mediante  el  sistema  de  incompatibilidades 
parlamentarias,  con  excepción  de  Guatemala,  donde  casi 
no  existen  por  ser  tan  limitadas. 

En  Guatemala,  Honduras,  Nicaragua  y  Costa  Rica 
los  Diputados  son  electos  por  cuatro  años  y  son  reno¬ 
vados  por  mitad  cada  dos  años.  Solamente  efi  El  Salva¬ 
dor  se  eligen  por  un  año.  En  las  cinco  Repúblicas  pue¬ 
den  ser  reelectos  indefinidamente. 

La  Constitución  de  Guatemala  reconoce  a  los  Di¬ 
putados  las  siguientes  prerrogativas:  1."  Inmunidad 
personal  para  no  ser  acusados  ni  juzgados  si  la  Asa,m- 
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blea  no  autoriza  previamente  el  enjuiciamiento,  decla¬ 
rando  haber  lugar  a  formación  de  causa;  pero  en  el 
caso  de  delito  infraganti,  podrán  ser  arrestados  y  2.“ 
Irresponsabilidad  por  todas  sus  opiniones,  por  su  ini¬ 
ciativa  parlamentaria  y  por  la  manera  de  tratar  los 
negocios  en  el  desempeño  de  su  cargo.  Las  otras  cuatro 
Constituciones  otorgan  las  mismas  inmunidades  a  los 
Diputados.  Las  de  El  Salvador,  Honduras  y  Nicaragua 
establecen,  además,  que  no  podrán  ser  demandados  civil¬ 
mente  desde  quince  días  antes,  hasta  quince  días  después 
de  las  sesiones  ordinarias  o  extraordinarias.  Las  dos 
últimas,  consignan  también  que  los  Diputados  no  po¬ 
drán  ser  llamados  al  servicio  militar  sin  su  consenti¬ 
miento  ni  extrañados  ni  confinados  durante  el  período 
para  que  han  sido  electos.  La  de  Costa  Rica  establece 
que  el  Diputado  detenido  o  preso  en  el  caso  de  flagrante 
delito,  será  puesto  en  libertad  si  el  Congreso  lo  ordenare. 
La  Constitución  de  El  Salvador  linñta  la  inmunidad 
personal  de  los  Diputados  en  la  siguiente  forma:  por 
delitos  graves  no  podrán  ser  juzgados,  sin  permiso  de  la 
Asamblea,  desde  el  día  de  la  elección  hasta  el  receso; 
por  delitos  menos  graves  y  faltas,  serán  juzgados  por  el 
juez  competente,  pero  no  podrán  ser  detenidos  o  presos, 
ni  llamados  a  declarar  sino  después  del  receso. 

Las  cinco  Constituciones  determinan  las  facultades 
y  atribuciones  del  Poder  Legislativo,  entre  las  que  hay 
algunas  de  carácter  propiamente  legislativo  y  otras  ad- 
nunistrativas  y  jurisdiccionales.  La  Constitución  de 
Nicaragua  especifica  las  atribuciones  del  Congreso,  en 
Cámaras  unidas  y  en  Cámaras  separadas. 

Las  atribuciones  comunes  a  las  Asambleas  de  cada 
una  de  las  cinco  Repúblicas,  podemos  resumirlas  en  la 
forma  siguiente :  con  relación  al  Presidente  de  la  Repú¬ 
blica,  hacer  el  escrutinio,  darle  posesión,  decidir  sobre 
su  renuncia  y  concederle  licencias.  Con  relación  al  Poder 
Judicial,  hacer  el  escrutinio  del  Presidente  y  Magis¬ 
trados,  decidir  sobre  sus  renuncias  y  designarles  susti¬ 
tutos  ;  conocer  sobre  la  acusación  de  los  Presidentes  de 
los  Poderes  y  altos  funcionarios.  En  relación  con  la 
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vida  administrativa,  legislar  sobre  todos  los  ramos,  y 
con  la  vida  económica,  fijar  los  gastos  públicos,  aprobar 
el  jDresupuesto,  decretar  contribuciones  e  impuestos, 
aprobar  las  cuentas,  examinar  las  reclamaciones  contra 
el  Erario,  fijar  el  sistema  de  pesas  y  medidas  y  el  tipo 
de  moneda  y  contratar  empréstitos.  En  relación  con 
la  vida  internacional,  aprobar  o  rechazar  los  Tratados 
con  otros  países,  declarar  la  guerra  y  aprobar  los  trata¬ 
dos  de  paz.  En  relación  con  la  fuerza  armada,  conferir 
ciertos  grados  a  propuesta  del  Ejecutivo.  Corresponde 
también  a  las  Aisambleas  dirigir  y  ordenar  su  vida 
interior.  ' 

Las  Constituciones  de  El  Salvador,  Honduras  y 
Nicaragua  declaran  que  las  facultades  del  Poder  Legis¬ 
lativo  son  indelegables,  con  excepción,  en  las  dos  pri¬ 
meras,  de  las  que  se  refieren  a  dar  posesión  a  los  altos 
funcionarios,  y  en  la  última,  de  las  relativas  a  legislar 
en  los  ramos  de  Fomento,  Policía,  Beneficencia  e  Ins¬ 
trucción  Pública,  que  podrán  ser  delegadas  en  el  Po¬ 
der  Ejecutivo,  en  receso  del  Congreso;  y  las  que  se 
contraen  a  recibir  el  juramento  a  los  funcionarios  que 
elija  o  declare  electos.  La  Constitución  de  El  Salva¬ 
dor  agrega  que  los  decretos  o  resoluciones  que  se  dicta¬ 
ren  en  contravención  a  este  mandato  serán  nulos,  cual¬ 
quiera  que  sea  la  causa  en  que  se  funden,  sin  perjuicio 
de  la  responsabilidad  establecida  para  los  contra¬ 
ventores. 

iLa  Constitución  de  Costa  Rica  no  probibe  expresa¬ 
mente  la  delegación  de  facultades ;  pero  es  indudable  que 
no  puede  efectuarse  en  dicha  República,  pues  no  auto¬ 
riza  al  Congreso  para  hacerlo  y  al  enumerar  sus  atri¬ 
buciones  indica  que  son  exclusivas  de  dicho  Cuerpo. 

Solamente  la  Constitución  de  Guatemala  permite 
que  la  Asamblea  pueda  autorizar  al  Ejecuti'^  para  emi¬ 
tir  aquellas  leyes  que  por  su  extensión  no  puedan  ser 
expedidas  por  ella,  y  concederle  facultades  extraordi¬ 
narias  cuando  lo  demande  la  necesidad  o  el  interés  de 
la  República.  A  este  respecto  dice  Esmein:  “La  dele¬ 
gación  del  poder  legislativo,  como  de  toda  otra  atribu- 
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ción  que  la  Constitución  confiere  a  las  Cámaras,  es 
jurídicamente  imposible.  La  razón  es  bien  simple.  El 
poder  no  es  para  ellas  un  derecho  propio ;  es  una  fun¬ 
ción  que  la  Constitución  les  confía,  no  para  disponer 
de  ella  a  su  agrado,  sino  para  ejercerla  ellas  mismas, 
según  las  reglas  constitucionales.  En  principio,  dice 
muy  bien  M.  Brémond,  los  funcionarios  no  tienen  el 
derecho  de  delegar  la  autoridad  de  que  ellos  están  in¬ 
vestidos.”  (^)  Las  facultades  extraordinarias  equiva¬ 
len  a  la  total  anulación  de  uno  de  los  Poderes,  lo  cual 
es  incompatible  con  las  normas  de  la  vida  democrática 
y  republicana.  Observemos,  no  obstante,  que  la  Cons¬ 
titución  exige  para  la  delegación  de  dichas  facultades 
que  lo  justifiquen  la  necesidad  o  el  interés  de  la  Re¬ 
pública  y  que  se  concrete  expresamente  cuáles  son  las 
facultades  que  se  delegan,  lo  cual  implica  que  en  ningún 
caso  pueden  ser  absolutas  e  ilimitadas.  Por  otra  par¬ 
te,  es  lógico  que,  aún  cuando  tales  facultades  fueren 
concedidas,  el  Ejecutivo,  no  puede  modificar  ni  mucho 
menos  derogar  las  leyes  emitidas  al  propio  tiempo  por 
la  Asamblea,  pues  como  dice  Tougás  Jofré,  no  se  con¬ 
cibe  un  gobierno  democrático  en  que  otro  Poder  tenga 
la  facultad  de  anular  la  voluntad  del  Congreso  en  los 
casos  en  que  éste  se  pronuncia  sancionando  leyes.  (^) 
La  Constitución  de  Gruatemala  enumera,  entre  las 
atribuciones  de  la  Asamblea,  la  de  decretar  amnistías 
e  indultos  generales  cuando  lo  exigiere  la  conveniencia 
pública,  correspondiendo  al  Ejecutivo  el  derecho  de 
gracia  en  casos  concretos.  En  El  Salvador  correspon¬ 
de  conceder  amnistías  e  indultos  a  la  Asamblea,  con  vis¬ 
ta,  en  el  segundo  caso,  del  informe  y  dictamen  favora¬ 
bles  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia.  En  Nicaragua 
el  Congres^,  en  Cámaras  separadas,  puede  conceder  in¬ 
dultos  conmutaciones  de  penas,  a  iniciativa  del  Ejecu¬ 
tivo,  y  previo  informe  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia. 
En  Honduras  el  Congreso  está  facultado  para  conceder 


(1)  Esmein.— Elements  de  Droit  Constitutionnel.  Vol.  II. 
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amnistía  únicamente  por  delitos  políticos  y  fuera  de 
este  caso  no  podrá  dictar  resoluciones  por  vía  de  gracia. 

Las  Constituciones  de  Honduras  y  de  Kicaragua 
asignan  al  Poder  Legislativo  la  obligación  de  fijar  cada 
año  el  número  de  fuerzas  del  Ejército  permanente. 

Las  Constituciones  de  Honduras,  Nicaragua  y  El 
Salvador  confieren  a  sus  Poderes  Legislativos  la  facul¬ 
tad  de  aprobar  o  improbar  la  conducta  del  Ejecutivo. 
La  de  Costa  Rica  no  habla  expresamente  de  dicha  fa¬ 
cultad,  pero  se  desprende  de  la  obligación  asignada  al 
Congreso  de  observar,  en  sus  primeras  sesiones  ordina¬ 
rias,  si  la  Constitución  y  demás  leyes  han  sido  infringi¬ 
das.  En  Guatemala  la  Asamblea  puede  aprobar  o  im¬ 
probar  únicamente  los  actos  que  hubiere  practicado  el 
Poder  Ejecutivo,  en  ejercicio  de  facultades  delegadas. 
La  Constitución  de  Honduras  consigna,  además,  la  fa¬ 
cultad  de  dar  votos  de  censura  a  los  Secretarios  de 
Estado. 

La  Comisión  Permanente. 

Las  Constituciones  de  Guatemala  y  Honduras  esta¬ 
blecen  que  la  Asamblea  y  el  Congreso,  respectivamente, 
antes  de  cerrar  sus  sesiones,  elegirán  una  Comisión  Per¬ 
manente,  compuesta  de  siete  miembros  en  la  primera 
y  de  cinco  Diputados  propietarios  y  cinco  suplentes  en 
la  segunda. 

Ambas  Constituciones  confieren  a  la  Comisión  Per¬ 
manente  las  siguientes  atribuciones:  Declarar  si  ha  lu¬ 
gar  o  no  a  formación  de  causa  contra  los  funcionarios 
que  gozan  de  ese  privilegio.  Guatemala  exceptúa  a  los 
Presidentes  de  los  Poderes,  contra  los  qcie  solo  la 
Asamblea  podrá  hacer  dicha  declaratoria.  Tramitar 
los  negocios  que  hubieren  quedado  pendientes  para  que 
puedan  ser  considerados  y  convocar  al  Poder  Legisla¬ 
tivo  a  sesiones  extraordinarias  cuando  la  exigencia  del 
caso  lo  requiera.  ■ 
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La  Constitución  de  Honduras  señala,  además,  otras 
atribuciones  a  la  Comisión  Permanente,  entre  las  que 
se  encuentran  las  siguientes: 

Recibir  la  promesa  constitucional  a  los  funciona¬ 
rios  obligados  a  prestarla  ante  el  Congreso.  Preparar 
los  proyectos  de  ley  que  a  su  juicio  demanden  las  ne¬ 
cesidades  del  país.  Recibir  las  denuncias  de  violacio¬ 
nes  de  la  Constitución.  Elegir  interinamente  los  miem¬ 
bros  del  Tribunal  de  Cuentas,  Fiscal  General  de  Ha¬ 
cienda,  Tesoreros  de  Caminos,  de  Beneficencia,  de  Ins¬ 
trucción  Pública,  de  Sanidad  y  cualesquiera  otros  que 
manejen  fondos  especiales,  de  carácter  nacional,  y 
aprobar  o  improbar,  también  interinamente,  los  nom¬ 
bramientos  de  Agentes  Diplomáticos  y  Consulares  con 
goce  de  sueldo.  Llamar  a  integrar  a  otros  Diputados 
por  falta  de  los  miembros  de  la  Comisión. 

La  formación,  sanción  y  promulgación  de  la  ley. 

La  iniciativa  de  ley  corresponde,  según  las  Cons¬ 
tituciones  de  Guatemala,  Honduras,  El  Salvador  y 
Nicaragua  a  los  Diputados,  al  Poder  Ejecutivo  y  a  la 
Corte  Suprema  de  Justicia,  en  materia  de  su  compe¬ 
tencia.  En  Costa  Rica  las  leyes  y  demás  actos  legis¬ 
lativos  pueden  tener  origen  solo  en  el  Congreso,  a 
propuesta  de  cualquiera  de  sus  miembros,  y  en)  el 
Poder  Ejecutivo,  por  medio  de  los  Secretarios  de 
Estado. 

Las  Constituciones  de  Guatemala,  Honduras  y 
Costa  Rica  establecen  que  ningún  proyecto  de  ley  se 
aprobará  sin  haber  sufrido  previamente  tres  debates, 
en  tres  sesiones  diferentes,  celebradas  en  distintos  días. 
En  Nicaragua,  aprobado  im  proyecto  de  ley  por  una  Cá¬ 
mara  pasafrá  en  calidad  de  iniciativa  a  la  otra,  quien 
tomándolo  en  consideración,  podrá  aprobarlo  o  no,  o 
reformarlo.  En  este  último  caso,  el  proyecto  se  tendrá 
como  iniciativa  de  la  Cámara  revisora.  Ningún  pro¬ 
yecto  será  definitivamente  votado,  sino  después  de  dos 
deliberaciones,  verificadas  en  distintos  días.  En  Hon- 
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duras  y  Nicaragua  el  número  de  debates  puede  redu¬ 
cirse,  en  caso  de  urgencia,  calificada  por  dos  tercios  de 
votos.  En  las  cinco  Eepúblicas  se  necesita,  además,  de 
la  sanción  del  Poder  Ejecutivo  para  que  tengan  fuerza 
de  ley,  los  proyectos  que  han  sido  definitivamente  apro¬ 
bados  por  las  respectivas  Asambleas. 

Xias  cinco  Constituciones  reconocen  al  Ejecutivo  el 
derecho  del  veto,  cuando  encontrare  inconvenientes  los 
proyectos  de  ley  que  le  fueren  pasados.  En  Guatemala, 
Honduras  y  Costa  Rica  el  término  para  ejercer  ese  de¬ 
recho  es  de  diez  días,  en  El  Salvador  de  ocho  y  en  Ni¬ 
caragua  de  cinco.  Si  pasados  esos  términos  no  fuere 
devuelto  el  proyecto  con  observaciones,  se  tendrá  por 
sancionado  y  deberá  promulgarse  como  ley.  Las  Cons¬ 
tituciones  de  Guatemala  y  Njicaragua  exigen,  además, 
el  acuerdo  del  Consejo  de  Ministros  para  poder  devolver 
a  la  Asamblea  los  proyectos  de  ley. 

Las  cinco  Constituciones  determinan  que  en  caso  de 
devolución,  el  proyecto  será  reconsiderado  y  si  la  Asam¬ 
blea  lo  ratificare  con  los  dos  tercios  de  votos,  lo  pasará 
de  nuevo  al  Ejecutivo,  quien  lo  sancionará  y  publicará 
sin  tardanza.  La  Constitución  de  Guatemala  faculta 
a  la  Asamblea  para  dejar  el  proyecto  para  las  sesiones 
del  año  siguiente,  sin  entrar  a  reconsiderarlo. 

Las  Constituciones  de  El  Salvador,  Honduras  y 
Nicaragua  estatuyen  que  cuando  la  ley  sea  votada,  du¬ 
rante  las  últimas  sesiones  de  la  Legislatura,  y  el  Ejecu¬ 
tivo  crea  inconveniente  sancionarla,  debeia  daile  inme 
diato  aviso  para  que  permanezca  reunida  hasta  diez  días 
contados  desde  la  fecha  en  que  se  le  pasó  el  proye<^o, 
y  no  haciéndolo  se  tendrá  la  ley  por  sancionada.  En 
este  caso,  la  Constitución  de  Guatemala  faculta  al  Eje¬ 
cutivo  para  devolver  el  proyecto  dptro  de  los  ocho  pri¬ 
meros  días  de  las  sesiones  ordinarias  del  anft  sigmente. 

Las  Constituciones  de  Guatemala,  Nicaragua  y 
Costa  Rica  establecen  que  no  es  necesaria  la  sanción 
del  Ejecutivo  en  los  decretos  y  resoluciones  siguientes: 
En  las  elecciones  que  el  Congreso  haga  o  declare  y  en 
las  renuncias  que  admita  o  deseche ;  en  los  actos  por  los 
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cuales  la  Asamblea  dirige  y  ordena  su  vida  interior; 
y  en  las  declaraciones  de  haber  lugar  a  formación  de 
causa.  *La  Constitución  de  Nicaragua  agrega  los  de¬ 
cretos  que  se  refieren  a  la  conducta  del  Ejecutivo  y  la 
ley  del  Presupuesto.  En  todos  estos  casos,  las  Cons¬ 
tituciones  de  Honduras  y  El  Salvador  determinan  que 
el  Poder  Ejecutivo  no  podrá  hacer  observaciones  ni 
oponer  su  sanción  a  las  leyes  y  resoluciones  respectivas, 
no  incluyendo  la  de  la  segunda  de  dichas  Repúblicas  a 
la  ley  del  Presupuesto. 

El  Poder  Ejecutivo. 

“El  poder  de  los  poderes  en  la  América  Latina  es 
el  Ejecutivo.  Puede  decirse  que  es  la  única  institu¬ 
ción  sólidamente  organizada,  la  única  que  tiene  toda  la 
fuerza  necesaria  para  desenvolverse  dentro  y  fuera  de 
sus  atribuciones,  la  única  que  impera,  la  que  absorbe 
todas  las  energías,  la  que  representa  la  Nación  y  gobier¬ 
na  activa  y  soberanamente.”  (^) 

Dicho  Poder  se  ejerce  en  cada  una  de  las  cinco 
Repúblicas  de  Centro-América  por  un  ciudadano  con 
el  título  de  Presidente  de  la  República.  La  elección 
de  la  persona  que  debe  desempeñar  ese  cargo  se  hace 
por  medio  del  voto  popular,  pero  en  los  casos  de  no 
haber  mayoría  absoluta,  las  respectivas  Constituciones 
determinan  lo  siguiente:  en  Gruatemala  y  El  Salvador 
la  Asamblea  hace  la  elección  entre  los  tres  ciudadanos 
que  hubieren  obtenido  mayor  número  de  sufragios.  En 
Honduras,  Nicaragua  y  Costa  Rica  el  Congreso  entre  los 
dos  ciudadanos  que  hubieren  obtenido  mayor  número  de 
votos.  La  Constitución  de  Honduras  previendo  que  el 
Congreso  ño  hiciere  la  declaratoria  o  la  elección  dentro 
de  veinte  días  contados  desde  su  instalación,  determina 
que  en  dicho  caso,  la  hará  la  Corte  Suprema  de  Justicia 
dentro  de  los  diez  días  anteriores  a  la  fecha  señalada 
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para  la  respectiva  toma  de  posesión.  ÍLa  de  Nicaragua 
establece  que  los  empates  que  ocurran  en  la  elección 
popular  o  en  la  que  practique  el  Congreso,  se  resolverán 
por  la  suerte. 

El  período  presidencial  es  de  cuatro  años  en  todas 
las  Repúblicas  de  Centro- América,  con  excepción  de  la 
Guatemala,  en  la  que  es  de  seis.  La  toma  de  posesión 
de  cada  período  comienza  en  Guatemala  el  15  de  marzo, 
en  Honduras  el  l.°  de  febrero,  en  El  Salvador  el  l.“  de 
marzo,  en  Nicaragua  el  l.°  de  enero  y  en  Costa  Rica 
el  8  de  mayo. 

Para  ser  electo  Presidente  se  requiere  en  Guate¬ 
mala  :  Ser  natural  de  Guatemala  o  de  cualquiera  de  las 
otras  Repúblicas  de  Centro-Almérica ;  ser  mayor  de 
veintiún  años;  estar  en  el  goce  de  los  derechos  de  ciu¬ 
dadano;  y  ser  del  estado  seglar.  En  Honduras,  ser 
ciudadano  en  ejercicio  de  sus  derechos;  no  menor  de 
treinta  años  ni  mayor  de  sesenta  y  cinco  y  hondureño 
por  nacimiento.  En  El  Salvador,  ser  salvadoreño  por 
nacimiento,  del  estado  seglar,  mayor  de  treinta  años  de 
edad,  estar  en  el  ejercicio  de  los  derechos  de  ciudadano, 
sin  haberlos  perdido  en  los  cinco  años  anteriores  a  la 
elección,  y  ser  de  honradez  e  instrucción  notorias.  En 
Costa  Rica,  ser  costarricense  por  nacimiento,  del  estado 
seglar,  mayor  de  treinta  años  y  ciudadano  en  ejercicio ; 
saber  leer  y  escribir  y  ser  propietario  de  cantidad  que 
no  baje  de  quinientos  colones  o  tener  una  renta  anual 
no  menor  de  doscientos  colones. 

En  Honduras,  El  Salvador,  Nicaragua  y  Costa 
Rica  los  ciudadanos  que  hubieren  ejercido  la  Presiden¬ 
cia,  en  propiedad  o  interinamente,  no  pueden  ser  electos 
para  el  siguiente  período.  Esta  prohibición  se  limita 
en  las  tres  últimas  de  dichas  Repúblicas  a  lo§  seis  meses 
anteriores  a  la  fecha  en  que  principia  el  nuevo  período. 
Tampoco  podrán  ser  electos  en  las  mencionadas  Repú¬ 
blicas  los  parientes  por  consanguinidad  o  afinidad,  den¬ 
tro  del  cuarto  grado,  de  la  persona  que  desempeña  la 
Presidencia,  ya  sea  en  propiedad  o  accidentalmente.  La 
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Constitución  de  Costa  Rica  proMbe  tamibién  la  elección 
de  los  que  ejercieren  el  cargo  de  Secretario  de  Estado,  o 
que  lo  hubiere  ejercido  en  los  seis  meses  anteriores  o 
parte  de  ellos. 

'Solamente  en  Gruatemala  no  está  consagrado  en  la 
Constitución  el  principio  republicano  de  la  alternabili- 
dad  en  el  Poder.  En  virtud  de  dos  reformas  que  mar¬ 
can  dos  etapas  dolorosas  en  las  vicisitudes  de  nuestra 
vida  política,  puede  ser  Candidato  a  la  Presidencia  el 
Designado  en  ejercicio  de  la  misma  y  puede  también 
darse  el  caso  de  las  reelecciones  indefinidas,  a  las  cuales 
debe  atribuirse  en  gran  parte  la  causa  de  nuestras 
desgracias. 

La  Conferencia  de  Paz  Centroamericana,  celebrada 
en  Washington  en  el  año  de  1907,  recomendó  a  los  Go¬ 
biernos  procurar  la  reforma  constitucional  en  el  sentido 
de  prohibir  la  reelección  de  Presidente  de  la  República, 
donde  tal  prohibición  no  exista,  y  adoptar  las  medidas 
necesarias  para  rodear  de  completa  garantía  el  princi¬ 
pio  de  alternabilidad  en  el  poder.  '¡Cuántos  males  se 
hubieran  evitado,  si  el  Gobierno  dictatorial  de  Estrada 
Cabrera  hubiese  tomado  en  cuenta  esa  recomendación! 

La  Conferencia  Centroamericana,  reunida  en  W as- 
hington  en  el  año  de  1923,  consecuente  con  el  criterio  de 
la  anterior,  dió  a  aquella  aspiración  el  carácter  jurídico 
de  obligación  internacional,  incorporando  al  Tratado 
General  de  Paz  y  Amistad  la  siguiente  cláusula:  “Las 
partes  contratantes  se  obligan  a  mantener  en  sus  res¬ 
pectivas  Constituciones  el  principio  de  no  reelección  del 
Presidente  de  la  República ;  y  aquellas  en  cuya  Consti¬ 
tución  se  permite  esa  reelección  se  obligan  a  provocar 
la  reforma^ constitucional  en  ese  sentido,  en  la  próxima 
reunión  del  Poder  Legislativo  después  de  la  ratificación 
del  presente  Tratado.” 

Respecto  de  esta  materia,  se  han  sustentado  tres 
doctrinas  diferentes  por  los  tratadistas  y  por  las  legis¬ 
laciones  positivas.  La  de  la  reelección  ilimitada,  que  es 
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la  que  aún  existe  en  Guatemala ;  la  de  la  prohibición  en 
absoluto  j  la  de  la  reelección  con  intervalo  o  hueco, 
como  dice  la  recopilación  de  Indias,  que  es  la  adoptada 
en  las  otras  Repúblicas  del  Istmo. 

El  Comentador  Montes  de  Oca  no  acepta  ni  esta 
última  forma,  como  podrá  juzgarse  por  los  párrafos 
que  transcribimos'  a  continuación: 

“'No  se  salvan  los  inconvenientes  que  la  reelección 
trae  aparejados  con  determinar  que  solo  podrá  ocupar¬ 
se  nuevamente  la  primera  magistratura  del  país  con  el 
intervalo  de  un  período.  Mientras  el  interés  personal 
del  Presidente  encuentre  en  los  códigos  políticos  un 
resquicio ;  mientras  el  atractivo  enceguecedor  del  man¬ 
do  no  se  destruya  con  un  terminante  non  possumus; 
mientras  la  reelección  no  sea  vedada  in  totum,  la  liber¬ 
tad  de  sufragio  será  una  quimera  que  no  podrá  resistir 
a  los  embates  de  las  ambiciones.” 

“Podrán  alguna  vez  perderse  los  servicios  presi¬ 
denciales  de  algún  ciudadano  de  recto  criterio,  de  cua¬ 
lidades  sobresalientes  ;  pero  desgraciado  el  país  que  no 
tiene  más  que  un  sólo  hombre  digno  de  ocupar  la  pri¬ 
mera  magistratura.”  (^) 

Para  el  caso  de  falta  de  la  persona  que  desempeña 
la  Presidencia  de  la  República,  hay  en  Guatemala  dos 
Designados,  nombrados  por  la  Asamblea  Legislativa ;  en 
El  Salvador,  un  Vice-Presidente  electo  popoúarmente 
y  tres  Designados  nombrados  por  la  Asamblea;  en 
Honduras,  un  Vice-Presidente  electo  popularmente;  a 
falta  de  éste,  se  hace  cargo  del  Ejecutivo  el  Presidente 
de  la  Corte  Suprema  de  Justicia  y  en  defecto  de  éste, 
el  Presidente  del  Congreso.  En  Nicaragua,  un  Vice- 
Presidente  de  elección  popular  y  dos  Designados  electos 
por  el  Congreso  en  Cámaras  unidas.  En  (?osta  Rica, 
tres  Designados  electos  por  el  Congreso.  Tanto  los 
Vice-Presidentes  como  los  Designados  deben  reunir  las 
mismas  calidades  que  el  Presidente  de  la  República. 


(1)  Montes  de  Oca.— Derecho  Constitucional.  Tomo  II. 
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En  Nicaragua  es  necesario,  además,  que  la  elección  de 
Designados  recaiga  en  miembros  de  la  Representación 
Nacional. 

En  Guatemala  el  Primer  Designado  o  en  su  defec¬ 
to  el  Segundo  entra  a  ejercer  el  Poder  Ejecutivo,  úni¬ 
camente  en  caso  de  falta  absoluta  del  Presidente  de  la 
República.  En  caso  de  licencia,  la  Asamblea  elige  a  la 
persona  en  la  cual  debe  quedar  depositado  el  mando. 
En  las  otras  Repúblicas  el  Vice-Presidente  o  los  Desig¬ 
nados,  en  su  caso,  entran  a  ejercer  la  Presidencia  por 
falta  absoluta  o  temporal  del  individuo  que  la  desempe¬ 
ña.  La  Constitución  de  El  Salvador  determina  que  si 
el  Poder  Legislativo  estuviere  reunido  y  hubiere  cadu¬ 
cado  el  nombramiento  de  los  Designados,  corresponde 
a  éste  proveer  la  vacante. 

La  Constitución  de  Guatemala  establece  que'  el 
Designado  en  ejercicio  de  la  Presidencia  debe  convocar 
a  elección  de  Presidente,  dentro  de  los  ocho  días  si¬ 
guientes  al  de  la  falta  absoluta ;  debiendo  verificarse  di¬ 
cha  elección  antes  de  que  transcurran  seis  meses  desde  la 
fecha  de  la  convocatoria.  Efectuada  la  elección  y  hecha 
la  declaratoria  por  la  Asamblea,  el  ciudadano  electo  toma 
desde  luego  posesión  y  su  período  se  computará  desde 
el  15  de  marzo  siguiente.  En  Honduras,  si  la  falta  de 
Presidente  fuere  absoluta,  el  Vice-^Presidente  ejercerá 
el  Poder  Ejecutivo  por  el  tiempo  que  falte  para  con¬ 
cluir  el  período ;  pero  si  faltare  también  absolutamente 
el  Vice-Presidente,  quien  lo  sustituya  por  la  ley,  con¬ 
vocará  a  elecciones  un  mes  después,  para  un  período 
constitucional.  Mientras  recibe  la  Presidencia  el  lla¬ 
mado  por  la  ley,  ejercerá  el  Poder  Ejecutivo  el  Consejo 
de  Ministros ;  y  éste  llamará  inmediatamente  al  nuevo 
funcionario  para  darle  posesión,  si  no  estuviere  reunido 
el  Congres'o.  La  Constitución  de  Nicaragua  determina 
que  si  el  Congreso  estuviere  reunido  en  el  momento  de 
la  falta  absoluta  del  Presidente  de  la  República,  corres¬ 
ponderá  a  aquel  autorizar  el  depósito  en  el  Represen¬ 
tante  que  designe.  Mientras  no  reciba  la  Presidencia 
el  llamado  por  la  ley,  ejercerá  el  Poder  Ejecutivo  el 
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Ministro  de  Gobernación,  quien  dará  posesión  al  nuevo 
funcionario  si  no  estuviere  reunido  el  Congreso.  La 
Constitución  de  Costa  Rica  determina  que  cuando  por 
muerte,  renuncia  u  otra  causa  vacare  la  Presidencia 
de  la  República,  los  Designados  por  el  orden  de  su  no¬ 
minación,  entrarán  a  ejercerla  por  todo  el  tiempo  que 
falte  para  concluirse  el  período  presidencial. 

En  caso  de  falta  temporal,  la  Constitución  de  Costa 
Rica  faculta  al  Presidente  de  la  República  para  llamar 
al  Designado  que  estime  conveniente.  A  falta  de  lla¬ 
mamiento,  ejercerá  el  Poder  Ejecutivo  el  Designado  a 
quien  corresponda  por  orden  de  nominación. 

Atribuciones  y  deberes  del  Poder  Ejecutivo. 

(Podemos  resumir  los  deberes  y  atribuciones  del 
Ejecutivo,  especificados  en  cada  una  de  las  Constitucio¬ 
nes  de  que  nos  ocupamos,  en  la  forma  siguiente :  defen¬ 
der  la  independencia  y  el  honor  de  la  Nación  y  la 
integridad  de  su  territorio ;  conservar  la  paz  y  tranqui¬ 
lidad  interior  y  repeler  toda  agresión  exterior ;  cumplir 
y  hacer  cumplir  la  Constitución  y  las  demás  leyes,  san¬ 
cionarlas,  y  promulgarlas  o  vetarlas ;  nonibrar,  remover 
y  admitir  sus  renuncias  a  los  Ministros  de  Estado  y 
demás  empleados  del  orden  militar  y  administrativo; 
celebrar  tratados,  dirigir  las  relaciones  exteriores  y 
nombrar  agentes  diplomáticos  y  consulares ;  expedir  las 
órdenes  y  reglamentos  necesarios  para  la  ejecución  de 
las  leyes;  dirigir  y  fomentar  la  instrucción  pública,  y 
en  las  Repúblicas  de  Guatemala  y  Nicaragua,  ejercer  la 
suprema  inspección  sobre  la  enseñanza  privada;  orga¬ 
nizar  y  distribuir  la  fuerza  armada ;  recaudar  y  admi¬ 
nistrar  las  rentas  nacionales  y  presentar  el  proyecto 
de  presupuesto  a  la  Asanlblea;  dar  a  los  fuficionarios 
del  Poder  Judicial  los  auxilios  y  fuerza  que  necesiten 
para  hacer  efectivas  sus  providencias;  convocar  al 
Poder  Legislativo  a  sesiones  extraordinarias ;  conferir 
grados  militares :  en  El  Salvador  y  Honduras,  de  Capi¬ 
tán  inclusive  abajo,  en  Costa  Rica  hasta  Teniente  Co- 
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ronel  inclusive,  y  en  Guatemala  y  Nicaragua  hasta 
Coronel  inclusive,  y  en  esta  última  República  hasta 
General  de  División  si  fuere  en  tiempo  de  guerra. 

'Solamente  las  Constituciones  de  Honduras  y  Costa 
Rica  señalan  la  obligación  del  Presidente  de  la  Repú¬ 
blica  de  presentar  en  la  instalación  de  cada  Congreso 
ordinario  una  relación  general  del  estado  político  del 
país  y  de  los  actos  de  la  administración,  y  tanto  en 
dichas  Repúblicas,  como  en  las  otras  de  Centro- 
América,  se  establece  el  precepto  de  presentar  por  me¬ 
dio  de  los  Secretarios  de  Estado  una  memoria  circuns¬ 
tancial  de  los  diferentes  ramos  de  la  administración. 
La  Constitución  de  El  Salvador  obliga  al  Ejecutivo  a 
dar  a  la  Asamblea  los  informes  que  le  pida,  salvo  que  se 
trate  de  planes  de  guerra  o  negociaciones  políticas; 
pero  en  el  caso  de  que  los  informes  sean  precisos  para 
exigirle  responsabilidad,  no  podrá  rehusarlos  por  nin¬ 
gún  motivo. 

Respecto  al  derecho  de  gracia,  las  Constituciones 
de  Centro-América  dan  al  Ejecutivo  las  facultades  si¬ 
guientes:  en  G-uatemala  conmutar  penas  y  conceder 
indultos  por  delitos  políticos  y  aún  por  delitos  comunes 
cuando  la  conveniencia  pública  lo  exija  o  el  peticionario 
tenga  a  su  favor  servicios  relevantes  prestados  a  la 
Nación.  En  El  Salvador,  únicamente  conmutar  penas, 
previo  informe  y  dictamen  favorables  de  la  Corte  Su¬ 
prema  de  Justicia.  En  Honduras  conceder  indultos  y 
conmutar  penas.  En  Nicaragua,  suspender  la  ejecu¬ 
ción  de  IsD  pena  de  muerte,  dando  cuenta  al  Congreso, 
conceder  amnistías  en  receso  de  éste,  y  proponer  al  pro¬ 
pio  Congreso  amnistías,  indultos  y  conmutas  de  penas. 
Y  en  Costa  Rica  indultar,  conmutar  y  rebajar  las  pe¬ 
nas  y  conceder  amnistías  e  indultos  generales  por  delitos 
políticos. 
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La  facultad  de  indultar  o  conmutar  es  una  intromi¬ 
sión  del  poder  ejecutivo  en  la  administración  de  justicia^ 
por  motivos  de  dudosa  equidad  o  por  sentimientos  de 
mal  entendida  filantropía.  (^)  Los  fines  que  con  ella  se 
persiguen,  pueden  llenarse  de  manera  justa,  imparcial 
y  científica,  y  no  por  vía  de  favor,  sujeto  a  las  pasiones 
y  al  capricho,  cuando  no  a  torcidas  conveniencias  polí¬ 
ticas,  por  medio  de  los  nuevos  sistemas  de  individuali¬ 
zación  penal  y  bajo  el  control  de  las  autoridades  judi¬ 
ciales.  No  obstante,  creemos  que  pueden  subsistir  la 
facultad  de  conmutar  la  pena  de  muerte  por  la  inmedia¬ 
ta  inferior  y  la  de  conceder  indultos  por  delitos  políti¬ 
cos.  Saltan  a  la  vista  las  razones,  que  sería  prolijo 
enumerar. 

La  Constitución  de  Guatemala  da  al  Poder  Ejecu¬ 
tivo  la  atribución  de  velar  por  la  pronta  y  cumplida 
administración  de  justicia  y  la  de  nombrar  a  los  Jueces 
de  I.*"  Instancia,  a  propuesta  en  terna  de  la  Corte  Supre¬ 
ma  de  Justicia,  facultades  amjbas  que  destruyen  por 
completo  la  independencia  de  los  Poderes  y  no  encuen¬ 
tran  justificación  alguna  dentro  de  los  principios  gene¬ 
rales  que  informan  la  Constitución. 

Las  Constituciones  de  Nicaragua  y  Costa  Rica  fa¬ 
cultan  al  Ejecutivo  para  expedir  patentes  de  corso  y 
cartas  de  represalias.  En  la  segunda  de  dichas  Repú¬ 
blicas  se  limita  la  facultad  solamente  al  tiempo  de 
guerra. 

La  Constitución  de  Nicaragua  faculta  al  Ejecutivo 
para  establecer  el  régimen  especial  con  que  deben  gober¬ 
narse  temporalmente  las  regiones  despobladas  o  habita¬ 
das  por  indígenas  no  civilizados. 

Las  Constituciones  de  Honduras  y  de  Nicaragua 
obligan  al  Ejecutivo  a  publicar  mensualmente  el  estado 
de  ingresos  y  egresos  de  las  rentas  nacionales. 

La  Constitución  de  Costa  Rica  contiene  dos  facul¬ 
tades,  relacionadas  con  el  sistema  adoptado  en  aquella 
República  en  materia  religiosa:  la  de  ejercer  el  patro- 


(1)  Montes  de  Oca _ Obra  citada. 
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nato  con  arreglo  a  las  leyes,  hacer  las  presentaciones  y 
nombramientos  que  éstas  le  cometan  y  ejecutar  los  de¬ 
más  actos  a  que  las  mismas  le  llamen  en  los  asuntos  de 
la  Iglesia ;  y  conceder  o  negar  el  paso  a  los  decretos  con¬ 
ciliares,  bulas,  breves  y  rescriptos  pontificios  y  cuales¬ 
quiera  otros  despachos  de  la  autoridad  eclesiástica. 

Los  Secretarios  de  Estado. 

La  institución  del  Ministerio  está  expresamente  es¬ 
tablecida  en  las  cinco  'Constituciones  centroamericanas. 
Las  de  Guatemala,  Nicaragua  y  Costa  Rica  dejan  a  la 
ley  la  determinación  del  número  de  los  Ministros  y  la 
distribución  de  funciones  entre  ellos.  La  de  El  Salva¬ 
dor  preceptúa  que  no  podrán  exceder  de  cuatro  y  la  de 
Honduras  dice  que  para  la  administración  de  los  nego¬ 
cios  públicos  habrá  de  cuatro  a  siete  Secretarios  de  Es¬ 
tado,  entre  las  cuales  se  distribuirán  los  ramos  de  Rela¬ 
ciones  Exteriores,  Hacienda  y  Crédito  Público,  Guerra 
y  Marina,  Gobernación  y  Justicia,  Instrucción  Pública, 
Fomento,  Trabajo  y  Sanidad,  Agricultura  y  los  demás 
que  se  consideren  necesarios. 

Para  ser  Secretario  de  Estado  se  requiere  en  Gua¬ 
temala,  ser  mayor  de  veintiún  años,  del  estado  seglar, 
ciudadano  en  ejercicio  y  no  ser  contratista  de  obras  pú¬ 
blicas  ni  tener  pendientes  de  resultas  de  esas  contratas, 
reclamaciones  de  interés  propio.  En  Honduras,  ser 
bondureño  por  nacimiento,  mayor  de  veinticinco  años 
y  estar  en  ejercicio  de  sus  derechos.  En  El  Salvador, 
ser  originario  y  vecino  de  la  República,  mayor  de 
veinticinco  años,  de  notoria  moralidad  y  aptitudes,  no 
haber  perdido  los  derechos  de  ciudadano  cinco  años  an¬ 
tes  de  su,  nombramiento  y  no  ser  contratista  de  obras 
o  servicios  públicos,  o  tener  reclamaciones  pendientes 
de  interés  propio.  También  pueden  ser  Ministros  los 
ciudadanos  originarios  de  las  otras  Repúblicas  de 
Centro- América  que  reúnan  las  otras  condiciones  ex¬ 
presadas  y  cinco  años  de  residencia  en  El  'Salvador.  En 
Nicaragua,  ser  ciudadano  en  ejercicio  de  sus  derechos, 
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natural  de  Nicaragaia,  del  estado  seglar  y  mayor  de 
veinticinco  años.  En  Costa  Rica,  ser  costarricense  por 
nacimiento  o  naturalizado ;  pero  en  este-  último  caso 
deberá  tener,  por  lo  menos,  diez  años  de  residencia  en 
el  país  y  ser  casado  o  viudo  con  descendencia  legítima ; 
ser  ciudadano  en  ejercicio,  del  estado  seglar,  mayor  de 
veinticinco  años,  de  notoria  instrucción  y  propietario 
de  cantidad  que  no  baje  de  quinientos  colones  o  tener 
una  renta  anual  no  menor  de  doscientos  colones. 

Las  Constituciones  de  Honduras  y  Nicaragua  pro- 
hiben  ser  Ministros  a  los  parientes  del  Presidente  de  la 
República;  en  la  primera,  dentro  del  cuarto  grado  de 
consanguinidad  o  afinidad  y  en  la  segunda,  dentro  del 
segundo  de  dicbos  grados.  A'  los  que  hubieren  admi¬ 
nistrado  o  recaudado  fondos  públicos,  mientras  no  ten¬ 
gan  finiquito  de  solvencia.  A  los  deudores  a  la  Hacien¬ 
da  Pública  y  a  los  contratistas  de  obras  o  servicios 
públicos  por  cuenta  de  la  Nación  o  a  los  que  por  tales 
contratas  tengan  reclamaciones  pendientes. 

Las  cinco  Constituciones  establecen  que  los  decre¬ 
tos,  acuerdos,  órdenes  y  providencias  del  Presidente  de 
la  República,  deben  ser  autorizados  y  comunicados  por 
los  Ministros  en  sus  respectivos  ramos.  Las  de  Hon¬ 
duras,  El  Salvador  y  Costa  Rica  agregan  que  sin  ese 
requisito  no  serán  válidos,  no  debiendo  en  consecuencia 
ser  obedecidos. 

En  las  cinco  Repúblicas  los  Ministros  están  obliga¬ 
dos  a  dar  cuenta  anualmente  a  la  Asamblea  con  una 
memoria  detallada  de  los  trabajos  verificados  en  sus 
respectivos  ramos ;  a  darle  todos  los  informes  que  se  les 
pidan,  con  excepción  de  los  asuntos  relativos  a  Gruerra 
y  Relaciones  Exteriores.,  En  El  Salvador  y  Nicaragua 
se  preceptúa  que  aún  en  este  caso,  deben  suministrarse 
los  informes  pedidos,  si  así  lo  resuelve  la  Asamblea. 
En  Guatemala  se  limita  la  excepción  a  los  asuntos  di- 
ploHiáticos  u  operaciones  militares  (pendientes.  Las 
Constituciones  de  Guatemala  y  Nicaragua  establecen 
también  la  obligación  de  los  Ministros  de  concurrir  a  la 
Asamblea  a  contestar  las  interpelaciones  que  se  les  diri- 
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jan,  con  la  única  salvedad  ya  indicada.-  La  Constitu¬ 
ción  de  El  Salvador  determina  que  el  Ministro  que  no 
cumpla  con  enviar  su  Memoria  dentro  de  los  ocho  días 
siguientes  a  la  apertura  de  las  sesiones  ordinarias,  que¬ 
dará  por  el  mismo  liecho  suspenso  en  sus  funciones,  lo 
que  será  inmediatamente  comunicado  al  Ejecutivo  para 
que  en  los  ocho  días  siguientes  presente  la  Memoria, 
por  medio  del  nuevo  Ministro  que  nombre  al  efecto.  Si 
no  lo  verificare,  quedará  suspenso  el  Presidente  de  la 
República,  asumiendo  el  Poder  la  persona  llamada  se¬ 
gún  la  Constitución. 

En  las  cinco  Repúblicas  los  Secretarios  de  Estado 
pueden  concurrir  a  jas  sesiones  del  Poder  Legislativo 
y  tomar  parte,  sin  voto,  en  sus  deliberaciones. 

La  Constitución  de  Guatemala  declara  que  la  res¬ 
ponsabilidad  de  los  Secretarios  de  Estado  es  solidaria 
con  la  del  Presidente  por  todos  los  actos  de  éste  que 
autoricen  con  su  firma.  En  las  otras  Constituciones 
que  estudiamos  no  se  habla  expresamente  de  esa  respon¬ 
sabilidad,  pero  se  desprende  claramente  de  otras  dis¬ 
posiciones. 

La  Constitución  de  Costa  Rica  indica  que  son  nulos 
y  de  ningún  valor  los  acuerdos,  resoluciones,  órdenes  y 
cualesquiera  otras  disposiciones  que  comuniquen  los 
Secretarios  de  Estado  sin  haber  sido  antes  rubricados 
por  el  Presidente  de  la  República  en  el  libro  corres¬ 
pondiente. 

Para  terminar  esta  parte,  relativa  a  los  Secretarios 
de  Estado,  debemos  hacer  especial  mención  del  artículo 
contenido  en  la  nueva  Constitución  hondureña,  en  vir¬ 
tud  del  ciíal  cuando  el  Congreso  diere  un  voto  de  censura 
contra  el  Ministerio  o  contra  alguno  de  los  Secretarios 
de  Estado,  el  Secretario  o  Secretarios  objeto  de  la  cen¬ 
sura  cesarán  en  sus  respectivos  cargos  y  el  Presidente  de 
la  República  deberá  reponerlos  inmediatamente.  Esta 
disposición  entraña  una  notable  modificación  en  el  sis- 
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tema  de  gobierno  presidencial,  adoptado  en  casi  todos 
los  países  americanos,  toda  vez  que  establece  una  res¬ 
ponsabilidad  política  del  G-abinete  ante  el  Congreso,  la 
cual  es  una  de  las  características  a  la  vez  que  una  indis¬ 
cutible  ventaja  del  sistema  parlamentario. 

El  Consejo  de  Estado. 

Las  Constituciones  de  Guatemala  y  Costa  Rica  es¬ 
tablecen  la  primera  un  Consejo  de  Estado,  compuesto  de 
los  Secretarios  del  Despacho  y  nueve  Consejeros,  nom¬ 
brados  cinco  por  la  Asamblea  y  cuatro  por  el  Presiden¬ 
te  de  la  República ;  y  la  segunda  un  Consejo  de  Gobierno 
compuesto  de  los  Secretarios  de  Estado,  pudiendo  au¬ 
mentarse  con  los  demás  individuos  que  el  Presidente 
de  la  República  tenga  a  bien  invitar  cuando  la  gravedad 
de  algún  asunto  lo  exigiere. 

La  Constitución  de  Guatemala  asigna  como  fun¬ 
ciones  al  Consejo  de  Estado  las  de  formar  su  reglamento 
de  régimen  interior  y  dar  su  dictamen  al  Presidente 
de  la  República  en  todos  los  asuntos  que  le  consultare. 

La  Constitución  de  Costa  Rica  únicamente  indica 
que  el  Consejo  de  Gobierno  tiene  por  objeto  discutir 
y  deliberar  sobre  los  negocios  que  el  Presidente  le 
someta. 

Para  ser  electo  Consejero  de  Estado  en  Guatemala 
se  requiere  tener  más  de  veintiún  años  y  estar  en  el 
ejercicio  de  los  derechos  de  ciudadano.  El  desempeño 
de  sus  funciones  dura  dos  años.  Como  se  ve,  estos 
Cuerpos  son  simplemente  consultivos  y  ni  siquiera  hay 
algún  precepto  constitucional  que  obligue  a  oírlos  en 
determinados  casos,  por  lo  cual  han  llegado  a  ser,  al 
menos  en  esta  República,  organismos  totalmente  des¬ 
provistos  de  utilidad  y  de  dualidades  prácticas. 
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El  Poder  Judicial. 

El  Poder  Judicial  se  ejerce  en  cada  una  de  las 
cinco  Repúblicas  de  Centro-Aimérica  por  la  Corte  Su¬ 
prema  de  Justicia  y  por  los  demás  Tribunales  y  Juzga¬ 
dos  que  la  ley  establezca.  La  Constitución  de  Gua¬ 
temala  agrega  que  a  dichos  Tribunales  corresponde  la 
potestad  de  aplicar  las  leyes  en  los  juicios  civiles  y 
criminales.  Tanto  dicha  Constitución  como  las  de  Hon¬ 
duras,  Nicaragua  y  El  Salvador  prescriben  que  la 
facultad  de  juzgar  y  ejecutar  lo  juzgado  pertenece  ex¬ 
clusivamente  a  las  Cortes  y  demás  Tribunales  de 
Justicia. 

En  Honduras,  El  Salvador,  Nicaragua  y  Costa 
Rica  los  Magistrados  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia 
son  electos  por  el  Poder  Legislativo,  y  en  la  primera 
de  dichas  Repúblicas  la  elección  debe  hacerse  entre  los 
abogados  que  hayan  desempeñado  Cortes  de  Apelacio¬ 
nes  durante  un  año,  por  lo  menos.  Solamente  en  Gua¬ 
temala  la  designación  de  los  Magistrados  de  la  Corte 
Suprema  de  Justicia  y  de  las  Salas  de  Apelaciones  se 
hace  por  elección  popular.  El  sufragio  de  segundo  gra¬ 
do  creemos  que  reúne  mayores  garantías  de  acierto,  y 
dadas  las  condiciones  de  nuestro  medio,  se  presta  menos 
a  combinaciones  políticas,  cuya  total  abolición  es  el  ideal 
de  la  buena  adnünistración  de  justicia. 

Los  Magistrados  de  las  Salas  de  Apelaciones  son 
también  electos  por  el  Poder  Legislativo  en  Nicaragua, 
Costa  Rica  y  El  Salvador.  En  esta  última  República 
las  referidas  Salas  llevan  el  nombre  de  Cámaras  de  2.“ 
y  de  3.^  Instancia.  En  Honduras  la  Corte  Suprema  de 
Justicia  nombra,  traslada  o  remueve  con  justa  causa  a 
los  Magistrados  de  las  Cortes  de  Apelaciones,  Jueces 
departamentales  y  seccionales  y  Oficiales  del  Ministe¬ 
rio  Público.  Los  primeros  de  dichos  funcionarios  son 
nombrados  entre  los  abogados  que  hayan  servido  el 
cargo  de  J uez  de  Letras,  durante  un  año,  por  lo  menos. 
Los  Jueces  de  Paz  son  nombrados  por  los  Jueces  de 
Letras,  a  propuesta  en  terna  de  la  respectiva  Munici- 
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palidad.  En  las  otras  Repúblicas  los  Jueces  inferiores 
también  son  nombrados  por  la  Corte  Suprema  de  Jus¬ 
ticia,  con  excepción  de  Guatemala,  donde,  como  ya  vi¬ 
mos  al  tratar  de  las  atribuciones  del  Poder  Ejecutivo, 
corresponde  a  éste  hacer  esos  nombramientos,  lo  que 
consideramos  como  una  verdadera  anomalía  por  anular 
teórica  y  prácticamente  la  independencia  del  Poder 
Judicial. 

El  período  de  los  Magistrados  es  de  cuatro  años  en 
Guatemala,  Honduras  y  Costa  Rica.  En  El  Salvador 
es  de  dos  años  y  en  Nicaragua  es  de  seis  años  para  los 
Magistrados  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia  y  de  cua¬ 
tro  para  los  de  las  Salas  de  Apelaciones.  En  las  cinco 
Repúblicas  pueden  ser  reelectos  indefinidamente. 

Para  ser  electo  Magistrado  se  requiere  en  Guate¬ 
mala,  estar  en  el  goce  de  los  derechos  de  ciudadano,  ser 
mayor  de  veintiún  años,  abogado  y  del  estado  seglar. 
En  Honduras,  las  mismas  calidades,  con  la  excepción 
de  ésta  última  y  la  diferencia  de  la  edad  que  debe 
ser  mayor  de  treinta  años.  No  pueden  ser  Magis¬ 
trados,  además,  los  que  tengan  cualquiera  de  las  in¬ 
habilidades  establecidas  para  ser  Secretario  de  Estado. 
En  El  Salvador,  ser  natural  de  la  República  o  centro¬ 
americano  naturalizado,  ciudadano  en  ejercicio,  mayor 
de  treinta  años.  Abogado  de  la  República,  tener  ins¬ 
trucción  y  moralidad  notorias  y  haber  ejercido  en  El 
Salvador  por  cuatro  años  la  profesión  de  Abogado  o 
servido  por  dos  una  Judicatura  de  1.^  Instancia.  Los 
extranjeros  naturalizados  pueden  ser  Magistrados  siem¬ 
pre  que  hubiesen  hecho  la  carrera  de  Abogado  en  El 
Salvador  y  reúnan  las  demás  condiciones  indicadas. 
En  Nicaragua,  las  mismas  calidades  que  en  Guatemala 
con  la  sola  diferencia  de  la  edad,  que  debe  ser  mayor 
de  treinta  años.  Y  en  Costa  Rica,  ser  costafricense  por 
nacimiento  o  naturalizado  con  residencia  de  cuatro  años 
después  de  la  natm’alización,  ser  ciudadano  en  ejercicio, 
del  estado  seglar,  abogado  de  la  República,  haber  ejer¬ 
cido  la  profesión  por  cinco  años  y  tener  un  capital  pro¬ 
pio  de  tres  mil  colones  o  rendir  fianza  equivalente.  Las 
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Constituciones  de  Honduras,  El  Salvador,  Nicaragua 
y  Costa  Rica  establecen  la  prohibición  de  ser  Magistra¬ 
dos  en  un  mismo  Tribunal  a  las  personas  ligadas  por 
parentesco  de  consanguinidad  dentro  del  cuarto  grado, 
o  de  afinidad  dentro  del  segundo  en  las  tres  primeras 
Repúblicas,  y  hasta  el  segundo  grado  inclusive,  en  am¬ 
bos  casos,  en  Costa  Rica. 

La  Constitución  de  Nicaragua  determina  que  los 
miembros  de  los  tribunales  de  justcia  no  podrán  ejercer 
ningún  empleo  de  elección  popular  o  que  lleve  anexa 
jurisdicción.  Las  de  Costa  Rica  y  El  Salvador  estable¬ 
cen  la  incompatibilidad  del  cargo  de  Magistrado  con  el 
de  empleado  de  los  otros  Poderes,  ampliándola  esta  úl¬ 
tima  a  los  Jueces  de  1.^  Instancia  y  restringiéndola 
solo  a  los  empleos  remunerados. 

Las  Constituciones  de  Guatemala,  Honduras  y  Ni¬ 
caragua  establecen  que  un  mismo  Juez  no  puede  serlo 
en  diversas  instancias  en  una  misma  causa;  y  las  de 
Honduras  y  Costa  Rica  expresan  que  ningún  Poder  ni 
autoridad  puede  avocarse  causas  pendientes,  ni  abrir 
juicios  fenecidos ;  pero  en  la  primera  de  estas  dos  últi¬ 
mas  Repúblicas  las  causas  juzgadas  en  materia  crimi¬ 
nal,  común  o  militar,  pueden  ser  revisadas  en  toda  épo¬ 
ca  en  favor  de  los  condenados,  a  pedimento  de  éstos, 
de  cualquiera  otra  persona,  del  Ministerio  Público  o  de 
oficio. 

Las  Constituciones  de  Honduras  y  Nicaragua  de¬ 
claran  que  la  administración  de  Justicia  es  gratuita. 

En  El  Salvador,  de  conformidad  con  la  Constitu¬ 
ción,  para  poder  desempeñar  una  Judicatoa  de  l.“  Ins¬ 
tancia  se  requiere:  ser  ciudadano  en  ejercicio  con  vecin¬ 
dario  de  dos  años,  abogado  de  la  República,  mayor  de 
veintiún  añps,  de  conocida  moralidad  e  instrucción  y  no 
haber  perdido  los  derechos  de  ciudadano  dos  años  antes 
de  su  nombramiento.  Además,  se  establece  el  Jurado 
de  calificación  en  donde  hubiere  Jueces  de  1.^  Instancia 
para  toda  clase  de  delitos  que  fueren  de  la  competen¬ 
cia  de  éstos. 
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En  Honduras  las  funciones  de  Presidente  de  la 
Corte  Suprema  de  Justicia  duran  un  año,  turnándose 
los  Magistrados  en  ella  por  orden  de  antigüedad.  A 
falta  de  ésta  se  estará  a  la  antigüedad  del  título. 

Las  Constituciones  de  Honduras,  Nicaragua  y  El 
Salvador  señalan  además  de  las  atribuciones  de  la  Cor¬ 
te  Suprema  de  Justicia  de  que  ya  se  ha  hecho  mérito, 
como  la  de  hacer  nombramientos  de  los  Jueces  inferio¬ 
res,  las  siguientes:  formar  su  Reglamento  interior;  co¬ 
nocer  de  los  delitos  oficiales  y  comunes  de  los  Altos  Fun¬ 
cionarios,  cuando  proceda  de  conformidad  con  la  Consti¬ 
tución;  autorizar  a  los  abogados  y  notarios  para  el 
ejercicio  de  su  profesión,  suspenderlos  y  rehabilitarlos ; 
y  conocer  de  las  causas  de  presa  y  demás  asuntos  que  le 
someta  la  ley. 

La  Constitución  de  Honduras  señala  la  facultad 
de  declarar  que  ha  lugar  a  formación  de  causa  contra 
los  Miembros  del  Tribunal  de  Cuentas,  Fiscal  Heneral 
de  Hacienda  y  principales  empleados  nacionales  y  de¬ 
partamentales  que  la  ley  determine,  por  los  delitos  que 
cometan. 

La  Constitución  de  Nicaragua  enumera,  además, 
las  siguientes  facultades :  conocer  de  los  recursos  contra 
las  resoluciones  del  Tribunal  de  Cuentas ;  conocer  de  los 
recursos  de  revisión  y  de  amparo  en  los  casos  señalados 
por  la  ley ;  nombrar  los  médicos  forenses  y  Registrado¬ 
res  de  la  Propiedad;  admitir  las  renuncias  de  los  em¬ 
pleados  de  su  nombramiento  y  aún  removerlos  antes  de 
terminar  sus  respectivos  períodos,  con  causa  justificada 
o  sin  ella,  debiendo  en  este  último  caso  dictarse  el  acuer¬ 
do  por  unanimidad  de  votos ;  y  resolver  las  reclamacio¬ 
nes  que  se  hagan  contra  las  disposiciones  expedidas  por 
las  Municipalidades  y  demás  corporaciones  locales  ad¬ 
ministrativas,  cuando  fueren  contrarias  a  la  Consti¬ 
tución  o  a  las  leyes.  Como  se  ve,  el  procedimiento 
contencioso-administrativo,  por  lo  menos  en  algunas  de 
sus  formas,  existe  en  iNicaragua,  correspondiendo  su 
trámite  y  resolución  a  la  Corte  Suprema  de  Justicia. 
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L/a  Constitución  de  El  Salvador  especifica,  además, 
las  siguientes  facultades  de  la  referida  Corte :  nombrar 
al  Juez  de  Hacienda,  Fiscal  de  la  Corte,  Fiscales  del 
Jurado,  Procuradores  de  Pobres  de  la  Capital  y  su¬ 
balternos  de  su  oficina ;  conocer  de  las  renuncias  y  licen¬ 
cias  de  los  empleados  de  su  nombramiento;  visitar  los 
Tribunales  y  Juzgados  por  medio  de  un  Magistrado, 
para  corregir  los  abusos  que  se  noten  en  la  administra¬ 
ción  de  Justicia;  hacer  uso  del  derecho  de  iniciativa, 
manifestando  directamente  al  Poder  Legislativo  la  in¬ 
conveniencia  de  las  leyes  y  vacíos  que  hubiese  notado 
para  su  aplicación,  indicando  las  reformas  de  que  sean 
susceptibles;  dirimir  las  competencias  entre  los  Tribu¬ 
nales  y  Jueces ;  decretar  y  hacer  efectivo  el  recurso  de 
amparo;  formar  y  presentar  al  Ctierpo  Legislativo  el 
Presupuesto  anual  de  los  gastos  del  ramo ;  y  vigilar  in¬ 
cesantemente  porque  se  administre  pronta  y  cumplida 
Justicia,  atribución  ésta  última,  que,  como  ya  vimos, 
asigna  la  Constitución  de  Guatemala,  de  manera  impro¬ 
cedente,  al  Poder  Ejecutivo.  ' 

Debemos  hacer  notar  que  la  Constitución  de  Gua¬ 
temala  fija  en  cuatro  años  el  período  de  los  Jueces  de 
1."^  Instancia,  disposición  que  no  se  ha  llevado  a  la 
práctica. 

Para  cerrar  esta  parte  concerniente  al  Poder  Ju¬ 
dicial,  queremos  referirnos  a  las  reglas  contenidas  en 
las  dos  Constituciones  más  modernas  de  Centro-Amé- 
rica,  las  de  Honduras  y  Nicaragua,  relativas  a  la  ine¬ 
ficacia  de  los  actos  del  poder  público  cuando  contradicen 
el  texto  de  la  Ley  Constitutiva,  ineficacia  que  es  la  base 
fundamental  de  la  organización  política  y  uno  de  los 
principales  factores  de  la  prosperidad  de  los  Estados 
Unidos  de  América. 

Ambas  Constituciones  establecen  que  podrá  enta¬ 
blarse  directamente  ante  la  Corte  Suprema  de  Justicia 
el  recurso  de  inconstitucionalidad  de  una  ley  que  se 
refiera  a  asuntos  no  ventilables  ante  los  Tribunales,  por 
toda  persona  que  al  serle  aplicada  en  un  caso  concreto, 
sea  perjudicada  en  sus  derechos.  La  Constitución  de* 
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Honduras  reconoce  expresamente  el  derecho  de  los 
Tribunales  de  Justicia  de  negarles  cumplimiento  a  las 
leyes  cuando  sean  contrarias  a  la  propia  Constitución^, 
y  la  de  Nicaragua,  como  ya  vimos  en  otra  parte  de  este 
trabajo,  establece  el’  orden  de  preferencia  en  que  los 
Tribunales  aplicarán  las  leyes,  a  saber:  l.“  la  Consti¬ 
tución  y  leyes  constitutivas;  2°  las  leyes  y  decretos, 
legislativos;  y  3.°. los  decretos  y  acuerdos  ejecutivos. 

Tales  disposiciones  significan  un  paso  de  progresa 
en  la  evolución  de  las  instituciones  políticas  de  Centro- 
América,  siguiendo  así  las  corrientes  vivificadoras  del 
pensamiento  jurídico  contemporáneo,,  -Es  indudable 
que  si  el  Poder  Legislativo  ha  violado  una  regla  cons¬ 
titucional,  no  puede  imponer  al  Poder  Judicial  la  obli¬ 
gación  de  asociarse  a  dicha  violación,  lo  cual  anularía 
la  independencia  de  éste. 

Las  Constituciones  de  Guatemala,  El  Salvador  y 
Costa  Rica  no  contienen  prescripciones  análogas  a  las 
que  comentamos ;  pero  es  indudable  que  los  Tribunales 
de  Justicia  tienen  el  derecho  y  el  deber  de  rehusar  la 
aplicación  de  las  leyes  inconstituconales,  que  en  prin¬ 
cipio  deben  considerarse  nulas.  Berthélemy  y  Jeze,  en 
una  consulta  que  les  fué  hecha  en  1912,  expresaron  lo 
siguiente:  “En  derecho  público  y  Constitucional  des¬ 
de  que  un  Estado  adopta  el  sistema  de  leyes  constitu¬ 
cionales  y  leyes  ordinarias,  consagra  el  principio  de  se¬ 
paración  de  poderes  legislativo,  ejecutivo  y  judicial,  y 
organiza  tribunales  independientes,  confiere  por  ello 
mismo  a  los  Tribunales,  a  título  de  consecuencia  natu¬ 
ral  y  lógica,  sin  que  sea  necesario  consignarlo  expresa¬ 
mente,  el  poder  y  el  deber  de  verificar  la  constituciona- 
lidad  de  las  leyes  invocadas  ante  ellos,  el  poder  y  el 
deber  de  rehusarse  a  aplicar  leyes  contrarias  a  la 
Constitución.”  Dicha  opinión  es  citada  por  Duguit, 
quien  agrega :  “En  la  primera  edición  de  esta  obra,  yo 
había,  después  de  algunas  dudas,  negado  a  los  Tribuna¬ 
les  franceses  el  poder  de  apreciar  la  constitucionalidad 
de  las  leyes  invocados  ante  ellos.  Yo  estaba  en  el  error„ 
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y  ahora  acepto,  sin  vacilar,  la  solución  de  los  eminentes 
juristas  nombrados.  Me  parece  evidente  que  ella  es  la 
consecuencia  necesaria  y  lógica  de  la  jerarquía  de  las 
leyes.”  ‘(^) 

Si  la  función  jurisdiccional  tiene  por  norma  y  por 
objeto  la  recta  aplicación  de  la  ley,  es  indudable  que 
debe  aplicar  de  preferencia  la  Constitución,  que  es  la 
ley  fundamental  de  los  Estados. 

El  Tesoro  Nacional  y  el  Presupuesto. 

Las  Constituciones  de  Honduras,  El  Salvador  y 
Nicaragua  contienen  disposiciones  fundamentales  rela¬ 
tivas  al  Tesoro  Público,  que  brevemente  entraremos  a 
enumerar. 

Las  tres  Constituciones  indican  que  forman  el  Te¬ 
soro  de  la  Nación: 

1.0 — ^Todos  sus  bienes,  muebles  o  raíces. 

2. “ — Todos  sus  créditos  activos. 

3. ° — El  producto  de  los  derechos,  impuestos  y  con¬ 
tribuciones. 

Las  tres  declaran,  igualmente,  que  el  Poder  Ejecu¬ 
tivo  no  podrá  celebrar  contratas  de  importancia  que 
comprometan  el  Tesoro  Nacional,  sin  previa  publica¬ 
ción  y  licitación ;  exceptuándose  las  que  tengan  por  ob¬ 
jeto  proveer  a  las  necesidades  de  la  guerra  y  las  que 
por  su  naturaleza  no  puedan  celebrarse  sino  con  per¬ 
sona  determinada.  Establece  una  Tesorería  General  y 
un  Tribunal  Superior  de  Cuentas,  y  la  de  Honduras,  un 
Eiscal  General,  además,  para  que  represente  los  intere¬ 
ses  de  la  Hacienda  Pública,  lo  mismo  que  Tesoreros 
especiales  de  Justicia,  de  Caminos,  de  Beneficencia,  de 
Sanidad  y  cualesquiera  otros,  los  cuales  serán  de  nom¬ 
bramiento' del  Congreso  y  no  podrán  atender  órdenes 
de  pago  que  no  correspondan  a  sus  respectivos  ramos, 
respondiendo  personalmente  por  las  sumas  distraídas. 
Los  miembros  del  Tribunal  de  Cuentas  y  el  Eiscal 


(1)  Duguit.— Obra  citada.  Vol.  III. 
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General  de  Hacienda  tendrán  las  inhabilidades  estable- 
cidas^para  los  Diputados.  La  propia  Constitución  hon- 
dureña  indica^  que  para  crear  el  patrimonio  agrícola, 
el  Estado  dará  en  propiedad  lotes  de  terreno  a  familias 
de  hondureños  naturales  o  naturalizados. 

Respecto  al  Presupuesto  la  Constitución  de  Hon¬ 
duras  determina  que  será  votado  por  el  Congreso,  con 
vista  del  proyecto  que  presente  el  Poder  Ejecutivo. 
Igual  disposición  se  encuentra  en  la  de  Mcaragua,  con 
la  diferencia  de  que  al  Poder  Judicial  corresponde 
presentar  el  proyecto  de  presupuesto  de  su  ramo.  Am¬ 
bas  Constituciones  fijan  el  plazo  de  quince  días,  subsi¬ 
guientes  a  la  instalación  del  Congreso,  para  la  presenta¬ 
ción  del  Presupuesto.  La  Constitución  de  El  Salva¬ 
dor,  en  el  capítulo  que  .se  refiere  a  los  deberes  del 
Poder  Ejecutivo,  señala  para  dicho  efecto  el  plazo  de 
ocho  días. 

La  Constitución  de  Honduras  estatuye  que  el 
Presupuesto  de  Gastos  ordinarios  de  la  Administración 
Pública  no  podrá  exceder  de  los  ingresos  probables, 
calculados  por  el  Congreso  y  que  todo  gasto  que  se  haga 
fuera  de  presupuesto,  es  ilegal.'  Una  vez  improbado 
por  el  Congreso,  se  deducirá  la  responsabilidad  civil  o 
criminal  a  quien  corresponda.  Esta  última  disposición 
está  contenida  también  en  la  Constitución  de  Nicara¬ 
gua,  la  que  establece  que  serán  responsables  solidaria¬ 
mente  por  la  cantidad  gastada,  el  funcionario  que  or¬ 
dene  el  pago  y  el  empleado  pagador. 

El  Ejército. 

Las  Constituciones  de  Honduras,  Nicaragua  y  El 
Salvador  indican  que  la  fuerza  pública  esta  instituida 
para  asegurar  los  derechos  de  la  Nación,  el  cumplimien¬ 
to  de  la  ley  y  el  mantenimiento  del  orden  público.  La 
de  la  última  de  las  referidas  Repúblicas  agrega :  y  para 
hacer  efectivas  las  garantías  constitucionales. 
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En  Honduras  y  Njicaragna  el  servicio  militar  es 
obligatorio;  pero  en  esta  última  puede  prestarse,  en 
tiempo  de  paz,  por  medio  de  sustituto.  En  la  primera, 
se  fija  la  edad  de  veintiuno  a  treinta  años  para  el  Ejér¬ 
cito  activo  y  de  más  de  treinta  a  cuarenta  para  la 
reserva.  En  Nicaragua  se  establece  que  todo  nicara¬ 
güense  de  diez  y  ocho  a  cuarenta  y  cinco  años  es  soldado 
del  Ejército.  Eos  ministros  de  cualquier  culto  sólo 
prestarán  sus  servicios  como  capellanes  o  en  las  am¬ 
bulancias.  La  Constitución  de  El  Salvador  determina 
que  en  caso  de  guerra  todos  los  salvadoreños  hábiles,  de 
diez  y  ocho  a  cincuenta  años  son  soldados. 

Las  Constituciones  de  Nicaragua  y  El  Salvador  es¬ 
tablecen  que  solamente  gozarán  del  fuero  de  guerra 
los  militares  en  actual  servicio  y  por  delitos  puramente 
militares,  quedando  abolido  el  fuero  atractivo.  En 
Honduras  funciona  el  fuero  de  guerra  para  los  delitos 
militares. 

La  Constitución  de  El  Salvador,  entre  otras  dispo¬ 
siciones  relativas  al  Ejército,  contiene  las  siguientes: 
la  designación  de  los  individuos  de  tropa  deberá  hacerse 
por  sorteo ;  la  fuerza  permanente  en  tiempo  de  paz,  será 
fijada  anualmente  por  la  Legislatura  y  limitada  a  lo 
estrictamente  necesario  para  guardar  los  puertos,  pla¬ 
zas  y  almacenes  de  guerra. 

La  Constitución  de  Honduras  otorga  a  los  milita¬ 
res  mayores  de  cuarenta  años  que  tengan  grado  en  el 
Ejército,  el  derecho  a  renunciar  su&  despachos  y  quedar 
separados  del  servicio.  Dispone  que  los  grados  milita¬ 
res  solo  se  adquieren  por  riguroso  ascenso  y  crea  el 
Estado  Mayor  del  Ejército. 

Begúí)  la  Constitución  de  Nicaragua  los  militares 
en  actual  servicio  no  pueden  obtener  cargo  de  elección 
popular. 

La  Constitución  de  Costa  Rica,  en  la  Sección  re¬ 
lativa  a  las  garantías  nacionales,  declara  que  la  fuerza 
imlitar  está  subordinada  al  Poder  Civil. 
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El  Gobierno  Departamental  y  Municipal. 

Las  Constituciones  de  Guatemala,  Honduras,  Nica¬ 
ragua  y  El  Salvador  dividen  sus  respectivos  territorios 
en  Departamentos  y  la  de  Costa  Eica  en  Provincias, 
para  los  efectos  de  la  administración  regional  de  los 
intereses  generales. 

La  administración  de  los  intereses  locales  está  en¬ 
comendada  en  las  cinco  Repúblicas  a  las  Municipalida¬ 
des.  La  Constitución  de  Honduras  declara  esplícita- 
mente  la  autonomía  del  Municipio.  Las  Constituciones 
de  Guatemala,  Honduras,  El  Salvador  y  Nicaragua 
prescriben  el  sistema  de  elección  popular  directa  para 
los  miembros  de  las  respectivas  Municipalidades.  Las 
de  las  tres  últimas  Repúblicas  determinan  que  las  atri¬ 
buciones  de  dichos  Cuerpos  serán  puramente  económi¬ 
cas  y  administrativas,  y  que  en  el  ejercicio  de  sus  fun¬ 
ciones  privativas,  serán  independientes  de  los  otros 
Poderes,  sin  contrariar  en  ningún  caso  las  leyes  genera¬ 
les  del  país ;  debiendo  responder  colectiva  e  individual¬ 
mente  ante  los  Tribunales  de  Justicia  por  los  abusos  que 
cometan.  Las  mismas  Constituciones  facultan  a  las 
Municipalidades  para  administrar  los  fondos  y  bienes 
de  la  comunidad,  en  provecho  de  la  misma,  rindiendo 
cuenta  de  su  administración  ante  el  Tribunal  que  esta¬ 
blezca  la  ley.  En  Honduras  y  Nicaragua  se  les  obliga 
a  publicar  mensualmente  un  informe  detallado  de  los 
ingresos  y  egresos  de  dichos  fondos.  En  estas  dos  Re¬ 
públicas  las  Municipalidades  pueden  también  decretar 
libremente  las  contribuciones  locales,  conforme  a  la  ley ; 
pero  en  Nicaragua  se  necesita  la  aprobación  del  Poder 
Ejcutivo,  cuando  solo  afecten  los  intereses  de  la  respec¬ 
tiva  población  O'  departamento,  y  del  Legislativo,  cuan¬ 
do  graven  a  otro  u  otros  departamentos,  aunque  sea  de 
manera  indirecta.  En  Guatemala,  las  Municipalidades 
pueden  establecer,  con  la  aprobación  del  Gobierno,  los 
arbitrios  que  juzguen  necesarios  para  atender  al  objeto 
de  su  institución. 
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Las  Constituciones  de  Honduras  y  de  Mcaragua 
facultan  también  a  las  Municipalidades  para  nombrar 
libremente  los  empleados  de  su  dependencia.  En  El 
Salvador  corresponde  a  las  referidas  Corporaciones  el 
nombramiento  y  remoción  de  los  Agentes  de  Policía  de 
seguridad  y  orden,  la  cual  será  civil;  pero  en  la  Capi¬ 
tal  de  la  República  ejercerá  esta  facultad  el  Poder 
Ejecutivo. 

Con  relación  a  la  autonomía  del  Municipio,  acep¬ 
tada  ya  como  un  axioma,  que  Lastarria  sintetizó  en  la 
fórmula  “el  Municipio  libre  dentro  del  Estado  libre,” 
y  tomando  en  cuenta  el  carácter  y  condiciones  de  nues¬ 
tros  pueblos,  creemos  oportuno  recordar  con  Spencer 
que  el  verdadero  progreso  político  consiste  en  pasar  de 
una  forma  despótica  a  otra  menos  despótica.  En  ese 
sentido,  juzgamos  necesario  sustituir  el  régimen  muni¬ 
cipal  imiforme,  heredado  de  España,  por  el  de  la  dife¬ 
renciación,  que  responde  a  las  exigencias  de  la  realidad, 
pues  como  afirma  Gascón  y  Marín,  si  la  distinción  entre 
lo  rural  y  lo  urbano  es,  como  lo  es,  exactísima;  si  la 
aldea,  el  pueblo  pequeño,  la  ciudad,  se  muestran  con 
caracteres  diferenciales,  la  uniformidad,  como  base  de 
la  organización  administrativa  del  Municipio,  deberá 
desaparecer  para  someter  a  distinto  régimen  lo  que  tie¬ 
ne  distinción  de  elementos  de  vida,  no  sólo  por  el  nú¬ 
mero  de  habitantes,  sino  por  los  elementos  que  en  ellos 
predominan  y  por  el  carácter  que  impriman  a  su  des¬ 
arrollo  social,  por  la  mayor  o  menor  cooperación  direc¬ 
ta  que  el  vecindario  pueda  tener  en  la  gestión  de  los 
asuntos  comunales.  '(^)  Solo  así  podría  establecerse 
Municipios  autónomos.  Concejos  municipales,  organi¬ 
zados  con  Cuerpos  técnicos,  para  la  debida  descentrali¬ 
zación  de  servicios,  en  las  poblaciones  que  para  ello  es¬ 
tuviesen  preparadas. 

Otra  reforma  importante  en  la  constitución  de  los 
órganos  municipales,  es  la  mayor  extensión  conferida  al 
rol  de  los  Alcaldes  y  la  limitación  de  las  sesiones  de  los 


(1)  José  Gascón  y  Marín.— Tratado  Elemental  de  Derecho  Administrativo.  Vol.  II. 
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Concejos  respectivos,  qne  solo  sirven  para  entorpecer 
la  marcha  de  los  asuntos  locales.  “Dos  sesiones  al  año, 
celebradas  en  dos  épocas  diferentes,  son  bastantes  para 
señalar  la  dirección  de  la  política  municipal  y  examinar 
la  conducta  de  la  Comisión  ejecutiva.  Además,  enco¬ 
mendando  la  función  ejecutiva  a  una  Comisión  redu¬ 
cida,  es  fácil  exigir  la  responsabilidad  en  que  incurra 
por  sus  actos. ”  (^)' 

Abogamos  por  estas  reformas,  por  juzgarlas  nece¬ 
sarias  para  salvar  a  nuestras  Municipalidades  del  justo 
grado  de  desprestigio  que  han  alcanzado  en  Guatemala, 
donde  generalmente  se  les  considera  como  organismos 
inútiles. 


Leyes  Constitutivas. 

Las  Constituciones  de  Honduras,  El  Salvador  y 
Nicaragua  dan  el  carácter  de  leyes  constitutivas  a  las 
de  Imprenta,  Estado  de  Sitio,  y  de  Amparo.  Las  dos 
primeras  agregan  la  de  Elecciones.  En  Honduras  se 
enumera  también  entre  dichas  leyes  a  la  Agraria.  En 
Guatemala,  parece  extraño,  no  tenemos  ni  siquiera  con 
el  carácter  de  leyes  ordinarias,  la  de  Estado  de  sitio  y  la 
de  Amparo,  tan  necesarias  como  benéficas. 

Reforma  de  la  Constitución. 

En  Guatemala,  la  Asamblea,  con  las  dos  terceras 
partes  de  sus  votos,  podrá  acordar  la  reforma  de  la 
Constitución,  señalando  al  efecto  el  artículo  o  artículos 
que  hayan  de  alterarse.  Decretada  la  reforma,  el  Eje¬ 
cutivo  convocará  una  Asamblea  Constituyente,  que  debe 
estar  instalada  dentro  de  los  tres  meses  siguiáites.  La 
Asamblea  ordinaria,  desde  que  declare  que  debe  refor¬ 
marse  la  Constitución,  cerrará  sus  sesiones  declarán¬ 
dose  disuelta.  La  Constituyente  se  compondrá  de  un 


(1)  Elerrieta  y  Artaza.— Dereclio  Político. 
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representante  por  cada  quince  mil  habitantes,  debiendo 
reunir  las  calidades  requeridas  para  ser  diputado.  Ve¬ 
rificada  la  reforma,  se  convocará  a  elecciones  de  diputa¬ 
dos  para  la  Legislatura  ordinaria. 

En  El  Salvador,  la  reforma  de  la  Constitución  sólo 
podrá  acordarse  por  los  dos  tercios  de  votos  de  los 
Representantes  electos  a  la  Asamblea,  debiendo  puntua¬ 
lizarse  el  artículo  o  artículos  que  hayan  de  reformarse. 
Esta  resolución  se  publicará  en  el  periódico  oficial  y 
volverá  a  tomarse  en  consideración  en  la  Legislatura 
del  año  siguiente.  Si  ésta  la  ratifica,  se  convocará  una 
Constituyente,  compuesta  de  tres  Representantes  por 
cada  Departamento  para  que,  si  lo  tuviere  a  bien,  de¬ 
crete  las  reformas.  Las  leyes  Constitutivas  pueden  re¬ 
formarse  por  una  Asamblea  Constituyente,  o  bien  por 
la  Legislatura  ordinaria,  con  los  dos  tercios  de  votos; 
pero  en  este  caso,  las  reformas  no  tendrán  fuerza  de  ley, 
si  no  fuesen  ratificadas  por  la  Legislatura  del  año  si¬ 
guiente,  con  igual  número  de  votos. 

En  Honduras  podrán  reformarse  o  suprimirse  uno 
o  algunos  de  los  artículos  de  la  Constitución  y  de  las 
Leyes  Constitutivas,  por  un  Congreso  en  sesiones  ordi¬ 
narias,  por  dos  tercios  de  votos,  debiendo  ratificarse  el 
respectivo  decreto  por  la  siguiente  Legislatura,  también 
en  sesiones  ordinarias,  y  por  dos  tercios  de  votos,  para 
que  la  reforma  o  supresión  entre  en  vigor. 

En  Nicaragua,  cuando  se  crea  conveniente  la  re¬ 
forma  parcial  de  la  Constitución  o  leyes  constitutivas, 
podrá  verificarse  observando  las  reglas  siguientes : 
l.“  El  proyecto  se  presentará  por  dos  o  más  miembros 
de  las  Cámaras  y  se  leerá  dos  veces  con  el  intervalo  de 
cuatro  días. — 2.“  Admitido  a  discusión,  se  pasará  a  una 
Comisión  que  presentará  su  dictamen  dentro  de  seis 
días. — 3.^  El  dictamen  será  leído  dos  veces  en  días  dis¬ 
tintos. — 4.“  Aprobada  la  ley  reformatoria  por  dos  ter¬ 
cios  de  votos  en  cada  una  de  las  Cámaras,  se  publicará 
por  la  imprenta ;  y  5.^  La  reforma  no  tendrá  fuerza  de 
ley  basta  que  sea  sancionada  por  dos  tercios  de  votos 
de  la  próxima  Legislatura,  mediando  el  lapso  de  dos 
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años,  y  previos  los  trámites  ordinarios.  Üja  reforma 
absoluta  no  se  podrá  verificar  sino  pasados  diez  años; 
y  para  declarar  que  fia  lugar  a  ella,  se  observarán  las 
reglas  anteriores.  Hecha  la  declaración,  se  convocará 
una  Asamblea  Constituyente,  en  cuyo  caso  el  Congreso 
ordinario,  cerrará  sus  sesiones  y  quedará  disuelto  por 
el  mismo  hecho. 

En  Costa  Rica,  El  Poder  Legislativo  podrá  refor¬ 
mar  parcialmente  la  Constitución,  con  absoluto  arreglo 
a  las  disposiciones  siguientes:  1.^  La  proposición  en 
que  se  pida  la  reforma  de  uno  o  más  artículos,  deberá 
presentarse  al  Congreso  en  sesiones  ordinarias  y  ser 
firmada  al  menos  por  diez  Diputados. — 2.^  Esta  pro¬ 
posición  será  leída  por  tres  veces  con  intervalo  de  seis 
días,  para  resolver  si  se  admite  o  no  a  discusión. — 
3.*  En  caso  afirmativo,  pasará  a  una  Confisión  nom¬ 
brada  por  mayoría  absoluta  del  Congreso,  para  que  en  el 
término  de  ocho  días  presente  su  dictamen. — 4.“  Pre¬ 
sentado  éste,  se  procederá  a  la  discusión  por  los  mismos 
trámites  establecidos  para  la  formación  de  las  leyes; 
dicha  reforma  no  podrá  acordarse  sin  la  concurrencia 
de  dos  tercios  de  votos  del  Congreso. — 5.^  Acordado  que 
debe  hacerse  la  reforma,  el  Congreso  formará  el  corres¬ 
pondiente  proyecto,  por  medio  de  una  Comisión,  bas¬ 
tando  en  este  caso,  para  su  aprobación,  la  mayoría  ab¬ 
soluta. — 6.^  El  mencionado  proyecto  se  pasará  al  Poder 
Ejecutivo,  quien,  después  de  haber  oído  al  Consejo  de 
Gobierno,  lo  presentará  con  su  mensaje  al  Congreso  en 
su  próxima  reunión  ordinaria. — 7.^  El  Congrí>so,  en  sus 
primeras  sesiones,  discutirá  el  proyecto,  y  lo  que  resol- 
viere  por  dos  tercios  de  votos,  formará  parte  de  la  Cons¬ 
titución,  comunicándose  al  Ejecutivo  para  su  publica¬ 
ción  y  observancia.  La  reforma  general  de  la  Constitu- 
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ción,  una  vez  acordado  el  proyecto  por  los  anteriores 
trámites,  no  podrá  hacerse  sino  por  una  Constituyente 
convocada  al  efecto. 

Lessa  sostiene  que  las  reformas  constitucionales  son 
el  recurso  predilecto  de  las  naciones  débiles,  que  no  pue¬ 
den  obtener  un  buen  gobierno  por  su  falta  de  educación 
y  de  capacidad  política;  pero,  no  obstante,  nos  incli¬ 
namos  por  el  sistema  adoptado  en  la  nueva  Constitución 
hondurena,  a  causa  de  su  mayor  simplicidad,  ya  que  la 
paz  de  los  pueblos  estriba  en  la  facilidad  de  corregir  los 
defectos  de  sus  instituciones. 

Las  Constituciones  de  Honduras  y  de  Nicaragua 
establecen  que  la  reforma  de  los  artículos  constituciona¬ 
les  que  prohíben  la  reelección  del  que  ejerciere  la  Pre¬ 
sidencia  de  la  República,  no  producirá  sus  efectos  en  el 
período  en  que  se  haga  dicha  reforma,  ni  en  el  siguiente. 
En  la  primera  de  las  referidas  Repúblicas,  tal  prohi¬ 
bición  se  hace  extensiva  al  artículo  que  fija  los  límites 
de  la  edad  para  ser  electo  Presidente  de  la  República 
y  del  que  establece  la  duración  del  período  presidencial. 
La  Constitución  de  El  Salvador  estatuye  de  manera  ra¬ 
dical  que  en  ningún  caso  podrán  reformarse  los  artí¬ 
culos  que  tratan  de  la  prohibición  de  la  reelección  del 
Presidente,  Vice-Presidente  y  Designados  y  de  la  dura¬ 
ción  del  período  presidencial,  medidas  todas  éstas  que 
consideramos  sabias  y  previsoras  para  nuestras  demo¬ 
cracias  enfermizas,  y  que,  como  afirma  José  Carrasco, 
comentando  análoga  disposición  de  la  Ley  Fundamen¬ 
tal  de  B^livia,  “son  muy  convenientes  para  evitar 
un  porfirismo,  del  que  deben  huir  las  repúblicas  ameri¬ 
canas,  como  de  la  peor  plaga  que  puede  desolar  el 
Continente.”  (^) 


(1)  José  Carrasco.— Obra  citada.  Vol.  I, 
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Conclusión. 

La  simple  enumeración  hecha  de  las  normas  es¬ 
critas  de  nuestro  Derecho  Público,  y  el  cuadro  vivo  del 
estado  actual  de  nuestros  grupos  sociales,  desconciertan 
y  entristecen.  Por  una  parte,  garantías  insuficientes, 
instituciones  viciadas  que  engendran  dictaduras  lega¬ 
les,  disfrazadas  de  democracias;  y  por  otra,  precep¬ 
tos  inadaptables,  principios  y  derechos  violados,  tanteos 
y  caídas  que  retardan  el  progreso  en  los  diferentes  órde¬ 
nes  económico,  social,  moral,  intelectual  y  político  de 
nuestros  pueblos. 

Por  lo  que  concierne  a  la  Constitución  Política  de 
Guatemala,  que  como  toda  legislación,  es  un  accidente 
humano  que  supone  ciertos  antecedentes  y  revela  ciertas 
causas,  debemos  confesar  que  adolece  de  graves  errores 
y  vacíos,  los  cuales  justifican  los  reproches  que  le  hiciera 
el  Lie.  Manuel  Diéguez  en  el  párrafo  que  en  seguida 
copiamos:  “Pero  esto  no  es  más  que  una  portada  de¬ 
corativa,  porque  no  crea  medios  para  que  las  garantías 
individuales  sean  eficaces;  porque  hay  un  calculado 
silencio  respecto  de  puntos  importantísimos ;  porque  la 
centralización  de  todas  las  ramas  del  poder  en  uno  solo, 
hace  que  todo  dependa  del  beneplácito  de  éste ;  porque 
adrede  se  han  dejado  las  garantías  a  merced  de  leyes 
reglamentarias,  que  es  lo  mismo  que  nulificar  los  prin¬ 
cipios  constitucionales.  ’  ’ 

Observemos,  además,  como  un  síntoma  doloroso, 
que  de  las  reformas  hechas  a  nuestra  Parta  Constitu¬ 
tiva,  subsisten  por  lo  general,  las  que  han  servido  no 
para  mejorarla  sino  para  envilecerla;  las  quejsignifican 
no  un  paso  hacia  adelante  sino  un  lamentable  salto  hacia 
atrás. 

El  estudio  de  las  Instituciones  y  características  de 
nuestro  ambiente,  nos  trae  a  la  memoria  las  palabras 
de  Montesquieu:  “No  siendo  la  libertad  fruto  de  todos 
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los  climas,  no  está  por  lo  tanto  al  alcance  de  todos  los 
pueblos,”  palabras  que  debemos  recordar  no  con  pesi¬ 
mismos  desalentadores  y  estériles,  sino  con  el  sano  e 
inquebrantable  propósito  de  estudiar  las  causas  gene¬ 
radoras  de  nuestras  enfermedades  sociales  para  neutra¬ 
lizar  sus  efectos  o  destruirlas. 

La  bondad  de  las  instituciones  estriba  en  su  perfec¬ 
ta  adaptación  al  medio,  para  lo  cual  debe  consultarse 
a  las  necesidades  permanentes  y  a  las  inmediatas  y 
variables  exigencias  de  la  sociedad.  Para  que  las  nor¬ 
mas  constitucionales  rígidas,  como  cualquier  regla  jurí¬ 
dica,  se  apliquen  con  exactitud  y  sirvan  integralmente, 
es  indispensable  que  se  ajusten  a  las  realidades  que  es¬ 
tán  llamadas  a  regir. 

Los  pueblos  están  profundamente  desilusionados 
de  la  virtualidad  de  las  instituciones,  pues  no  hemos 
sabido  ni  hemos  querido  imprimirles  el  sello  de  nuestra 
propia  personalidad  ni  rodearlas  de  las  garantías  y 
prestigio  necesarios.  La  tarea  futura  habrá  de  ser, 
ante  todo,  creadora,  y  luego,  de  renovación  y  de  rectifi¬ 
cación,  a  fin  de  que  pueda  ser  saludable  y  fecunda, 
Necesitamos  de  una  fuerte  dosis  de  voluntad  intelectual 
y  ética,  para  cooperar  todos  a  la  obra  común,  sobre  bases 
de  armonía ;  necesitamos  hacer  labor  noble  y  desintere¬ 
sada  de  cultura  intensiva  y  extensiva,  ya  que  en  las 
condiciones  de  nuestro  medio  el  problema  pedagógico 
es  el  antecedente  obligado  del  problema  político.  Sólo 
así  podremos  soñar  en  el  advenimiento  de  la  Nueva 
Sociedad,  la  Nueva  Economía  y  el  Nuevo  Estado  que 
Walter  Kathenau  pedía  para  Alemania.  (^)  No  des¬ 
oigamos  la  palabra  optimista  y  confiemos  en  el  esfuerzo 
y  en  las  inquietudes  de  la  juventud,  pues  toda  juventud 
inquieta  es  promesa  de  madurez  enérgica  y  vital. 


Ü)  Walter  Rathenan.— La  Triple  Revolución.  El  Nuevo  Estado.  La  Nueva  Sociedad. 
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SOLIDARIDAD  HISPANOAMERICANA 

Disertación  leída  por  el  Señor  David  Vela,  en  nombre  de  la 
Sociedad  “El  Derecho,”  en  la  Junta  General  de  la  Asociación 
de  Abogados,  el  seis  de  septiembre  de  1925. 


Señores,  casi  a  raíz  de  la  liberación  americana  sur¬ 
gió  en  el  continente  un  ideal  unitario.  Hasta  se  pueden 
considerar  gemelas  esas  dos  altas  ideas  de  libertad  y 
unión  que  cosecbaran  igual  entusiasmo  en  el  alma  heroi¬ 
ca  de  Bolívar.  Sobre  vínculos  instintivos,  atados  por 
identidades  de  raza  y  exigencias  geográficas,  alentaba  la 
conciencia  de  un  mismo  anhelo  político  y  un  riesgo  igual, 
alimentando  en  el  alma  de  los  nacientes  países  un  firme 
sentimiento  de  solidaridad.  Aun  más  tarde,  cuando^  la 
seguridad  conquistada  restringía  los  horizontes  políti¬ 
cos  a  miras  egoístas  de  simple  interés  local,  el  ideal  uni¬ 
tario,  solicitado  por  necesidades  económicas,  persiste, 
mostrándose  como  la  base  más  segura  del  engrandeci¬ 
miento  común.  'Sin  embargo,  no  se  ve  realizada  esa 
tendencia,  sin  que  puedan  por  tanto  observarse  en  las 
relaciones  internacionales  sus  benéficos  resultados. 
Todo  queda  relegado  a  la  ineficacia  de  la  teoría,  llenan¬ 
do  volúmenes  utopistas,  siendo  materia  de  discursos  so¬ 
noros  y  de  congresos  científicos.  Apenas  si  se  logran  en 
ese  sentido  algunas  declaraciones  oficiales  asesoradas 
por  la  sinceridad;  y  aunque  son  muchas  las  alianzas  y 
literariamente  perfectos  los  tratados  que  entre  los  paí¬ 
ses  americanos  se  han  pactado,  todos  están  caracteriza¬ 
dos  por  su  efímera  duración,  y  no  abundan,  en  cambio, 
hechos  importantes  que  los  confirmen. 

El  1822  concluye  Colombia  un  tratado  de  ainistad  y 
mutua  ayuda  con  el  Perú  por  una  parte  y  México  por 
otra;  ya  en  1818  O’Higgins  esboza  la  idea  de  una  con¬ 
federación  sudamericana,  y  la  constitución  chilena  de 
1811  reconoce  la  necesidad  de  una  alianza  entre  todos 
los  países  americanos  contra  las  posibles  miras  hostiles 
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de  Europa  y  para  precaver,  a  la  vez,  interiores  luchas 
fratricidas.  El  congreso  reunido  en  Panamá  a  instan¬ 
cias  de  Bolívar,  de^  un  carácter  más  propiamente  ame¬ 
ricanista,  no  fué  una  tentativa  menos  estéril  que  las 
anteriores.  Sin  duda  sobró  el  entusiasmo  y  pecaron  de 
románticos  los  delegados  a  dicha  anfictrionía,  cuando  lle¬ 
garon  a  presumir  la  posibilidad  de  un  fuerte  lazo  fede¬ 
ral  sin  la  creación  de  más  tangibles  intereses  y  sin 
traer  a  cuenta  razones  más  prácticas  que  la  simple 
fraternidad  invocada  en  ese  tono  lírico  a  que  estamos 
tan  propensos  siempre  los  hispanoamericanos.  Se 
intentó  para  la  unión  una  forma  demasiado  artificial, 
inadecuada  sobre  todo  para  aquella  época  de  gestación 
de  las  nuevas  repúblicas,  cuando  precisaba  a  la  realidad 
detenerse  en  un  útil  acercamiento.  Del  seno  de  esa 
asamblea  debieron  surgir,  al  amparo  de  ideas  prácticas 
de  solidaridad,  las  concesiones  mutuas  necesarias  para 
el  positivo  aumento  del  comercio  continental  y  la  segu¬ 
ridad  para  todas  las  jóvenes  repúblicas  de  mantener 
íntegra  su  soberanía;  seguridad  que  hasta  ahora  tan 
solo  se  ha  podido  conquistar  y  sostener  en  relación  di¬ 
recta  con  los  recursos  bélicos  de  cada  país  y  constituye 
un  derecho  accidental,  restringido  por  conveniencias 
poderosas,  en  las  naciones  pequeñas  abiertas  sin  defensa 
a  cualquier  ambición  imperialista. 

Poco  tiempo  después,  cuando  aun  no  se  había  ex¬ 
tinguido  el  eco  de  las  utópicas  como  hermosas  palabras 
del  delegado  peruano:  “Formemos  una  gran  familia, 
que  no  existan  fronteras  y  resuene  tan  solo  el  sincero 
vocablo  de  hermanos,”  Colombia  se  fraccionaba  en  tres 
estados  rivales ;  la  guerra  del  Pacífico  vendría  a  sembrar 
la  semilla  de  un  rencor  tradicional ;  y  una  ambición  cre¬ 
ciente  hacía  de  las  fronteras,  en  vez  de  puntos  de  contac¬ 
to,  barrerfcS  egoístas  y  celosos  atalayas  de  la  agresión. 

El  congreso  de  1847  y  todas  las  demás  intentonas 
se  han  frustrado  igualmente,  después  de  brillantes  expo¬ 
siciones  de  solidaridad  continental  y  de  solemnes  de¬ 
claraciones  oficiales.  Aisí,  la  historia  del  americanismo 
se  nos  presenta  llena  de  hermosos  triunfos  inútiles ;  sus 
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campañas  se  han  librado  siempre  en  el  nñsmo  terreno 
ideológico,  mientras  la  más  honda  división  y  nn  absurdo 
divorcio  de  intereses  privan  en  la  práctica.  Nuestro 
quijotismo  ha  merecido  las  palabras  exactas  de  García 
Calderón :  “Idealismo,  es  decir,  fe  en  los  grandes  princi¬ 
pios  sonoros:  arbitraje,  democracia,  libertad;  idealismo 
verbal,  porque  no  significa  la  firmeza  de  una  visión 
que  modela  la  realidad  a  su  imagen.” 

No  obstante,  el  solo  hecho  de  tener  fe  en  un  ideal 
vale  la  mitad  de  su  realización.  (Todos  estos  fracasos 
son  afirmaciones  distanciadas  de  la  idea  latente,  inter¬ 
mitentes  manifestaciones  de  un  sentimiento  perdurable, 
señales  dejadas  en  el  camino  que  han  de  guiar  más 
tarde  la  cruzada  definitiva  y  redentora.  En  verdad  el 
ideal  unitario  basado  sobre  razones  de  honda  simpatía 
estética  e  innegables  urgencias  étnicas  se  afirma  con  el 
valor  de  una  próxima  meta  en  la  evolución  social  de  los 
pueblos  de  Hispanoamérica.  De  ese  modo,  el  incon¬ 
tenible  progreso  de  las  actuales  fracciones  que  limitan 
mezquinos  intereses,  todas  las  conquistas  que  en  nom¬ 
bre  de  ideas  menos  nobles  logran  las  veinte  naciones 
americanas  en  el  terreno  de  la  civilización,  nos  acercan 
inconteniblemente  a  la  realización  del  luminoso  sueño 
de  Bolívar  en  que  se  condensan  las  magnas  aspiraciones 
de  la  raza.  José  Vasconcelos  habla  ya  de  “esta  ansia 
contemporánea  de  rebasar  las  fronteras,  de  celebrar 
pactos  y  alianzas  según  nuestro  gusto  y  no  de  acuerdo 
con  nuestras  conveniencias  materiales,”  y  a  nadie  ca¬ 
brá  dudar  que  a  esta  hora  el  concepto  de  la  nacionalidad 
resulta  insuficiente  para  satisfacer  aspiraciones  crecien¬ 
tes  de  los  hombres  y  pronto  esta  forma  de  organización 
social  hará  lugar  al  ensayo  de  nuevas  fórmulas  progre¬ 
sistas,  quizá  a  la  federación  de  pueblos  que  no  se  liguen 
por  compromisos  políticos,  ni  exclusivamente  para  con¬ 
quistar  ventajas  materiales,  sino  que  en  sus  intereses 
con  valores  más  nobles  y  perdurables  de  sangre,  idioma 
y  tradición.  Y  si  algunos  países  están  llamados  a  cons¬ 
tituir  una  federación  de  esta  índole  son  los  de  Hispano 
américa. 
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lAlguien  objetará  con  Sáenz  Peña  que  el  sonado 
principio  de  unión  americana  es  intachable;  pero  tam¬ 
bién  innecesario,  y  que  precisa  sobreponer  a  la  doctrina 
monroniana  “América  para  los  americanos”  el  criterio 
más  universal”  y  por  tanto  más  justo  de  “  Ahaérica  para 
la  hmnanidad,”  tesis  que  ha  sido  repetida,  tras  la  ex¬ 
posición  del  citado  autor,  en  diversas  publicaciones. 
No  valdría  la  pena  de  considerar  si  solo  se  tomase  en 
cuenta  el  fin  insincero  de  su  enunciación,  ingeniosa 
manera  de  sacudir  la  doctrina  de  Monroe,  que  tal  como 
se  enunció  y  se  conserva  suscita  más  de  una  patriótica 
molestia  en  la  conciencia  nacional  de  países  que  aparen¬ 
temente  resultan  protegidos  con  su  propia  anuencia  o 
sin  ella.  Pero  me  pierdo  en  una  digresión  y  he  de  con¬ 
siderar  nuevamente  las  palabras  de  Sáenz  Peña.  Uni¬ 
dad  americana  es  una  expresión  que  no  puede  tomarse 
en  el  sentido  estricto  de  las  palabras;  ni  la  naturaleza 
lo  permitiría,  ni  se  persigue  ya  el  hecho  absurdo  de  una 
unión  artificial.  Ese  concepto  de  unidad  sólo  cabe  res¬ 
tringido,  dentro  del  respeto  a  tantas  variedades  existen¬ 
tes,  alentadoras  poderosas  de  la  energía  vital  en  los 
terrenos  de  la  competencia.  Pero  hay  una  gran  dis¬ 
tancia  de  tal  justo  reconocimiento  a  negar  las  identi¬ 
dades  raciales  e  históricas,  los  mil  factores  palmarios 
que  determinan  para  los  pueblos  americanos  estrechos 
vínculos  de  interés  común.  Con  aptitudes  iguales,  con¬ 
glomerados  constituidos  por  una  materia  prima  similar 
y  solicitados  por  las  mismas  generales  necesidades, 
nacieron  al  mismo  tiempo  a  la  vida  independiente,  abra¬ 
zando  todos  la  bandera  de  la  democracia,  habiéndose 
codeado  en  los  momentos  angustiosos  de  peligro  cuando 
ascendían  el  penoso  sendero  de  la  emancipación,  cru¬ 
zándose  cordiales  saludos  en  los  días  faustos,  marchando 
sobre  líners  paralelas  hacia  un  futuro  encendido  de 
promesas  progresistas.  Apenas  si  en  algunos  países  ha 
logrado  la  obra  de  una  constante  inmigración  opacar 
tal  sentimiento ;  pero  en  la  Argentina,  uno  de  los  países 
a  que  me  refiero  y  que  en  el  congreso  de  1856  negara  el 
principio  casi  dogmático  de  nuestra  necesaria  solida- 
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ridad,  lanzando  desde  un  agudo  nacionalismo  frases 
optimistas  que  los  hechos  apagarían  después  muy  pronto 
con  la  invasión  de  Walker  en  ISTicaragua  y  la  interven¬ 
ción  española  contra  las  repúblicas  de  Chile  y  El  Perú ; 
en  la  i^gentina,  digo,  se  ha  provocado  hoy  una  decidida 
reacción  y  se  aprestan  las  inteligencias  de  la  joven  ge¬ 
neración  a  reconstruir  el  alma  nacional  y  relacionan 
sus  más  caras  esperanzas  con  el  progreso  general  de 
América. 

Pues  bien,  este  principio  que  he  llamado  casi  dog¬ 
mático  de  la  solidaridad  americana,  simpatías  de  vecin¬ 
dad  y  de  sangre  que  ha  consagrado  la  costumbre  y  que 
fomenta  el  interés,  no  pone  ofctáculos  a  las  ideas  más 
universales  de  solidaridad  humana  que  exaltó  Sáenz 
Peña,  y  hasta  se  puede  decir  que  las  estimula ;  pues  el 
perfeccionamiento  es  obra  progresiva  y  por  el  hecho  de 
no  llegar  nunca  a  los  planos  definitivos  de  lo  inmejo¬ 
rable  cada  uno  de  los  descansos  transitorios  de  la  hu¬ 
manidad  se  debe  saludar  como  el  triunfo  de  lo  perfecto 
en  el  constante  devenir  de  las  cosas.  ' 

Ahora  bien,  este  nexo  de  unión  existirá  con  un  gra¬ 
do  igual  de  solidez  para  todos  los  países  americanos? 
Nio  cabe  en  ningún  cerebro  la  idea  de  afirmarlo.  Los 
países  hispanos  tienen  entre  sí  mayores  puntos  de  con¬ 
tacto  y  el  imperativo  de  la  sangre  proyectando  simpá¬ 
ticas  trayectorias  de  corazón  a  corazón,  logrando  una 
exacta  similitud  de  ideales  y  uniformando  los  medios  de 
acción.  )Y  recordando  la  necesaria  e  inapelable  progre¬ 
sión  en  la  cosecha  del  progreso,  entiendo  que  sin  dejar 
él  fomento  de  los  vínculos  de  universal  americanis¬ 
mo  y  afianzar  los  numerosos  lazos  existentes,  se  debe 
procurar  primordialmente  la  construcción  de  la  unidad 
hispanoamericana.  Dentro  de  los  intereses  generales 
panamericanos  o  continentales,  pues  esta  palabra  los  de¬ 
fine  perfectamente,  es  preciso  reconocer  los  de  Hispano 
américa,  cabalmente  diferenciados,  aunque  concomitan¬ 
tes  de  los  anteriores  y  de  los  nacionales,  más  restringidos, 
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donde  a  su  vez  caben  progresivamente  intereses  más 
pequeños  basta  llegar  a  los  personales,  cumpliéndose  la 
ley  universal  ineluctable  de  la  variedad  en  la  unidad. 

He  mencionado  la  doctrina  de  Monroe  y  no  creo 
inútil  insistir  en  considerarla,  pensando  que,  como  la  de 
Drago,  es  una  enérgica  demostración  de  solidaridad 
americana.  Muchas  exégesis  se  han  hecho  de  la  célebre 
declaración  consignada  por  el  presidente  de  la  gran 
unión  en  su  mensaje  de  1823.  Muchos  se  han  detenido 
en  la  forma,  reprobando  de  un  golpe  y  con  razón  el 
enunciado  de  la  doctrina  como  tal,  pero  a  estos  ha 
respondido  para  siempre  el  expresidente  Roosevelt  ha¬ 
ciendo  ver  que  esa  declaración  no  se  emitió  como  un 
principio  de  derecho,  sino  obedeciendo  a  miras  políticas, 
para  salvaguardia!’  intereses  de  los  Estados  Unidos,  ne¬ 
cesariamente  conexos  con  los  de  los  demás  países  que 
forman  el  continente.  Otros  la  han  estudiado  más  en 
su  fondo ;  pero  casi  todos  pecan,  como  Planas  expone,  al 
considerarla  aisladamente,  fuera  de  la  época  y  abstrac¬ 
ción  hecha  de  las  circunstancias  que  presidieron  su  pro¬ 
mulgación.  Todos  sabéis  que  por  muchos  se  acusa  a 
esta  doctrina  de  querer  constituir  un  tutela  je  sobre  las 
veinte  repúblicas  hispanas  de  América  y  se  ha  visto  con 
gran  desconfianza  el  silencio  de  la  Casa  Blanca  que 
nunca  quiso  demarcar  los  alcances  de  esa  doctrina  con 
una  declaración  categórica ;  pero  un  error  en  la  forma 
si  bien  no  debe  mantenerse  en  pie  en  nada  anula  el 
mérito  del  principio.  Cuando  la  doctrina  de  Monroe  se 
promulgó  los  pueblos  hispanoamericanos  no  tenían 
representa(AÍón  ante  los  países  europeos,  se  habían  afi¬ 
liado  a  un  orden  de  ideas  y  se  constituyeron  en  forma 
de  gobierno  abiertamente  contradictorios  a  los  intereses 
de  la  vieja  Europa  teocrática,  precisamente  cuando  la 
Santa  Alianza  anunciaba  una  reacción  contra  la  na- 
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cíente  democracia  americana  y  fueron  los  Estados  Uni¬ 
dos,  país  donde  alboreaba  una  organización  política 
perfecta,  los  que  con  aquella  trascendental  declaración 
hacían  valer  los  derechos  de  absoluta  independencia 
competentes  a  los  pueblos  de  América.  El  principio 
existía  como  derecho  natural  de  estos  países;  pero  solo 
pudo  entonces  ser  interpretado  y  defendido  por  el  que 
marchaba  al  frente  de  la  civilización  americana.  No 
importa  que  hasta  pasase  inadvertido  para  su  propio 
enunciador  el  fondo  trascendente  ante  la  necesidad  de 
cubrir  intereses  desde  un  punto  de  vista  meramente  po¬ 
lítico.  Me  veo  por  tanto  precisado  a  reconocer,  sin  no¬ 
vedad  en  la  conclusión,  ya  que  Pérez  Triana  lo  ha  insi¬ 
nuado,  que  todos  los  pueblos  americanos  deberían  reco¬ 
ger  un  principio  que  indudablemente  forma  parte  de  la 
ideal  carta  magna  del  continente.  Al  decir  recoger, 
recuerdo  que  los  Estados  Unidos  lo  han  guardado  hasta 
hoy  como  particular  afirmación  y  debe  declararse  de 
igual  modo  por  las  demás  naciones  del  continente  am¬ 
pliando  su  extensión  y  por  tanto  su  fuerza  preventiva. 
A  la  vez,  se  borrarían  las  suspicacias  que  la  doctrina  ha 
despertado  y  se  aliviarían  muchos  resquemores  pa¬ 
trióticos. 

Aiun  he  de  molestar  más  vuestra  atención,  para  ta¬ 
char  de  equivocada  a  toda  esa  propanganda  que  mira 
en  la  unión  hispanoamericana  sólo  un  dique  para  de¬ 
tener  los  posibles  avances  de  un  amenazante  imperialis¬ 
mo  de  Estados  Unidos.  Por  legítimos  que  sean  estos 
temores,  precisa  defender  al  ideal  unitario  de  estas  pe¬ 
ligrosas  derivaciones  que  lo  desvirtúan  cuatí’do  quieren 
ser  su  principal  fundamento ;  hemos  dicho  que  se  trata 
de  un  ideal  acorde  con  las  corrientes  espirituales  que 
pugaian  por  transformar  las  organizaciones  sociales  del 
planeta,  alimentado  por  una  ancestral  realidad  étnica  y 
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por  profundas  simpatías  estéticas,  y  es  anterior  por  tan¬ 
to  a  la  situación  actual  que  enciende  algunos  temores 
y  superior  al  interés  receloso  que  perfila  el  momento. 

Si  alguien  quisiera  defender  como  un  grado  de  per¬ 
fección  perdurable  al  nacionalismo,  ahí  está  esa  calami¬ 
dad  de  las  aduanas,  las  ambiciosas  barreras  comerciales, 
presta  a  contradecirles ;  y  un  zolverein,  un  pacto  de  mu¬ 
tua  protección  aduanera  entre  los  países  de  Hispano 
américa  sería  más  fecundo  en  progresistas  resultados  y 
en  acercamiento  que  toda  la  mímica  y  los  cucMcheos  di¬ 
plomáticos. 

Alguien  me  dirá  que  todo  esto  está  muy  dicho  y  que 
los  hechos  siguen  siendo  contrarios  a  las  bellas  doctri¬ 
nas,  produciéndose  con  una  ceguera  fatalista  que  el  pen¬ 
samiento  no  puede  contrarrestar ;  pero  si  bien  es  cierto 
que  el  pensador  sólo  cuenta  con  una  convicción  para 
oponerse  a  la  realidad,  y  ésta  por  ilógica  que  sea  tiene 
siempre  en  su  defensa  a  la  conforme  mediocridad  y  a 
los  ágiles  y  egoístas  intereses  creados,  negar  la  influen¬ 
cia  del  pensamiento  sobre  la  vida  sería  desconocer  el 
proceso  evolutivo  de  la  humanidad,  perder  el  hilo  que 
por  entre  el  laberinto  de  los  tiempos  pasados  nos  per¬ 
mite  condensar  el  avance  congruente  y  avasallador  de 
la  civilización.  Si  las  más  nobles  aspiraciones  huma¬ 
nas,  los  anhelos  de  perfección  espiritual,  que  muchas 
veces  y  casi  siempre  significan  una  abstracción  de  la 
realidad,  no  pudieran  influir  sobre  el  ambiente  en  cada 
oportunidad  y  vencer  rudas  resistencias  materiales,  sin 
duda  el  hombre  y  los  pueblos  que  su  sociabilidad  cre¬ 
ciente  ha  formado  no  alcanzarían  a  la  fecha  este  admira¬ 
ble  nivel  d^  civilización  que  nos  permite  hablar  de  cosas 
del  futuro. 

El  simple  progreso,  como  ya  he  dicho  antes,  nos 
lleva  a  la  consecución  del  magno  ideal,  y  solo  nuestra 
debilidad  y  nuestro  rezago  mental  alejan  todavía  la 
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hora  de  su  realización.  Quiero  insistir  en  desechar  la 
idea  de  una  unión  artificial  que  desde  luego  podría  (el 
tiempo  del  verbo  me  excusa  de  hacer  valer  mi  incre¬ 
dulidad)  originarse  de  una  ficción  política  inspirada  en 
miras  interesadas.  La  unión  que  será  obra  fatal  del 
desenvolvimiento  de  nuestras  organizaciones  sociales, 
estará  afianzada  en  las  simpatías  y  en  un  gusto  igual. 

Todo  esto  es  necesario  repetirlo  mucho,  cuando  una 
mentalidad  como  Leopoldo  Lugones  cree  interpretar 
los  sentimientos  de  la  vasta  nación  argentina  diciendo : 
“Jamás  subordinaremos  la  patria  a  ninguna  preocu¬ 
pación  internacional  o  económica.  La  patria  debe  bas¬ 
tarse  a  ella  misma ;  y  si  no  sucede  así,  será  un  organismo 
condenado  a  muerte.  No  se  vive  por  alianza  ni  por 
arrimo,  sino  por  capacidad  personal  de  vivir.  El  que 
puede  vivir,  vive,  y  el  que  no  puede,  no;  y  esta  es  la 
dura  ley  de  la  existencia.”  Sin  duda  fué  más  allá  el 
pensador  del  lugar  a  donde  quiso  llevarle  su  agudo  na¬ 
cionalismo,  pues  ha  expresado  una  idea  general  tan 
disolvente,  que  destruye  en  su  fondo  las  razones  de  ser 
de  ese  hogar  patrio  en  cuyo  fuego  se  inspira,  declaración 
que  llevada  a  su  último  término  parece  invitarnos  a 
cazar  nuestra  subsistencia  como  los  primeros  nómades. 

Contra  tales  detonaciones  de  nacionalismo,  se  im¬ 
pone  como  un  pensamiento  dominante  la  conveniencia 
y  el  anhelo  de  rebasar  fronteras  o  de  dar  a  éstas  por 
lo  menos  su  cabal  significación,  considerándolas  como 
puntos  de  contacto  de  conglomerados  que  simpatizan 
y  no  como  barreras  que  separan  a  sangres  hermanas 
divorciadas  por  el  capricho  y  la  ambición.  Pero  cuan¬ 
do  llegue  esa  hora  de  fundir  en  un  solo  regocijo  estético 
nuestras  aspiraciones  casi  continentales,  será  preciso 
que  no  quede,  un  solo  Estrada  Cabrera,  un  sqlo  Leguía, 
un  solo  Santa  Ana,  ni  un  solo  Gómez,  porque  el  des¬ 
potismo  y  las  ilegítimas  exaltaciones  de  la  patriotería  se 
oponen  a  las  corrientes  de  pensamiento  que  tratan  de 
encauzar  hacia  esa  agradable  y  racional  unidad  nuestro 
futuro.  ^  I 
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NOTAS  DIVERSAS 


LAS  FIESTAS  DE  LA  PATRIA. — El  15  de  Septiembre,  fecha  memora¬ 
ble,  recordatoria  de  la  independencia  de  Oentro-América  en  el  año  de  1821,  se 
ha  celebrado  con  la  pompa  y  entusiasmo  de  costumbre  en  toda  la  República. 
Satisface  al  patriotismo  la  frescura  con  que  ese  noble  sentimiento  prevalece 
en  el  corazón  de  nuestro  connacionales.  Este  hecho  auténtico,  repetido  sin 
cesar,  nos  infunde  la  convicción  de  una  viva  confianza  en  ©1  acercamiento  de  los 
lazos  que,  en  no  lejano  día,  habrán  de  juntar  de  nuevo  a  las  cinco  disgrega¬ 
das  secciones  de  la  Gran  Patria  Centroamericana. 

Así  como  la  independencia  de  Centro-América  marcó  en  las  fases  de 
nuestra  existencia  y  en  los  anales  de  nuestra  Historia  la  fecha  de  un  magno 
acontecimiento  que  hubo  de  conmover  desde  su  base  el  viejo  edificio  político 
que  levantara  la  mano  de  la  conquista  en  su  afán  de  riquezas  y  poderío,  así 
la  unión  de  nuestras  repúblicas  hermanas  señalará  otra  fecha,  no  menos  grata 
para  nuestro  justo  regocijo,  de  un  aeonteciimiento  de  honda  repercusión  en 
lo  futuro,  que  romperá  los  moldes  del  funesto  caudillismo  y  preparará  el 
ansiado  advenimiento  de  una  vida  política  y  social  más  elevada,  más  cons¬ 
ciente  y  armonizadora  con  las  nuevas  tendencias  de  progreso  y  bienestar. 

Hacemos  votos  porque  las  secciones  de  nuestro  Istmo,  en  mala  hora  dis¬ 
gregadas  por  las  ambiciones  innobles  del  partidarismo  recalcitrante,  vuelvan, 
en  no  lejano  día,  a  formar  un  mismo  conglomerado  dentro  de  una  sola  na¬ 
cionalidad,  y  que  la  hermosa  bandera  de  nuestra  antigua  Gran  Patria  vuelva 
a  flamear  entre  nosotros  como  emblema  de  engrandecimiento  y  de  bien  sentida 
fraternidad. 

El  discurso  oficial  en  nontbre  del  Gobierno  de  la  República,  fué  confiado 
al  talento  de  nuestro  ilustrado  aanigo.  Lie.  don  Bernardo  Alvarado  T.,  actual 
Presidente  de  la  Asociación  de  Abogados.  Es  el  discurso  una  interesante 
pieza  política  de  intenso  mérito  histórico,  seria,  en  donde  se  reflejan  las  nor¬ 
mas  de  una  alta  sinceridad  democrática. 


CORTESIA  QUE  AGRADECEMOS. — Han  empezado  a  llegar  a  nuestra 
Redacción  varias  revistas  y  periódicos,  correspondiendo  el  canje.  Oportuna¬ 
mente  publicaremos  la  lista  detallada  de  tan  apreciables  colegas,  órganos  im¬ 
portantes  de  sus  respectivas  localidades  y  cuerpos  gremiales. 

Asimismo,  esperamos  que  las  oficinas  y  legaciones  a  quienes  nos  hemos  di¬ 
rigido  en  solicitud  de  obras  literarias  y  científicas  para  nuestra  Sala  de  Lec¬ 
tura,  atenderán  con  bondad  nuestra  súplica  en  favor  del  movimiento  cultural. 


AUMENTO  DE  PAGINAS. — Por  el  exceso  de  material  con  que  cuenta 
la  Redacción,  se  ve  ésta  en  la  necesidad  de  aumentar  el  número  de  páginas 
de  El  Foro  Gj^atemaiteco.  Esta  edición  corresponde  al  mes  de  Septiembre,  y 
si  el  apoyo  de  nuestros  favorecedores  continúa  siendo  tan  eficaz  como  hasta 
hoy,  nos  será  muy  grato  poder  corresponder  a  esa  muestra  de  sincera  acogida, 
publicando  esta  revista  miensualmente  en  lo  sucesivo.  Agradecemos  en  todo 
su  valor  el  estímulo  que  se  nos  brinda  por  el  público  ilustrado. 


IMPRESO  EN  LA  TIPOGRAFÍA  “SÁNCHEZ  &  DE  GUISE” — GUATEMALA,  C.  A. 


NOMINA  DE  LOS  ABOGADOS  DE  U  REPUBLICA 


Abel  Barrios  M. 

Abel  Girón. 

Abel  Leiva. 

Abel  Paredes. 

Abel  V.  Montúfar. 

Abraham  Bustamante. 
Adalberto  Ag.uilar  Fuentes. 
Adalberto  A.  Saravia. 
Adolfo  Padilla. 

Adolfo  Barillas  González. 
Adrián  Eecinos. 

Adrián  Vidaurre. 

Alberto  Asturias. 

Alberto  de  León. 

Alberto  Argueta  S. 

Alberto  C.  Camey. 

Alberto  Paz  y  Paz. 

Alejo  Membreño. 

Alejandro  Arenales. 
Alejandro  Aqueehe. 

Alfonso  Cifuentes  Soto. 
Alfonso  Gálvez. 

Alfonso  Hernández  Polanco. 
Alfredo  Alareón. 

Alfredo  Escobar. 

Alvaro  A.  Magaña. 

Amadeo  Barrios  G. 

Angel  María  Boeanegra.. 
Angel  González. 

Antonio  Flores. 

Antonio  Gómez  Eomero. 
Antonio  Eivera  P. 

Antonio  Girón  y  Girón. 
Antonio  Dardón. 

Antonio  F.  Cruz. 

Antonio  Castillo  Vega. 
Antonio  González  Sierra. 
Antonio  N.  Cabrera. 

Antonio  Castañeda. 

Antonio  F.  Aguirre. 

Antonio  Batres  Jáuregui. 
Arturo  Peralta. 

Arístides  Mayorga. 

Arturo  Ubico. 

Augusto  Neri  Barrios  M. 
Avelino  Mariscal. 

Avelino  Villanueva  G. 
Baudilio  Palma. 

Benjamín  Gómez  Urruela. 
Bernardo  Alvarado  T. 
Benjamín  Padilla 
Bernardo  Prado  Salinas 
Bernardino  López  Enano. 
Buenaventura  Echeverría  S. 
César  Izaguirre  G. 

Celso  D.  Cerezo. 

Carlos  Eodríguez  Cerna. 
Carlos  Salazar. 


Carlos  Salazar  h. 

Carlos  Castellanos  E. 
Carlos  J.  Martínez. 

Carlos  Pacheco  M. 

Carlos  Urrutia. 

Cecilio  Palma. 

Carlos  O.  Zachrisson. 
Daniel  Conde. 

Daniel  Menéndez. 

Daniel  Arellano. 

Darío  Molina  P. 

Daniel  Escalante. 

Daniel  Amézquita. 

David  Pivaral. 

Delflno  Santisteban. 
Demóstenes  Escobar. 
Domingo  E.  Fuentes. 
Domingo  de  León.. 

Enrique  Martínez  Sobral.i 
Elfego  Polanco. 

Ernesto  Asturias. 

Eduardo  Girón  h. 

Edmundo  Vásquez. 
Edmundo  Méndez. 

Efraín  Peñalva. 

Ernesto  Viteri  h. 

Egberto  Orozeo  G. 

Eladio  Menéndez. 

Eugenio  Silva  Peña. 

Emilio  Beltranena. 

Ernesto  Pardo. 

Ernesto  Andrade. 

Ernesto  Sandoval. 

Emeterio  Girón. 

Ernesto  Eivas. 

Eulogio  González. 

Eliseo  Solís. 

Eleázar  Urmeneta. 

Enrique  E.  Melhmann. 
Filadelfo  de  León., 

Felipe  Valenzuela. 
Francisco  E.  Toledo. 
Filadelfo  J.  Fuentes. 
Fernando  D.  Eamírez. 
Franerseo  Contreras  B. 
Federico  Arias. 

Francisco  Fajardo. 
Francisco  Z.  Mazariegos. 
Francisco  M.  Eodas. 
Federico  Cajas. 

Filadelfo  Salazar. 

Francisco  Medina  E. 
Federico  Castañeda  Godoy. 
Federico  O.  Salazar. 
Federico  Carbonnell. 
Federico  Valenzuela  C. 
Federico  Morales. 

Federico  S.  de  Tejada. 


Francisco  Menéndez  B. 
Franco.  Castillo  Monterroso. 
Felipe  L.  Carrascosa. 

Felipe  Luna  E. 

Fernando  Saballos. 

Faustino  Padilla. 

Fernando  Eodríguez  y  C. 
Fernando  Orellana. 
Francisco  Villagrán. 
Federico  Salazar. 

Francisco  E.  Eodríguez. 
Flavío  Herrera. 

Fabián  S.  Imeri. 

Gilberto  Ortega. 

Guillermo  Lavagnino. 
Guillermo  Fernández. 
Gregorio  Aguilar  Fuentes. 
Gilberto  Juárez. 

Guillermo  Campos. 

Guillermo  S.  de  Tejada. 
Guillermo  Eamírez  h. 
Humberto  Eobles. 

Héctor  Aparicio  I. 

Héctor  Villagrán. 

Hugo  Torselli. 

H.  Abraham  Cabrera. 

Héctor  Polanco  E. 

Ismael  Velásquez. 

Isaías  Peñalonzo. 

J.  Alfredo  Guzmán. 

J.  Calixto  de  León. 

Jorge  A.  Pacheco. 

José  Díaz  Durán. 

J.  Javier  Sosa. 

José  Pinto. 

José  Antonio  Mandujano. 
José  A.  Medina. 

José  A.  Beteta. 

José  María  Eeina  Andrade. 
José  León  Samayoa. 

José  Lar  a. 

J.  Esteban  Calvillo. 

J.  Ernesto  Zelaya. 

Juan  Eosales  Alcántara. 
Juan  C.  Alvarado. 

Juan  F.  Eodríguez  C. 

J.  Daniel  Eamírez. 

José  Antonio  Méndez. 

José  Eosa  Chávez. 

J.  Eduardo  Girón. 

Jorge  Morales  Urruela. 

J.  Leopoldo  Eosales. 

José  María  Lazo. 

José  Barillas  V. 

Juan  S.  Lara. 

José  A.  Medrano. 

Juan  de  Dios  Castillo. 

José  Matos. 


José  González  Piloña. 

Juan  J.  Conde. 

J.  Antonio  Vásquez. 

J.  Antonio  Castro. 

J.  Tomás  Delgadillo. 
Jerónimo  Lima. 

-J.  Lorenzo  Hurtado. 
Joaquín  Avila  A. 

José  María  Camargo. 
Javier  Bolaños  S. 

Julio  Pellecer, 

J.  Piliberto  Escobar. 

J.  Luis  Charnaud. 

José  Luis  Arenas. 

J.  Luis  P.  Vargas. 

José  L.  Pinetta  C. 

J.  Liberato  Valdés. 

José  Eodríguez  Cerna. 

J.  Francisco  Mena. 

Juan  M.  Mendoza. 

Juan  J.  Pérez. 

José  D.  Mayorga. 

José  María  Cumes. 

José  María  López. 

Juan  J.  Pellecer. 

José  Luis  Eosales. 

Joaquín  Y.  Galdámez. 
Jorge  A.  Serrano. 

José  Aguelí  Hernández. 

J.  Jesús  Alvarado. 

Julio  Gómez  Eobles. 

José  León  Castillo. 

Julio  César  Martínez  P. 
José  Luis  Lemus. 

Jorge  F.  Sánchez. 

Juan  Antonio  Guillén. 
José  Serrano  Muñoz. 
Javier  Eamos  Orozco. 
Juan  Antonio  Martínez  P. 
José  González  Campo. 
José  Avilés. 

José  Santa  Cruz. 

Joaquín  Flores  Barrios. 
Julio  Urrutia. 

José  Falla. 

Juan  Miguel  Herrera. 
Juan  Guillén  E. 

Juan  Fortuni. 

José  Luis  Quiñónez. 

Juan  Mata  C. 

Juan  Eamón  Guillén. 
Jorge  Bocanegra.  * 
José  Azpuru. 

José  Barillas  Fajardo. 
Jorge  Mario  Euiz. 

J.  Antonio  Yillacorta  C. 
Luis  F.  Molina. 

Leonardo  Flores  B. 
Leopoldo  Trujillo. 

Luis  Mendoza  G. 


León  de  León  Flores. 
Leonardo  Lara  G. 

Leandro  Velásquez. 

Luis  Mejía  Moreno. 

Lázaro  Valdés. 

Luis  Barrutia. 

Luis  Beltranena  S. 

Lisandro  de  León  M., 
Lisandro  Alvarado. 

Luis  Bertrand. 

Luis  Dardón. 

Luis  Gerardo  Barrios. 
Mariano  Cruz. 

Manuel  Antonio  Herrera. 
Marcial  Prem. 

Marcial  García  Salas. 
Manuel  F.  Polanco. 

Manuel  Zúñiga. 

Manuel  Zeceña  B. 

Manuel  Eojas  M. 

Manyel  Valladares. 

Manuel  A.  Núñez. 

Máximo  Soto  O. 

Manuel  Franco  E. 

Mariano  Trabanino. 
Marcelino  Alvarez. 

Manuel  S.  Herrarte, 

Miguel  A.  Gil. 

Manuel  Villacorta  C. 
Mariano  C.  Eeina. 

Miguel  Guzmán. 

Manuel  Echeverría  y  V. 
Max.  García  E. 

Manuel  de  León  Cardona. 
Miguel  T.  Alvarado. 
Manuel  María  Eivera  V. 
Manuel  María  Herrera. 
Manuel  Coronado  A. 
Miguel  Angel  Asturias. 
Maximiliano  Palomo  M. 
Miguel  Péñate. 

Manuel  G.  Alvarado. 
Manuel  Zeceña  M. 
Maximiliano  Cifuentes  M. 
Manuel  J.  Vargas. 

Manuel  V.  Marroquín. 
Manuel  E.  Samayoa. 
Manuel  Martínez  Sobral. 
Miguel  Bracamente  S. 

Neri  González  P. 

Oliverio  C.  Valle. 

Octavio  Aguilar. 

Octavio  Martínez  M. 

Osear  A.  Sandoval. 

Pedro  Gálvez  Portoearrero. 
Pedro  Santiago  Valdez. 
Pablo  Porres. 

Porñrio  Barrios. 

Pedro  E.  Espinoza. 

'  Pedro  A.  Penagos. 

.  Pedro  Amézquita  E. 

Pedro  Contenti  h. 


Pedro  E*.  Morales. 
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